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INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, en lo relativo al régimen legal de las concesiones de obras públicas, y las normas tributarias que le son aplicables.

________________________________





HONORABLE SENADO:



			Vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados, enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.



			Cabe hacer presente que la iniciativa de ley en informe se encuentra con urgencia calificada de “simple”, de la cual se dió Cuenta en sesión de fecha 12 de Julio de 1995.



			Asimismo, es dable señalar que en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y en conformidad con  lo dispuesto en el inciso tercero de los artículos 27 y  36 del Reglamento del Senado, este proyecto debe ser conocido por la Comisión de Hacienda.



			Finalmente, se deja constancia que la H. Cámara de Diputados, mediante oficios Nº 65 y Nº 595, de fecha 1º de Marzo y 18 de Abril de 1995, respectivamente, consultó a la Excma. Corte Suprema respecto de los incisos quinto y sexto del artículo 35, contenidos en el numeral 9, y el artículo 41, e inciso final del artículo 42, contemplados en el numeral 13 del artículo 1º, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 74 de la Constitución Política de la República,  por cuanto se relacionan con la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia.



			Por lo tanto, para los efectos constitucionales y reglamentarios pertinentes al quórum, dejamos constancia que dichos preceptos deben ser votados, de acuerdo con el artículo 63 de nuestra Carta Fundamental, con quórum de ley orgánica constitucional.





- - - - - - -



			A algunas de las sesiones en que se consideró este proyecto concurrieron, además de los miembros titulares de la Comisión,  los HH. Senadores señores Horvath, Lavandero, Otero,  Páez y Thayer.





- - - - - - -



			Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la asistencia y colaboración del señor Ministro de Obras Públicas, don Ricardo Lagos; del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, don Edmundo Hermosilla; del señor  Subsecretario de Obras Públicas, don Germán Quintana;   del señor Jefe de Asesores de la Subsecretaría de Transportes, en representación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, don Carlos Gárate; del señor Asesor Financiero del Ministerio de Obras Públicas, don Sergio Merino; del señor Asesor Jurídico del Ministerio de Obras Públicas, don Juan Enrique Miquel; del señor Coordinador General de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas, don Carlos Cruz; del señor Asesor del Coordinador General de Concesiones, don Guillermo Díaz; del señor Jefe Departamento Legal de la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas, don Claudio Flores; del señor Asesor en materia de concesiones del Ministerio de Obras Públicas, don Alexandro Acevedo; del señor Asesor, Coordinador del Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, don Alvaro Clarke y del señor Asesor de esa misma Cartera, don Claudio Juarez.



			Además de los invitados anteriormente señalados, la Comisión contó con la presencia, en algunas de sus sesiones, de las siguientes personas:



			1.- Del señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, don José Florencio Guzmán;



			2.- Del señor Primer Vicepresidente  y señor Past Presidente de la Cámara Chilena de la Construcción, don Hernán Doren y don Víctor Manuel Jarpa, respectivamente y del señor Asesor de esa entidad don Francisco Ghisolfo;



			3.- Del señor Gerente General de Infraestructura Dos Mil, don Roberto Aigneren, acompañado del señor Director de esa Empresa, don José Luis Domínguez;



			4.- Del señor Gerente de Proyectos de Cominco S.A., don Carl F. Weber;



			5.- Del señor Gerente General de Ferrovial,  don Juan Carlos Gutierrez;



			6.- Del señor Gerente General de la Empresa Constructora Cubiertas Chile, don Roberto Redondo Alvarez;



			7.- De los señores Investigadores del Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile, don Eduardo Engel y don Ronald Fisher;



			8.- Del señor Economista del Programa Asesoría Legislativa, Pal, don Eugenio Rivera, y 



			9.- De la señora Economista y del  señor Abogado del Instituto Libertad y Desarrollo, doña María de la Luz Domper y don Germán Concha, respectivamente.



- - - - - - - 





ANTECEDENTES  DE DERECHO



			Las normas jurídicas básicas que regulan el sistema de concesiones de obras públicas, son las siguientes:



			1.-  El decreto supremo Nº 294, del Ministerio de Obras Públicas, publicado en el Diario Oficial de fecha 20 de Mayo de 1985, del Ministerio de Obras Públicas, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.840 y del DFL. Nº 206, de 1960, que refundió y uniformó las leyes sobre construcción y conservación de caminos. Es la Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, en la cual se establece la facultad para que dicha Secretaría de Estado pueda ejecutar por concesión las obras públicas fiscales.



			De esta norma es conveniente destacar el artículo 87 de su  Capítulo VII, denominado “De la Ejecución de las Obras”, que establece un sistema para la ejecución, reparación y conservación de obras públicas, por cuanto la ley de concesiones tiene su fundamento esencial en este precepto.



			Esta disposición permite que las obras públicas fiscales se ejecuten mediante contratos adjudicados en licitación pública nacional o internacional, siempre que esta última no afecte la seguridad nacional, a cambio de la concesión temporal de su explotación o la de los bienes nacionales de uso público o fiscales destinados a desarrollar las áreas de servicios que se convengan. La duración de la concesión será la determinada en el decreto supremo de adjudicación, que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, y que en todo caso su duración no podrá ser superior a cincuenta años.



			Por último, su inciso segundo dispone que la reparación o mantención de obras públicas fiscales también podrá ser objeto de contrato de concesión, de acuerdo a lo dispuesto en este artículo.



			Su artículo 105 dispone que la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas tendrá a su cargo la tramitación de las expropiaciones necesarias para la construcción de las obras públicas, las que se regirán por el decreto ley Nº 2.186, de 1978. Para estos efectos se declaran de utilidad pública los bienes y terrenos necesarios para la ejecución de dichas obras.



			2.- El decreto con fuerza de ley Nº 164, del Ministerio de Obras Públicas, publicado en el Diario Oficial el 4 de Septiembre de 1991, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 591, de 1982, del Ministerio de Obras Públicas, y de las normas relativas a la ejecución, reparación, conservación y explotación de obras públicas fiscales, efectuadas por el sistema de concesión, contenidas en la ley Nº 15.840 y en el decreto con fuerza de ley Nº 206, de 1960, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas.



			Este texto legal -parte de cuyo articulado se modifica por el proyecto de ley en informe-, sujeta a sus normas, a las de su Reglamento, y a las bases de la licitacción de cada contrato en particular que el Ministerio de Obras Públicas elabore al efecto, la ejecución, reparación o conservación de obras públicas fiscales, por el sistema establecido en el artículo 87 del decreto supremo Nº 294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, las licitaciones y concesiones que deben otorgarse, ya se trate de la explotación de las obras y servicios o respecto del uso y goce sobre bienes nacionales de uso público o fiscales, destinados a desarrollar las áreas de servicios que se convengan.



			A este texto legal, en el cual se desarrolla el sistema sobre concesiones, se le introdujeron modificaciones a sus artículos 2º, 7º, 9º, 19, 20, 21, 25, 27, 35, 36, 37, 38 y 39, las que transcribimos a continuación, sin perjuicio de que serán analizadas, en la parte correspondiente a la discusión particular de este informe.



			El  artículo 2º señala como órgano competente para realizar las actuaciones preparatorias pertinentes, de acuerdo al presente cuerpo legal y sus normas complementarias, al Ministerio de Obras Públicas,



			Su incisos segundo, tercero y cuarto permiten a cualquier persona, natural o jurídica,  postular ante dicho Ministerio, en la forma que establezca el reglamento, la ejecución de obras públicas mediante el sistema de concesión, organismo que deberá resolverlas en forma fundada en el plazo de un año, contado desde su presentación debiendo, además, licitarse la obra cuya ejecución en concesión se apruebe, dentro de un año contado desde la aprobación de la solicitud.



			Su inciso final, determina que el postulante que ha dado origen a la licitación tendrá derecho a un premio especificado en el Reglamento y en las Bases, en la evaluación de la oferta que formulare en la licitación de la concesión permitiendo, además, que el Ministerio ofrezca al postulante el reembolso de todo o parte de los costos de los estudios que debió realizar para su proposición, el que podrá pagarlo directamente si el proyecto no se licita, o se licita por un sistema distinto del de concesión.



			Por último, determina que si la obra se licita por concesión dicho reembolso será de cargo del adjudicatario de la concesión, en la forma, modo y plazo establecidos en las bases de licitación.  El Ministerio entregará al postulante un certificado en el que se individualizará al adjudicatario y se liquidará el monto de reembolso, el que tendrá mérito ejecutivo para todos los efectos legales y en el caso que el postulante se adjudique la concesión, la forma, modo y plazos a que se sujetará el reembolso serán establecidas por el Ministerio en el contrato de concesión. 



			El artículo 7º señala que la licitación de la obra materia de la concesión se decidirá evaluando las ofertas técnicamente aceptables, según las características propias de las obras atendido, según el sistema de evaluación que el Ministerio de Obras Públicas establezca en las Bases de Licitación, uno o más de los siguientes factores:



			Estructura tarifaria; Plazo de concesión; Subsidio del Estado al oferente; Pagos ofrecidos por el oferente al Estado; Ingresos garantizados por el Estado; Grado de compromiso de riesgo que asume el oferente durante la construcción de la obra, tales como caso fortuito o fuerza mayor; Grado de compromiso de riesgo que asume el oferente durante la explotación de la obra, tales como caso fortuito o fuerza mayor; Fórmula de reajuste de las tarifas y su sistema de revisión; Puntaje obtenido en la calificación técnica; Oferta del oponente de montos extraordinarios de pagos al Estado o de reducción de tarifas al usuario cuando la rentabilidad sobre patrimonio o activos, definida ésta en la forma establecida en las bases de licitación o por el oponente, exceda un porcentaje máximo preestablecido y, calificación de otros servicios adicionales, útiles y necesarios.



				Respecto de las tarifas ofrecidas, con su correspondiente reajuste, serán entendidas como tarifas máximas, por lo que el concesionario podrá reducirlas.



				Sus incisos tercero y cuarto establecen que la definición de tales factores y forma de aplicación las establecerá el Ministerio de Obras Públicas en las Bases de Licitación, y que a fin de evitar que alguna sea descalificada por aspectos formales en su evaluación técnica, se permite al Director General de Obras Públicas, con visto bueno del Ministro de Obras Públicas, que hasta antes de la apertura de la oferta económica, solicite a los oferentes las aclaraciones, rectificaciones por errores de forma u omisiones, y la entrega de antecedentes, que clarifiquen y precisen el correcto sentido y alcance de la oferta.





			El artículo 9º se refiere a las obligaciones del adjudicatario,  y  señala que consisten en constituir una sociedad chilena o agencia de la extranjera con quien se entenderá celebrado el contrato, en el plazo y con los requisitos determinados por las Bases Administrativas o el reglamento, cuyo objeto será la ejecución, reparación, conservación y explotación de obras públicas fiscales, por el sistema establecido en el artículo 87 del decreto supremo Nº 294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, y cumplir con los trámites de suscripción y protocolización del decreto respectivo, de acuerdo al artículo 89 del referido decreto supremo.



			El artículo 19º permite que el Ministerio de Obras Públicas, por razones de interés público, modifíque las características de las obras y servicios contratados y, como consecuencia, las tarifas y subsidios pactados, acordando las indemnizaciones necesarias con el concesionario en caso de perjuicio, resolviéndose las controversias sobre su monto, de acuerdo al procedimiento señalado en el artículo 35.



			Su inciso segundo determina que en las bases de licitación se establecerá la forma y plazo en que el concesionario, por causas sobrevinientes que así lo justifiquen, podrá solicitar la revisión del sistema tarifario y la fórmula de reajuste, señalando que si las bases no contemplaren estas materias, las controversias que se originen se resolverán de acuerdo al artículo 35.



			Por último, su inciso tercero indica la forma en que se realizarán las modificaciones, estableciendo que se hará por decreto supremo del Ministerio de Obras Públicas firmado, además, por el Ministro de Hacienda.





			El artículo 20 determina que, si en el futuro se considera conveniente ampliar o mejorar una obra que resultare insuficiente para la prestación del servicio, por iniciativa del Estado o a solicitud del concesionario, se suscribirá un convenio que establezca las condiciones a que haya de sujetarse la realización de las obras respectivas y su repercusión en el régimen de tarifas.



			Su inciso segundo señala que dicho convenio se aprobará por decreto supremo, previo informe de la Dirección que corresponda.



			Capítulo VI, denominado Derechos y Obligaciones del Concesionario, comprende los artículos 21 a 24, inclusive.



			El artículo 21 determina que desde el perfeccionamiento del contrato y con autorización del Ministerio de Obras Públicas, el concesionario puede transferir la concesión, y, en iguales condiciones, puede constituir sus ingresos en garantía de obligaciones derivadas de la concesión y de su explotación.



			Su inciso segundo establece que dicha cesión deberá ser total y comprender todos los derechos y obligaciones del concesionario, la que sólo podrá hacerse a una persona natural o jurídica , que cumpla las obligaciones que para el adjudicatario señala el artículo 9º de este cuerpo legal.



			De acuerdo a su inciso tercero, aún cuando entregue en garantía total o parcial los ingresos derivados del contrato de concesión, el concesionario mantendrá la obligación de cumplir el contrato en forma cabal, en las condiciones y en la forma establecida.



			El artículo 25 dispone que las concesiones de que trata este cuerpo legal tendrán el plazo de duración que señale el decreto de adjudicación, que no podrá exceder de cincuenta años.



			Además, su inciso segundo indica que el mismo se computará desde la fecha de la total tramitación del decreto antes citado.



			El artículo 27 preceptúa que la concesión se extingue por el cumplimiento del plazo por el cual fue otorgada, por incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, por mutuo acuerdo entre el Ministerio de Obras Públicas y el concesionario, y por las causales que estipule el contrato de concesión.



			El  artículo 35 crea una Comisión Conciliadora ante la cual podrán elevarse las controversias motivo de la interpretación o aplicación del contrato, que se generen entre el Ministerio de Obras Públicas y el concesionario, sin perjuicio de las atribuciones del Poder Judicial y de la Contraloría General de la República.   La integrarán tres profesionales universitarios, designado uno por el Ministro de Obras Públicas, otro por el concesionario y, el tercero que la presidirá, de común acuerdo o, en su defecto, por el Presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago.



			Su inciso segundo establece que esta Comisión podrá conocer, también, de toda reclamación a que pueda dar lugar la ejecución del contrato, como es el caso de alteraciones graves de las condiciones en que fue establecido. La reclamación se presentará a la Comisión dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha del hecho que la motive.



			Su inciso tercero estatuye que la Comisión fijará sus normas y procedimientos, buscando la conciliación entre las partes, pudiendo realizar recomendaciones y proposiciones de avenimiento.



			De acuerdo a su inciso cuarto, y sin perjuicio de lo anterior, cuando el Ministerio de Obras Públicas solicite declarar la extinción de la concesión por incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario o por las causales estipuladas en el contrato de concesión, el concesionario podrá reclamar tal decisión ante esta Comisión, dentro del plazo de 15 días, contado desde la respectiva notificación.



			Su inciso  quinto dispone que la Comisión debe resolver dentro del plazo de treinta días y que, de no producirse conciliación, el Ministro dictará una resolución para declarar extinguida la concesión, la que no producirá efecto mientras esté pendiente el plazo para interponer el recurso señalado en el inciso siguiente.



			Por su parte, el inciso sexto establece un recurso de reclamación para ante la Corte de Apelaciones de la resolución que declara extinguida la concesión, el que se tramitará de acuerdo a las normas de los artículos 69 a 71 de la ley orgánica Constitucional del Banco Central de Chile y a las siguientes disposiciones:



- El plazo para interponer el recurso se cuenta desde la notificación al concesionario de la resolución;



- No es exigible la boleta de consignación;



- Acogido a tramitación el reclamo se dará traslado al director General de Obras Públicas, y



- Si no hubiere sentencia judicial ejecutoriada transcurrido un año desde la interposición del reclamo, se faculta al Fisco, a través del Ministerio de Obras Públicas, para intervenir la concesión.



			Por último, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso final de este artículo, las normas que regulen la intervención serán establecidas en un reglamento, aprobado por decreto supremo, expedido a través del Ministerio de Obras Públicas.





			El artículo 36 permite que el Ministerio de Obras Públicas designe un interventor, con todas las facultades para velar por la mantención del o de los servicios objeto de la concesión, cuando el concesionario suspenda el pago de sus obligaciones de dinero o sea declarado en quiebra.



			Ante la eventualidad que sea declarada la quiebra del concesionario, el artículo 37 regula la situación que se produciría si la primera junta ordinaria de acreedores del concesionario en quiebra, a proposición del síndico o de dos o más acreedores,  determina continuar el giro del concesionario o acuerda la subasta de la concesión, señalando que si no hubiere acuerdo sobre una u otra de estas materias deberá procederse a la subasta de la concesión.



			De acuerdo a su inciso segundo, para la subasta de la concesión, las bases de la misma deberán respetar los términos, beneficios y condiciones del contrato de concesión primitivo, no pudiendo el mínimo de las posturas en la primera subasta, ser inferior a los dos tercios de la inversión efectuada por el concesionario ni inferior a la mitad de dicho monto en segunda subasta y que a falta de postores la tercera subasta se efectuará sin mínimo.



			Su inciso tercero hace aplicable las normas del artículo 21 a la adjudicación de la concesión y, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso cuarto, si la junta de acreedores acuerda la continuación efectiva del giro del concesionario, ésta se regulará por las normas de los artículos 112 y siguientes de la ley Nº 18.175, Ley de Quiebras.



			Su artículo 38 expresa que, para los efectos de esta ley, se entenderá por obra pública fiscal cualquier bien inmueble construido, reparado o conservado a cambio de la concesión temporal de su explotación, o sobre bienes nacionales de uso público o fiscales destinados a desarrollar áreas de servicio.



			Finalmente, el artículo 39 determina que el Ministerio de Obras Públicas será el único organismo que regulará y fijará los límites máximos y mínimos de velocidad en las vías construidas, conservadas, o reparadas por el sistema de concesión de esta ley.





			3.-  El decreto supremo Nº 240, del Ministerio de Obras Públicas, publicado en el Diario Oficial  de fecha 8 de Abril de 1992, que reglamentó el decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas.



			Este Reglamento, según lo establece el inciso segundo de su artículo 1º, formará parte integrante de los contratos de concesión celebrados por el Ministerio de Obras Públicas.



			4.- La ley Nº 19.252, publicada en el Diario Oficial de fecha 20 de Octubre de 1993, que modificó el DFL. Nº 164, de 199l, del Ministerio de Obras Públicas.



- - - - - - 



			Además, la Comisión tuvo en consideración para el estudio del proyecto de ley en informe, entre otros, los siguientes antecedentes:



			1.-  El decreto ley Nº 1.606, publicado en el Diario Oficial de fecha 3 de Diciembre de 1976, que reemplazó el texto del decreto ley Nº 825, de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.



			De este texto legal se tuvieron a la vista sus artículos 16 y 55, que fueron objeto de enmiendas y que se transcriben a continuación:



			El artículo 16 establece, en su inciso primero, qué ha de entenderse por base imponible, en los casos que a continuación se señalan:



			a) En las importaciones, el valor aduanero de los bienes que se internen o, en su defecto, el valor CIF de los mismos bienes. En todo caso, formarán parte de la base imponible los gravámenes aduaneros que se causen en la misma importación;



			b) En los casos contemplados en la letra d) del artículo 8º, el valor que el propio contribuyente tenga asignado a los bienes o sobre el valor que tuvieren los mismos en plaza, si este último fuere superior, según lo determine el Servicio de Impuestos Internos a su juicio exclusivo;



			c) En los contratos a que se refiere la letra e) del artículo 8º, el valor total del contrato, incluidos los materiales;



			d) En el caso contemplado en la letra f) del artículo 8º, el valor de los bienes corporales muebles comprendidos en la venta, sin que sea admisible deducir de dicho valor el monto de las deudas que puedan afectar a tales bienes.



			Agrega que si la venta de las universalidades a que se refiere el inciso anterior se hiciere por suma alzada, para los efectos de este impuesto, el Servicio de Impuestos Internos tasará el valor de los diferentes bienes corporales muebles del giro del vendedor comprendidos en la venta.



			Continúa expresando que lo dispuesto en el inciso anterior será también aplicable respecto de todas aquellas convenciones en que los interesados no asignaren un valor determinado a los bienes corporales muebles que enajenaren, o el fijado fuere notoriamente inferior al corriente en plaza;



			e) Respecto de las prestaciones de servicios y los productos vendidos o transferidos en hoteles, residenciales, hosterías, casas de pensión, restaurantes, clubes sociales, fuentes de soda, salones de té y café, bares, tabernas, cantinas, boites, cabarets, discotheques, drive-in y otros negocios similares, el valor total de las ventas, servicios y demás prestaciones que se efectúen.



			Sin embargo, agrega, el impuesto no se aplicará al valor de la propina que por disposición de la ley deba recargarse en los precios de los bienes transferidos y servicios prestados en estos establecimientos;



			f) Tratándose de peluquerías y salones de belleza no formará parte de la base imponible el porcentaje adicional establecido en el artículo 6º de la ley Nº 9.613, de 7 de julio de 1950, y sus modificaciones posteriores, y



			g) La base imponible de las operaciones señaladas en la letra k) del artículo 8º, se determinará de acuerdo con las normas de este artículo y del artículo 15.



			Continúa la norma señalando que en el caso de adjudicaciones de bienes corporales inmuebles a que se refiere la letra c) del artículo 8º, la base imponible será el valor de los bienes adjudicados, la cual, en ningún caso podrá ser inferior al avalúo fiscal de la construcción determinado de conformidad a las normas de la ley Nº 17.235.



			Por último, establece que las normas generales sobre base imponible establecidas en el artículo anterior, serán aplicables también, cuando proceda, para el cálculo de las bases imponibles especiales a que se refiere el presente artículo.





			El artículo 55 contiene normas sobre la oportunidad en que han de emitirse las facturas, señalando que en los casos de ventas de bienes corporales muebles, serán emitidas en el mismo momento en que se efectúe la entrega real o simbólica de las especies y que, en caso de prestaciones de servicios, deben emitirse en el mismo período tributario en que la remuneración se perciba o se ponga, en cualquier forma, a disposición del prestador del servicio.



			Su inciso segundo dispone que tratándose de los contratos señalados en la letra e) del artículo 8º y de ventas o promesas de venta de bienes corporales inmuebles gravados por esta ley, la factura deberá emitirse cuando se perciba el pago del precio del contrato, o parte de éste, cualquiera que sea la oportunidad en que se efectúe dicho pago.  Sin embargo, agrega, en el caso de la venta de bienes inmuebles la factura definitiva por el total o el saldo por pagar, según proceda, se emitirá en la fecha de la entrega real o simbólica del bien, o de la suscripción de la escritura de venta correspondiente si ésta es anterior.



			Sin perjuicio de lo anterior, de acuerdo al inciso tercero, los contribuyentes podrán postergar la emisión de sus facturas hasta el quinto día posterior a la terminación del período en que se hubieren realizado las operaciones, debiendo, en todo caso, corresponder su fecha al período en que ellas se efectuaron.



			Su inciso cuarto dispone que si las facturas no se emiten al momento de efectuarse la entrega real o simbólica de las especies, los vendedores deberán emitir y entregar, en esa oportunidad, al adquirente, una guía de despacho numerada y timbrada por el Servicio de Impuestos Internos, que contendrá las especificaciones que señale el Reglamento, indicándose su número y fecha de la guía o guías en la factura que se otorgue posteriormente.



			Según dispone sus incisos quinto y sexto, las boletas se emitirán en el momento de la entrega real o simbólica de las especies, de acuerdo a las respectivas disposiciones reglamentarias, y al momento que en cualquier forma se perciba o ponga a disposición del prestador del servicio su remuneración, si se tratare de prestaciones de servicios.



			Por último, su inciso séptimo dispone que la guía de despacho a que se refiere el inciso cuarto, o la factura o boleta respectiva, deberá exhibirse, a requerimiento del Servicio de Impuestos Internos, durante el traslado de especies afectas al Impuesto al Valor Agregado realizado en vehículos destinados al transporte de carga, para cuyo efecto el vendedor o prestador de servicios deberá emitir guías de despacho también cuando efectúe traslados de bienes corporales muebles que no importen ventas, sancionando, en la forma prevista en el Nº 10 del artículo 97 del Código Tributario, la no emisión de guías de despacho oportunamente, de lo cual será solidariamente responsable quien transporte las especies, cuando no identifique al vendedor o prestador del servicio sujeto del impuesto.



			2.- El decreto ley Nº 824, publicado en el Diario Oficial  de fecha 31 de Diciembre de 1974, sobre Impuesto a la Renta.



			El artículo 3º de la iniciativa de ley en análisis propone modificar sus artículos 15, 29, 30 y 84, que pasamos a describir a continuación.



			Su artículo 15 establece que, para determinar los impuestos establecidos por esta ley, los ingresos se imputarán al ejercicio en que hayan sido devengados o percibidos, de acuerdo con las normas pertinentes de esta ley y del Código Tributario, salvo que las operaciones generadoras de la renta abarquen más de un período como en los contratos de larga ejecución, ventas extraordinarias de pago diferido y remuneraciones anticipadas o postergadas por servicios prestados durante un largo espacio de tiempo.



			De acuerdo al inciso segundo, en tales casos el Director dictará normas generales para cada grupo de contribuyentes de actividades similares, y fijará el procedimiento para determinar o distribuir los ingresos en los diversos ejercicios y para practicar el ajuste final que corresponda.



			Agrega su inciso tercero que el Director Regional podrá disponer que, si en el ajuste final que se practique resulta que el contribuyente ha postergado todo o parte del impuesto anual que normalmente le habría correspondido, pague el interés penal y el reajuste moratorio señalados en el Código Tributario, por los impuestos que se hubieren postergado.



			Su inciso cuarto permite que el Director Regional podrá rebajar o condonar el interés señalado en el inciso anterior en cada caso particular que conozca, de acuerdo a los antecedentes y circunstancias, y que determinará los diversos períodos a que deban imputarse las rentas.



			Por último, su inciso quinto determina que el contribuyente no podrá oponer excepción de prescripción en contra de la liquidación correspondiente a dicho ajuste final, en razón de haberse imputado rentas a un período diferente a aquél en que los ingresos se percibieron, sin perjuicio de que empiecen a correr los plazos de prescripción desde que se notifique la liquidación mencionada, de acuerdo con las reglas generales.



			El artículo 29 indica que constituyen “ingresos brutos” todos los ingresos derivados de la explotación de bienes y actividades incluidas en la presente categoría, excepto los ingresos a que se refiere el artículo 17.  En los casos de contribuyentes de esta categoría que estén obligados o puedan llevar, según la ley, contabilidad fidedigna , se considerarán dentro de los ingresos brutos los reajustes mencionados en los números 25 y 28 del artículo 17 y las rentas referidas en el número 2 del artículo 20.  Sin embargo, estos contribuyentes  podrán rebajar del impuesto el importe del gravamen retenido sobre dichas rentas que para estos efectos tendrán el carácter de pago provisional sujetos a las disposiciones del Párrafo 3º del Título V.  Las diferencias de cambios en  favor del contribuyente, originadas de crédito, también constituirán ingresos brutos.



			Su inciso segundo dispone que el monto a que asciende la suma de  los ingresos mencionados, será incluido en los ingresos brutos del año en que ellos sean devengados o, en su defecto, del año en que sean percibidos por el contribuyente, con excepción de las rentas mencionadas en el número 2º del artículo 20, que se incluirán en el ingreso bruto del año en que se perciban.



			Su inciso tercero señala que los ingresos obtenidos con motivo de contratos de promesa de venta de inmueble se incluirán en los ingresos brutos del año en que se suscriba el contrato de venta correspondiente.  En los contratos de construcción por suma alzada el ingreso bruto, representado por el valor de la obra ejecutada, será incluido en el ejercicio en que se formule el cobro respectivo.



			Su inciso final determina que constituirán ingresos brutos del ejercicio los anticipos de intereses que obtengan los bancos, las empresas financieras y otras similares.



			La modificación introducida por la ley Nº 18.682, rige desde el año Tributario 1988.  (Ley Nº 18.682, artículo 10, A), a)).



			El artículo 30 estatuye que la renta bruta de una persona natural o jurídica que explote bienes o desarrolle actividades afectas al impuesto de esta categoría en virtud de los Nºs. 1, 3, 4 y 5 del artículo 20, será determinada deduciendo de los ingresos brutos el costo directo de los bienes y servicios que se requieran para la obtención de dicha renta.  En el caso de mercaderías adquiridas en el país, se considerará como costo directo el valor o precio de adquisición, según la respectiva factura, contrato o convención, y optativamente el valor del flete (9-a-b) y seguros hasta las bodegas del adquirente.  Si se trata de mercaderías internadas al país, se considerará como costo directo el valor CIF, los derechos de internación, los gastos de desaduanamiento y optativamente el flete y seguros hasta las bodegas del importador.  Respecto de bienes producidos o elaborados por el contribuyente, se considerará como costo directo el valor de la materia prima aplicando las normas anteriores y el valor de la mano de obra.  El costo directo del mineral extraído considerará también la parte del valor de adquisición de las pertenencias respectivas que corresponda a la proporción que el mineral extraído represente en el total del mineral que técnicamente se estime contiene el correspondiente grupo de pertenencias, en la forma que determine el Reglamento.



			Su inciso segundo dispone que para los efectos de establecer el costo directo de venta de las mercaderías, materias primas y otros bienes del activo realizable, o para determinar el costo directo de los mismos bienes cuando se apliquen a procesos productivos y/o artículos terminados o en proceso, deberán utilizarse los costos directos más antiguos, sin perjuicio que el contribuyente opte por utilizar el método denominado “Costo Promedio Ponderado”, agregando que el método de valorización adoptado respecto de un ejercicio determinará a su vez el valor de las existencias al término de éste, sin perjuicio del ajuste que ordena el artículo 41, método que deberá mantenerse consistentemente durante cinco ejercicios comerciales consecutivos, a lo menos.



			Su incisos tercero y cuarto determinan que tratándose de bienes enajenados o prometidos enajenar, a la fecha del balance respectivo, que no hubieren sido adquiridos, producidos, fabricados o construidos totalmente por el enajenante, se estimará su costo directo de acuerdo al que el contribuyente haya tenido presente para celebrar el respectivo contrato, agregando que, en todo caso, el valor de la enajenación o promesa deberá arrojar una utilidad estimada de la operación que diga relación con la que se ha obtenido en el mismo ejercicio respecto de las demás operaciones; todo ello, sin perjuicio de ajustar la renta bruta definitiva de acuerdo al costo directo real en el ejercicio en que dicho costo se produzca. No obstante, continúa señalando, en el caso de contratos de promesa de venta de inmuebles, el costo directo de su adquisición o construcción se deducirá en el ejercicio en que se suscriba el contrato de venta correspondiente, estableciendo, por último, que si se tratare de contratos de construcción por suma alzada, el costo directo deberá deducirse en el ejercicio en que se presente cada cobro.



			Finalmente, su inciso quinto establece que si no fuere posible establecer claramente estas deducciones, la Dirección Regional podrá autorizar a los contribuyentes para que dichos costos directos se rebajen conjuntamente con los gastos necesarios para producir la renta, a que se refiere el artículo siguiente de la ley.





			El artículo 84 dispone que los contribuyentes obligados, por esta ley, a presentar declaraciones anuales de Primera y/o Segunda Categoría, deberán efectuar pagos provisionales en forma mensual, a cuenta de los impuestos anuales que les corresponda pagar, cuyo monto se determinará en la forma que se indica a continuación, en las letras a), b), c), d), e) f) y g), que se transcriben a continuación.



			a) Un porcentaje sobre el monto de los ingresos brutos mensuales percibidos o devengados por los contribuyentes que desarrollen las actividades a que se refieren los números 1º, letra a), inciso décimo de la letra b) e inciso final de la letra d), 3º, 4º y 5º del artículo 20, por los contribuyentes del artículo 34, número 2º, y 34 bis, número 1º, que declaren impuestos sobre renta efectiva.  Para la determinación del monto de los ingresos brutos mensuales se estará a las normas del artículo 29.



			El porcentaje aludido en el inciso anterior, según determina el inciso segundo, se establecerá sobre la base del promedio ponderado de los porcentajes que el contribuyente debió aplicar a los ingresos brutos mensuales del ejercicio comercial inmediatamente anterior, pero debidamente incrementado o disminuido en la diferencia porcentual que se produzca entre el monto total de los pagos provisionales obligatorios, actualizados conforme al artículo 95, y el monto total del impuesto de primera categoría que debió pagarse por el ejercicio indicado, sin considerar el reajuste del artículo 72.



			Continúa su inciso tercero señalando que si el monto de los pagos provisionales obligatorios hubiera sido inferior al monto del impuesto anual, indicado en el inciso anterior, la diferencia porcentual incrementará el promedio de los porcentajes de pagos provisionales determinados y que, en caso contrario, dicha diferencia porcentual disminuirá en igual porcentaje el promedio aludido.

 

			De acuerdo al inciso cuarto, el porcentaje así determinado se aplicará a los ingresos brutos del mes en que deba presentarse la declaración de renta correspondiente al ejercicio comercial anterior, y hasta los ingresos brutos del mes anterior a aquél en que deba presentarse la próxima declaración de renta.



			Continúa el artículo expresando que en caso que el porcentaje aludido en el inciso anterior no sea determinable, por haberse producido pérdidas en el ejercicio anterior, o no pueda determinarse por tratarse del primer ejercicio comercial o por otra circunstancia, se considerará que dicho porcentaje es de un 1%.



			Su inciso sexto determina que las ventas que se realicen por cuenta de terceros no se considerarán, para estos efectos, como ingresos brutos.  En el caso de prestación de servicios, no se considerarán entre los ingresos brutos las cantidades que el contribuyente reciba de su cliente como reembolso de pagos hechos por cuenta de dicho cliente, siempre que tales pagos y los reembolsos a que den lugar se comprueben con documentación fidedigna y se registren en la contabilidad debidamente individualizados y no en forma global o estimativa;



			Su letra b) determina que el pago provisional mensual para los contribuyentes que desempeñen profesiones liberales, por los auxiliares de la administración de justicia respecto de los derechos que conforme a la ley obtienen del público y por los profesionales contadores, constructores y periodistas, con o sin título universitario, corresponderá al 10% del monto de los ingresos mensuales percibidos, agregando que la misma tasa anterior se aplicará a los contribuyentes que desempeñen cualquier otra profesión u ocupación lucrativa y para las sociedades de profesionales.



			La letra c) determina que la tasa será de 3%, sobre el monto de los ingresos brutos, para los talleres artesanales u obreros a que se refiere el artículo 26, y del 1,5% para dichos talleres cuando se dediquen a la fabricación de bienes en forma preponderante.



			Su letra d) establece que, salvo los contribuyentes mencionados en la letra a) de este artículo, los mineros sometidos a las disposiciones de la presente ley darán cumplimiento al pago mensual obligatorio, con las retenciones a que se refiere el número 6º del artículo 74.



			Su letra e) fija la tasa en 0,3% sobre el precio corriente en plaza de los vehículos a que se refiere el número 2º del artículo 34 bis, respecto de los contribuyentes mencionados en dicha disposición.



			Su letra f) fija la tasa en 0,3% del valor corriente en plaza de los vehículos, respecto de los contribuyentes mencionados en el número 3º del artículo 34 bis que estén sujetos al régimen de renta presunta.



			De acuerdo a la letra g), los contribuyentes acogidos al régimen del artículo 14 bis de esta ley efectuarán un pago provisional con la misma tasa vigente del impuesto de primera categoría sobre los retiros en dinero o en especies que efectúen los propietarios, socios o comuneros, y todas las cantidades que distribuyan a cualquier título las sociedades anónimas o encomandita por acciones, sin distinguirse o considerarse su origen o fuente o si se trata o no de sumas no gravadas o exentas.



			Por último, su inciso final dispone que, para los fines indicados en este artículo, no formará parte de los ingresos brutos el reajuste de los pagos provisionales contemplados en el Párrafo 3º de este Título y las rentas de fuente extranjera a que se refieren las letras A y B del artículo 41 A.





			3.- El decreto con fuerza de ley Nº 252, publicado en el Diario Oficial  de fecha 4 de Abril de 1960, Ley General de Bancos.



			El proyecto de ley en informe, mediante su artículo 4º, introduce modificaciones al  artículo 84, número 1º, inciso tercero, que pasamos a analizar a continuación.



			Su artículo 84 establece, en seis números, limitaciones, para todos los bancos, que se indican a continuación:



			1) No podrán conceder créditos, directa o indirectamente, a una misma persona natural o jurídica, por una suma que exceda del 5% de su capital pagado y reservas, límite que se eleva al 10% si el exceso corresponde a créditos concedidos en moneda extranjera para exportaciones o a créditos, en moneda chilena o extranjera, destinados al financiamiento de obras públicas fiscales ejecutadas por el sistema de concesión contemplado en el decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, siempre que en la respectiva operación de crédito concurran dos o más bancos o sociedades financieras que hayan suscrito un convenio de crédito con el constructor o concesionario del proyecto, agregando que mediante reglamento, dictado conjuntamente entre el Ministerio de Hacienda y el Ministerio de Obras Públicas, se determinará el capital mínimo, garantías y demás requisitos que se exigirán a la sociedad constructora para efectuar estas operaciones.



			Sin embargo, continúa expresando la norma, podrá conceder dichos créditos hasta por un 25% de su capital pagado y reservas, si lo que excede del 5% corresponde a créditos caucionados por garantías sobre bienes corporales muebles o inmuebles de un valor igual o superior a dicho exceso.  Sin embargo, también se considerarán las garantías constituidas por prenda de letras de cambio, pagarés u otros documentos, que reúnan las siguientes características:



			a) Que sean representativos de créditos que correspondan al precio pagadero a plazo de mercaderías que se exporten, y



			b) Que hayan sido emitidos o aceptados por un banco o institución financiera nacional o extranjera y, en todo caso, representen para ellos una obligación incondicional de pago.



			Sigue la norma señalando que también servirán de garantía:



			 a) Los documentos emitidos por el Banco Central de Chile o por el Estado y sus organismos, con exclusión de sus empresas;



			 b) Los instrumentos financieros de oferta pública clasificados en las categorías A o B por la Comisión Clasificadora de Riesgo, establecida por el decreto ley Nº 3.500, de 1980.  Si embargo, los instrumentos emitidos por el propio banco que los recibe en garantía sólo servirán para los efectos de este número si su fecha de emisión fuere anterior en, a lo menos, treinta días a la de concesión del crédito o renovación de que se trate; y 



			c) Los conocimientos de embarque, siempre que el banco esté autorizado para disponer libremente de la mercadería que se importe.



			Agrega que tratándose de créditos en moneda extranjera para exportaciones, el límite con garantía podrá alcanzar hasta el 30% del capital pagado y reservas del banco.



			Finalmente a continuación determina que el Superintendente establecerá normas sobre valorización de las garantías para los efectos de este artículo; prohibe que los préstamos que un banco otorgue a otra institución financiera regida por esta ley, excedan del 30% del capital pagado y reservas del banco acreedor, para terminar estableciendo una sanción para el banco que otorgare créditos por sobre los límites fijados en este número, que incurrirá en una multa equivalente al 10% del monto del exceso.



			4.- El decreto con fuerza de ley Nº 1.123, publicado en el Diario Oficial de fecha  21 de Diciembre de 1981, que establece normas sobre ejecución de obras de riego por el Estado.



			El proyecto de ley en estudio, en su artículo 5º, introduce enmiendas al inciso primero del artículo 1º de este decreto con fuerza de ley.



			Dicho  artículo 1º dispone que todas las obras de riego que se ejecuten con fondos fiscales se someterán a las disposiciones del presente decreto con fuerza de ley.



- - - - - -



FUNDAMENTOS DEL PROYECTO



			El Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que se inició el proyecto de ley en informe destaca, en su parte expositiva, que la iniciativa legal en trámite tiene por objeto modificar el régimen legal de concesiones de obras públicas y las normas tributarias que le son aplicables, a fin de perfeccionar el sistema creado en el país en los últimos tres años y para facilitar su conocimiento.



			Expresa el Ejecutivo que el régimen legal vigente se basa en el artículo 87 del decreto supremo del Ministerio de Obras de Públicas Nº 294, de l984, que fijó el texto sistematizado de la ley orgánica del Ministerio de Obras Públicas y de la Ley de Caminos, consagrando la posibilidad de ejecutar y explotar obras públicas mediante concesión a particulares.



			Recuerda el Mensaje, que el año 1991 se dictó el decreto con fuerza de ley Nº 164, del Ministerio de Obras Públicas, con el texto refundido y sistematizado de la ley de concesiones de Obras Públicas, el que fue modificado en 1993, por la ley Nº 19.252, que recogió las experiencias acumuladas en el estudio de los primeros proyectos surgidos de la iniciativa de esa Secretaría de Estado como de los presentados por los particulares y de la licitación de la primera obra pública concesionada en el país, después de casi un siglo de abandonado este sistema de desarrollo de obras de interés nacional.



			Prosigue el Mensaje indicando que el Gobierno ha asignado prioridad al desarrollo de la infraestructura del país, por su incidencia determinante en la economía, particularmente de las exportaciones y su costo, y por su impacto en la calidad de  vida de la población, especialmente en la superación de la pobreza, muchas veces producto del aislamiento territorial. Agrega que el esfuerzo para incrementar la inversión por parte del Gobierno, no es sin embargo suficiente, requiriéndose abrir efectivamente espacio a la inversión y a la capacidad de gestión de los particulares, para dar el salto cualitativo que el país reclama con urgencia. Agrega el Mensaje que es necesario tener presente que durante muchos años no se realizó la debida inversión en el mantenimiento adecuado y oportuno de las obras existentes, ni en la ejecución de otras nuevas. 



			Añade el Mensaje que en los próximos años, el esfuerzo fiscal de inversión del Estado deberá concentrarse en las obras cuya rentabilidad no sea la adecuada para la recuperación de la inversión mediante tarifas directas, pero cuyo beneficio social e interés nacional las hagan recomendables y que, de este modo, la inversión y gestión privada dispondrá de un amplio campo en materias viales, portuarias, aeroportuarias de edificación pública y social, en la recuperación de tierras ribereñas dotadas de las convenientes defensas fluviales o lacustres, entre otras, en las que se podrá mejorar la eficiencia en la prestación de los respectivos servicios. Indica el Mensaje que el país ha ganado capacidad tecnológica de punta a nivel continental y mundial en otras áreas de servicios públicos, como los eléctricos y de telecomunicaciones, con los que se espera nivelar los otros campos de la infraestructura.



			Prosigue el Mensaje expresando que, en este proyecto, el Ejecutivo ha innovado respecto de las dos leyes que se dictaron sobre la materia que legislaron exclusivamente sobre las normas sustantivas de concesiones, sin incluir las relativas a las normas tributarias que regularan adecuada, cierta y establemente estos peculiares y complejos contratos, vacío que fue solucionado mediante dictámenes del Servicio de Impuestos Internos, lo que agrega incertidumbre y mayores riesgos en la evaluación de este tipo de proyectos y contratos para muchos inversionistas e instituciones de financiamiento.



			Agrega el Mensaje que, con el objeto de aportar mayor seguridad, estabilidad jurídica y facilitar el conocimiento de las normas tributarias, el Ejecutivo ha decidido incorporar en este proyecto de ley, sobre régimen de concesión de obras públicas, las disposiciones tributarias específicas para ellas, que eleva a rango de ley, estableciendo la posibilidad de que los contratos de concesión de obra pública, que se hubiesen perfeccionado al momento de la publicación de estos nuevos preceptos, puedan optar por acogerse a esta nueva normativa. Continúa el Mensaje indicando que el Ejecutivo está convencido que las disposiciones que propone harán más atractiva estas inversiones, pues perfeccionan los sistemas contractuales y tributarios, y que su legislación simultánea aportará claridad en el conocimiento y operación del sistema. 



			Destaca que, a pesar de la conveniencia e importancia de las reformas que en este proyecto se proponen a la consideración del Congreso Nacional, el Supremo Gobierno continuará aumentando el número y volumen de inversiones de las concesiones en actual estudio o proceso de licitación, aún durante el período de  estudio, discusión y aprobación de esta iniciativa, debido a las urgentes necesidades del país en la materia, así como por las disposiciones que harán extensibles las nuevas normas a los contratos a firme y a los que se perfeccionen durante el tiempo intermedio.



			Expresa que en los tres años de vigencia de la normativa aplicable se han perfeccionado dos contratos de concesión viales, cinco se encuentran en proceso de licitación de los cuales tres corresponden a vialidad y dos a edificaciones aeroportuarias, y más de una docena se encuentran próximos a llamados a licitación en lo que resta del año 1994 y durante 1995.  Además, decenas de proyectos se encuentran actualmente en estudio, a nivel de perfil, anteproyecto o proyecto avanzado, y aseguran la continuidad de la política de abrir espacios a la iniciativa privada y de coordinarla adecuadamente con el priorizado esfuerzo fiscal en una interacción dinámica y creativa, que rendirá grandes frutos para todo el país.



			Prosigue el Mensaje, señalando que el Ejecutivo ha solicitado la opinión de numerosas instituciones y empresas del sector para perfeccionar el proyecto de ley que hoy somete a la consideración del Congreso Nacional, integrando a este texto interesantes ideas y conceptos que se le han propuesto.



			Finalmente, indica que durante su trámite legislativo se procurará acoger y hacer suya toda iniciativa que tienda a perfeccionar este sistema, que en un esfuerzo mancomunado todos los sectores involucrados están desarrollando y perfeccionando, para el bienestar del país y para permitir lograr también en este sector estándares adecuados de servicio y desarrollo de empresas y tecnologías que puedan ser motivo de orgullo nacional.



- - - - - 



DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO



			El Mensaje analiza las enmiendas propuestas por la iniciativa en informe, dividiéndolas en dos grandes capítulos.  El primero se refiere a las modificaciones al régimen jurídico de las concesiones de obras públicas y, el segundo, a las modificaciones a las normas tributarias.



			I. Modificaciones al Régimen Legal de las Concesiones de Obra Pública.



			Indica el Mensaje, que en este aspecto las normas propuestas se orientan, en primer lugar, a perfeccionar instituciones y procedimientos de las etapas de licitación y de operación regida por el contrato, a partir de las experiencias acumuladas en estos años, agregando que, en segundo lugar, se proponen normas nuevas destinadas a complementar las existentes sea para perfeccionar instituciones aún no logradas, como la que desea dar una garantía real a los financistas del concesionario, sea para dar mayor claridad a la naturaleza de las relaciones jurídicas del concesionario con la administración y con los particulares, o para permitir la operación futura de situaciones que hoy no es posible prever en su integridad, como la norma propuesta para los cobros por nuevos accesos viales.



			Respecto de las modificaciones legales destaca, como sus principales aspectos, los siguientes:



			1. De la licitación:



			Indica el Mensaje que se propone una nueva norma respecto a dos factores de evaluación de las licitaciones contenidos en el artículo 7º, materia que considera la piedra angular del sistema y de su trasparencia, expresando que en las dos leyes modificatorias anteriores ha sido objeto de ampliaciones y perfeccionamientos, para determinar más adecuadamente los elementos de asignación de la licitación, según las particularidades que puede presentar cada una de ellas.



			Respecto al primero de estos factores, señala que se trata de consolidar el carácter dual de la calificación de la oferta técnica, que puede ser sólo un requisito de preselección de los oferentes para pasar a la calificación de las ofertas económicas y, por otra parte, también puede ser considerado en la ponderación final para la asignación de la calificación, considerado como un todo o sólo a los aspectos específicos que correspondan a cada caso específico.



			El segundo factor que se propone modificar parcialmente, es la incorporación en dicha evaluación de las posibles ofertas de reducción del plazo de la concesión, que puedan hacer los oferentes por altas rentabilidades sobre patrimonio o activos, que de acuerdo a una interpretación administrativa restrictiva no ha sido posible de incorporar con la actual redacción de la norma legal vigente.



			2. Del perfeccionamiento del contrato.



			Expresa el Mensaje que se plantea modificar el artículo 9º, señalando el carácter fatal de los plazos de que dispone el asignatario para el perfeccionamiento del contrato de concesión, y agregando la facultad del Ministerio de asignar nuevamente ese contrato sobre el mérito de la licitación ya efectuada, o de llamar a una nueva, en el caso del incumplimiento del primer asignado.



			3. Posibilitar el aumento del plazo del contrato como uno de los factores de pago de reinversiones.



			Las normas propuestas en los artículos 19 y 20, tienen por objeto hacer explícito que el aumento del plazo de la concesión es uno de los factores que puede ser definido para pagar nuevas inversiones conjunta o separadamente con los otros factores existentes, que se refieren a elementos del régimen económico del contrato, evitando o disminuyendo la posibilidad de aumento de los pagos de los usuarios o del Fisco, cuando esas situaciones se presenten.



			Agrega que al incorporar estas normas se procura también tratar de incorporar en las Bases de Licitación y, por lo tanto, en el respectivo contrato, los mecanismos y situaciones que puedan ocurrir durante el largo plazo de estas concesiones, siendo dichas normas una expresión de la teoría jurídica de la imprevisión.



			Sobre esta materia, concluye expresando que el espíritu de las normas propuestas tiende a posibilitar las obras, definir mecanismos de compensación adecuados para el concesionario, los usuarios y el Fisco, en el evento de su ocurrencia. 



			4. Derechos del Concesionario y de sus financistas.



			De acuerdo al Mensaje, la moderna concepción de las concesiones de obra pública, que ha permitido su revitalización como alternativa económica moderna, señala que las relaciones del concesionario con el Estado concedente tienen un doble carácter.   Por una parte, debe someterse a la legislación y marco regulatorio a que está sujeta la actividad concesionada, campo en el cual el Estado actúa como autoridad y, por otra, las relaciones entre ambos se encuentran regidas por una relación contractual, en todo lo que se refiere al aspecto económico y otros.  Desde otro punto de vista, el concesionario mantiene relaciones con terceros. Ellas serán definidas por la representación del Estado que concede la concesión, en materias tales como el régimen de construcción de las obras y el de su explotación, así como las relaciones del régimen económico del contrato de concesión con el Fisco, al igual que las regulaciones que expresamente, por la vía de la legislación, la licitación y el contrato, imponga el Estado a las relaciones del concesionario con terceros. Pero, sólo ellas, ya que en las demás relaciones del concesionario, tales como las laborales, o las que mantenga con sus proveedores, acreedores y financistas, ni el Estado, ni las normas y principios del derecho público le son aplicables, salvo expresa definición legal o contractual.



			Continúa el Mensaje expresando que una de las restricciones que impone la ley, específicamente regulada por el reglamento y cada contrato, se refiere a la autorización que debe prestar el Ministerio a la cesión de la concesión, o del control accionario de la sociedad concesionaria, en cuanto a la aceptación de la persona natural o jurídica que las asuma. Agrega que, si bien el espíritu es autorizar a quienes tengan la capacidad empresarial adecuada a la naturaleza de la concesión y a la etapa en que ella se encuentre, en la norma propuesta -para el artículo 21- se establece que dicha autorización es legal para los bancos y entidades financieras, Administradoras de Fondos de Pensión y fondos de inversión, que garantizan esa aptitud empresarial, dejando a las de licitaciones futuras el definir otros tipos de personas jurídicas que no requerirán de dicha autorización expresa.



			5. Inicio del plazo de la concesión.



			La modificación del artículo 25 tiene por objeto dejar a las bases de licitación el inicio del cómputo del plazo de la concesión, flexibilización que estima imprescindible para desarrollar más adecuadamente licitaciones con sólo Anteproyecto o por estándar,  que pueden requerir un desarrollo previo del proyecto de detalle por el asignatario, que de incluirse en un plazo rígido, podría desincentivar la competencia en dichas licitaciones.



			6. Extinción del contrato. Regulación de su liquidación por la causal de incumplimiento grave de las obligaciones del contrato.



			El Mensaje destaca que las modificaciones al artículo 27 tienen por objeto otorgar mayor seguridad a los financistas de la sociedad concesionaria y, al mismo tiempo, proteger el interés público estableciendo un mecanismo para la enajenación forzosa de los activos y derechos que restan del contrato de concesión.



			Expresa el Mensaje que la norma legal vigente dispone que ante el incumplimiento grave de las obligaciones del contrato, éste se extingue de pleno derecho, quedando los acreedores en una posición muy desmejorada. En los preceptos propuestos se procura disminuir el riesgo de los terceros, ante la ocurrencia de esta causal de extinción.



			Destaca el Ejecutivo que la principal novedad  es que se crea un mecanismo especial de intervención, de administración provisoria de la sociedad mientras se liquida el contrato de concesión y se relicita, para proteger el interés público por el funcionamiento de la obra y sus servicios, y el interés legítimo de terceros, particularmente de los financistas del concesionario.



			Es así como al Ministerio se le imponen normas precisas para la liquidación de la concesión en licitación o remate público, proceso que debe iniciarse en un plazo de seis meses desde el nombramiento del interventor que actuará como administrador provisional. Se ha procurado armonizar las normas de liquidación del contrato con las de prelación de pago vigentes en nuestra legislación general, pero, en todo caso, si el incumplimiento grave configura  una situación de cesación de pagos, los acreedores pueden invocar el procedimiento de la quiebra que prevalecerá sobre la norma propuesta. 



			Por otra parte, y para evitar que el concesionario solicite por su propia voluntad la extinción del contrato por mutuo acuerdo con el Ministerio de Obras Públicas, en perjuicio de sus acreedores, se establece que éste último sólo podrá acceder, en ese caso, al acuerdo para su extinción anticipada si el concesionario no tiene acreedores o éstos prestan su conformidad.



			7. Intervención de la Concesión.



			Para garantizar una intervención destinada a resguardar el interés público, la normal operación de la obra y superar la causa de ella, se propone sustituir el texto del artículo 36.



			8. Normas sobre la quiebra.



			Señala que se proponen dos perfeccionamientos específicos a la ley Nº 19.252, que reguló la situación de una eventual quiebra del concesionario, armonizándola con el derecho general sobre la materia. Ellos son:



			a) Establecer (artículo 37, inciso cuarto) la posibilidad que si la junta de acreedores acuerde la continuidad efectiva del giro, ésta podrá prolongarse por el período que le reste al contrato de concesión, y



			b) Incorporar (artículo 37, inciso quinto) la representación del interés fiscal durante la quiebra, por el inspector fiscal, para velar por el mantenimiento de los servicios de la concesión, dejando la representación del interés fiscal comprometido al organismo que corresponda en cada caso.



			9. Cobro por el derecho de acceso.



			Se regula la situación de ampliaciones de obras concesionadas para otorgar nuevos accesos o conexiones a terceros interesados, estableciéndose la obligatoriedad de construir y operar todos los accesos que estén previstos en las bases de licitación, sometiéndose a las normas previstas en las bases para los que puedan establecerse a futuro, dando, en los demás casos, libertad de negociación entre el concesionario y los terceros interesados, aunque en todo caso el Ministerio de Obras Públicas deberá autorizar las obras, sin poder negar dicha autorización sino por causa fundada.



			10. Indemnización por el no pago de tarifas y peajes.



			Se propone sancionar civilmente el incumplimiento en el pago de las tarifas que se incorporan en los contratos de concesión, mediante un artículo 43, nuevo,  permitiendo el cobro de la tarifa o peaje, junto a una elevada indemnización de daños y perjuicios, y de las costas del cobro judicial, ya que estas tarifas y peajes pueden carecer de un valor unitario que justifique su cobro judicial, considerando que de masificarse el no pago, todo el sistema de concesiones, importante aporte a la solución del déficit de la infraestructura, se pondría en serias dificultades.





			11. Prenda Especial de Concesión de Obra Pública.



			De acuerdo al Mensaje, esta es una de las principales normas nuevas que se proponen y pretende otorgar un carácter efectivo a las garantías que puede otorgar el concesionario a sus acreedores. 



			Agrega que la reforma legal de las dos leyes anteriores definió el carácter de garantía de los ingresos futuros y, teniendo presente el principio de que en derecho privado se puede hacer todo lo que no este prohibido por la ley, se estimó superado el tema. Sin embargo, para los financistas ha resultado problemático el seleccionar una forma adecuada de constituir dicha garantía entre las existentes y, en otros casos, se ha estimado muy riesgoso depender de la autorización del Ministerio de Obras Públicas para la cesión voluntaria o forzosa de la concesión o de las acciones de esa sociedad, lo que pueda dificultar o encarecer el financiamiento de las obras que se concesionan.



			Continúa el Mensaje expresando que en el artículo 42, nuevo, propuesto, se regula esta prenda especial, asimilándola a las disposiciones aplicables de la prenda industrial y a otras que se crean de acuerdo a las particulares características de estos contratos.



			12. Derecho de opción por las nuevas normas legales.



			El proyecto, en un artículo transitorio, consagra el derecho de las sociedades concesionarias, de los adjudicatarios y de los licitantes que resulten adjudicados en los procesos licitatorios vigentes al día de la publicación como ley del presente proyecto, para optar por acoger sus contratos a las disposiciones de estas normas, en un plazo de tres meses, respetándose el régimen legal actualmente vigente, para quienes no opten por acogerse a las nuevas normas..



			II. Modificaciones a las Normas Tributarias.



			Señala el Mensaje que la tributación de los proyectos de concesión se encuentra actualmente basada en una serie de dictámenes emitidos por el Servicio de Impuestos Internos, lo que no reviste problemas serios en cuanto esquema tributario, pero tiene el inconveniente de no brindar igual seguridad al inversionista que un sistema basado en leyes, aspecto fundamental de acuerdo al horizonte de largo plazo de la mayoría de estos proyectos.



			Además, agrega, el esquema aplicado es una adaptación de normas tributarias vigentes, que no consideran aspectos singulares del sistema de concesiones, como lo es, por ejemplo, el que las empresas concesionarias sean entidades gestoras y financistas y no empresas constructoras propiamente tales.



			El objetivo de las reformas propuestas es incorporar en nuestra legislación tributaria un tratamiento específico para los principales impuestos que afectan la construcción, reparación y conservación de obras públicas por concesión, dadas sus particulares características, destacando el Mensaje las siguientes:



			1. El concesionario desarrolla básicamente tres tipos de actividades: a) construcción de una obra civil en terrenos de propiedad fiscal, lo que constituiría un contrato general de construcción, b) labores de mantención de la obra, lo que constituiría un contrato de servicios, y c) un servicio de explotación. Para esto último el concesionario está utilizando fundamentalmente bienes ajenos (la obra pública).



			2. Para financiar estas actividades los recursos monetarios provienen de: a) peajes o derechos pagados por los usuarios de la obra, b) eventuales subsidios fiscales, y c) pagos específicos del concedente acordados en el contrato de concesión.



			3. Tratándose de venta o servicios prestados, quien efectúa la venta o presta los servicios recibe un precio o remuneración que paga el adquirente o beneficiario pero, al contrario, en el caso de las concesiones se produce un efecto de disociación entre los adquirentes de los bienes o beneficiarios de los servicios y quien los paga como, por ejemplo, en la construcción y mantención de las obras el beneficiario es el Fisco, como entidad propietaria de la obra pero el financiamiento lo efectúan fundamentalmente los usuarios, vale decir, terceros, generándose no una relación bilateral entre adquirente o beneficiario y vendedor o prestador, sino una relación más compleja en que no siempre quienes proporcionan los recursos son los adquirentes o beneficiarios. 



			4. El uso de vías o infraestructura en general no constituye hecho gravado para efectos del Impuesto al Valor Agregado, por ser un servicio no comprendido entre las actividades del los números 3 y 4 del artículo 20 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. 



			De acuerdo al Mensaje las modificaciones que introduce el proyecto, relativas al Impuesto al Valor Agregado e Impuesto a la Renta, buscan resolver ciertos aspectos tributarios en consideración de las particularidades mencionadas, de acuerdo a los siguientes principios generales :



			- Con respecto al IVA:



			i) El régimen tributario debiera permitir una amplia recuperación de los créditos fiscales soportados por el concesionario, al igual que en otras actividades de construcción y servicios de naturaleza análoga.  



			ii)  El IVA debe propender a ser neutro en términos financieros para el concesionario, evitando dilaciones en la recuperación de crédito fiscal que puedan afectar el flujo de caja. 



			iii) El esquema no debe implicar la aplicación del IVA a las actividades que de acuerdo a la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios no constituyen hechos gravados.  



			- Con respecto al Impuesto a la Renta :



			iv)  El sistema debiera reflejar el resultado tributario de la construcción y explotación de la concesión a medida que la ganancia o pérdida se va efectivamente produciendo.



			v)  Se debe permitir al concesionario reconocer anualmente como gasto una cuota de depreciación o amortización de su inversión, no obstante que la obra no le pertenezca. 



			vi)  Se debería evitar el efecto negativo de tener que efectuar pagos provisionales por ingresos brutos que se van a generar efectivamente en ejercicios futuros, vale decir, que no afectan el resultado del ejercicio en curso.



			Continúa señalando el Mensaje que en el proyecto se plantea un régimen tributario que, atendiendo los principios enunciados, no se aparta demasiado del esquema existente, sustentado en una serie de dictámenes del Servicio de Impuestos Internos manteniéndose, en consecuencia, una separación para efectos tributarios entre el contrato de construcción y el contrato de conservación y reparación de la obra pública.



			En términos concretos las modificaciones legales son las siguientes:



			A.- Decreto Ley N° 825 de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.



			a) En el artículo 16 se especifica la base imponible a ser considerada en el caso de los contratos de construcción de obras de uso público.



			Para la aplicación del IVA será el costo total de construcción de la obra, enumerándose algunos ítems, tales como materiales, mano de obra, gastos financieros y subcontratos, a título ejemplar.



			Se hace explícito que la norma se aplicará no obstante el concesionario subcontrate la totalidad de la construcción de la obra, resolviendo un problema del actual sistema de tributación que obliga a la sociedad concesionaria a construir parte de la obra para poder acceder a la recuperación del Impuesto al Valor Agregado, obligación que carece de sentido al considerar que las concesiones de infraestructura es un negocio básicamente de gestión de proyectos y financiamiento. 



			Considerando que, en general, los esquemas de concesión permiten la cesión del contrato respectivo a un tercero, la norma hace extensible el régimen tributario al cesionario de la concesión o concesionario por cesión.



			b) Se especifica cuál será la base imponible en el caso de los contratos de mantención y reparación de una obra pública entregada en concesión, proponiéndose una nueva letra h) en el artículo 16, estableciendo que la base imponible para estos contratos será la parte de los ingresos por la explotación de la concesión que excedan el costo de la obra, y se faculta para que la proporción de los ingresos que se entenderán imputados a los servicios de conservación y reparación, sea acordada en el respectivo contrato o decreto de concesión, lo que apunta a flexibilizar este aspecto. 



			Indica el Mensaje, a modo ejemplar, que el contrato de concesión podrá establecer que el 20% de los ingresos anuales se imputarán al servicio de mantención y reparación de la obra y, sobre esa base, el concesionario emitirá la factura al concedente, recargando el impuesto IVA. Por otra parte, el 80% restante se imputará al costo de la obra, sobre el cuál ya se canceló el impuesto en la etapa de construcción. Dichas proporciones de imputación variarán según sea la importancia relativa del costo de construcción de la obra, con respecto al costo de las actividades de mantención y reparación.



			Además, al igual que en el caso anterior, se incluyen normas especiales para el caso en que la concesión sea explotada por el cesionario del contrato original, a fin que éste también se ampare en el régimen especial que se propone.



			c) Se establece el momento en que el concesionario de la obra pública deberá emitir la factura, en el artículo 55, proponiéndose que para el contrato de construcción la factura sea emitida por cada estado de avance o pago acordado en el contrato respectivo; esto es, que el concesionario pueda emitir varias facturas por la construcción de la obra, reduciendo así el costo financiero por el impuesto soportado.



			En cuanto al contrato de conservación y reparación, la factura deberá emitirse  dentro  del mes en que se perciben los ingresos, lo que en la práctica sucederá dentro de los cinco días siguientes al referido mes, atendidas la forma de explotación de las obras, y la posibilidad establecida en el actual inciso cuarto del mismo artículo 55. 



			B.-  Decreto Ley Nº 824, de 1974, sobre Impuesto a la Renta:



			d) Se proponen cinco nuevos incisos en el artículo 15, donde se especifica el momento en que deben devengarse los ingresos y la cuantía de éstos.



			En el inciso sexto se señala que el ingreso por el contrato de construcción se entenderá devengado en el momento en que se inicia la explotación de la obra, y estará representado por el costo total de construcción, evitando que el concesionario pague impuestos sobre la renta generada por ingresos no percibidos efectivamente, dada la base devengada aplicada para el reconocimiento de ingresos en nuestro sistema tributario.



			El inciso séptimo señala que, para efectos del contrato de conservación y reparación, el ingreso se entenderá devengado a la fecha de su percepción y será igual al total de ingresos percibidos por la explotación de la concesión menos una cuota de depreciación o amortización, definida en este caso como el costo total de la obra dividido por el número de meses de explotación efectiva de la obra o, alternativamente, por un tercio de ese plazo, como analogía al concepto de depreciación acelerada.



			En este inciso además se señala que el subsidio, entregado por el concedente como aporte a la construcción de la obra, no debe ser considerado un ingreso, ya que el referido subsidio constituye en realidad un menor costo.



			Finalmente los incisos octavo, noveno y décimo establecen normas equivalentes a las descritas para el caso en que el contribuyente sea el cesionario del contrato de concesión original.



			e)  La introducción de dos nuevos incisos en el artículo 30, tiene por objeto permitir al concesionario reconocer anualmente como costo, una cuota de depreciación o amortización de la inversión calculada como el costo total de la obra, neto de subsidios estatales, dividida por el número de años de explotación efectiva de la obra (plazo pactado para la concesión menos el período de construcción) o, alternativamente, por un tercio de ese plazo, como analogía al concepto de depreciación acelerada.



			El segundo inciso propuesto señala el criterio a seguir para el cálculo de la amortización en el caso de prórrogas en el plazo de la concesión, o ante nuevas inversiones durante la explotación. 



			Este artículo, al igual que las normas anteriores, considera la posibilidad de que el contribuyente sea el concesionario por cesión.



			De acuerdo a lo señalado en el Mensaje, las normas indicadas en las letras d) y e) anteriores configuran un sistema tributario que no difiere mayormente del aplicado en otros sectores de la economía, esto es, pagar impuestos por las rentas generadas en base a los ingresos efectivamente percibidos, pudiendo descontar, para efectos del cálculo de esta renta, una cuota anual que represente la depreciación o desgaste de los activos fijos, optando, además, a un esquema que acelere esta depreciación, por la vía de considerar un tercio de la vida útil normal del activo.



			f) Se exime al concesionario del pago provisional mensual generado por el ingreso devengado al momento de poner en servicio la obra pública, de acuerdo a la norma propuesta para el artículo 84, considerando que el referido ingreso, de monto equivalente al costo total de la obra, no representa un flujo monetario. En lo que respecta a la etapa de explotación estos pagos provisionales deberán ser cancelados en la forma normal.



			g) Por último, se propone un artículo transitorio que permite a los concesionarios existentes, al momento de promulgarse las modificaciones tributarias de la presente ley, optar entre el nuevo esquema o el establecido anteriormente en los dictámenes del Servicio de Impuestos Internos, ya que se estima altamente inconveniente modificar los contratos de concesión ya adjudicados, con el fin de neutralizar los efectos económicos derivados de los cambios en el esquema tributario.



- - - - - 



DISCUSIÓN GENERAL



			Durante la discusión general del proyecto de ley en estudio, la Comisión escuchó los planteamientos de los señores Ministro de Obras Públicas, don Ricardo Lagos; del  Subsecretario de Obras Públicas, don Germán Quintana; del  Ministro de Vivienda y Urbanismo, don Edmundo Hermosilla; del representante del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, don Carlos Gárate; del Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, don José Florencio Guzmán; de los representantes del Ministerio de Obras Públicas; de los representantes de la Cámara Chilena de la Construcción; de los representantes de las empresas Cominco; Infraestructura Dos Mil, Ferrovial y  de la Empresa Constructora Cubiertas Chile; del Instituto Libertad y Desarrollo, del Programa Asesoría Legislativa y del Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile.



			La Comisión tuvo a bien recibir en una de sus primeras sesiones, al señor Ministro Subrogante de Obras Públicas, don Germán Quintana y a los señores representantes de esa Cartera de Estado, quienes reiteraron las ideas, fundamentos y objetivos del proyecto, ampliando la información contenida en el Mensaje.



			En efecto,  señalaron que los principales aspectos contenidos en el proyecto de ley de modificación de la ley de concesiones, se pueden agrupar en cuatro grandes conceptos: otorgarle una mayor solidez al contrato de concesión, flexibilizar la relación del Ministerio de Obras Públicas con los concesionarios y licitantes, facilitar el financiamiento por la vía de la creación de una prenda especial de concesión de obra pública  y algunas modificaciones tributarias, a la Ley de la Renta y a la Ley del IVA, cuyo objetivo es, por una parte, elevar a categoría de ley las disposiciones que ha emitido el Servicio de Impuestos Internos a nivel de oficios y circulares, y por otra parte, buscar una equidad fiscal entre las concesiones y la generalidad de las demás actividades económicas.



			Posteriormente fueron escuchados por la Comisión los representantes de la Cámara Chilena de la Construcción quienes estimaron que la incorporación de las modificaciones que propone la iniciativa de ley en estudio al DFL. Nº 164, de 1991,  es fundamental para incentivar la participación de los inversionistas privados en esta área y, por ende,  para asegurar el éxito del sistema de concesiones de obras de infraestructura pública.



			Agregaron que tal sistema, además de representar una nueva e interesante alternativa de financiamiento para desarrollar la infraestructura de nuestro país, puede incentivar una mayor eficiencia en la producción y gestión de la infraestructura pública, dinamizándose el sector mediante la iniciativa y el empuje empresarial, amén de generar un mecanismo para que sus usuarios paguen por el desarrollo, mantención y operación de la infraestructura creada por el sistema de concesiones.



			Expresaron que valoran todas aquellas modificaciones que tienden a perfeccionar el régimen de relaciones contractuales entre el Fisco y el concesionario, y entre éste y terceros, especialmente en lo que dice relación con el establecimiento de un mecanismo de liquidación del contrato de concesión, en caso de incumplimiento grave de las obligaciones del mismo, y con el perfeccionamiento de las normas sobre la quiebra de la sociedad concesionaria.



			Asimismo, manifestaron que consideran positivo el establecimiento de un régimen tributario especial en materia de IVA y Renta para las concesiones de obras de infraestructura pública, el cual representa un avance para el sistema, ya que la materia no queda entregada al arbitrio de la autoridad administrativa, como ocurriría actualmente.



			Respecto al establecimiento de una sanción al usuario de la obra concesionaria que no cumpla en el pago de la tarifa o peaje, expresaron que también representa un valioso aporte del proyecto, por cuanto ello contribuye a reforzar uno de los objetivos fundamentales del sistema, cual es,  que el usuario internalice el costo de la infraestructura que utiliza y del servicio que le presta el concesionario.



			Señalaron que, sin lugar a dudas, una de las modificaciones propuestas por el Ejecutivo que, en opinión de la Cámara Chilena de la Construcción, reviste mayor importancia, es aquella que postula la creación de una prenda especial de concesión de obra pública, la que facilitará la obtención de financiamiento para el desarrollo de obras de tan gran envergadura, como son aquellas que se pretenden ejecutar a través del sistema de concesiones.



			Sobre este punto, agregaron que la aprobación de esta última modificación, junto a la que propone aumentar los márgenes de endeudamiento de la Banca en este tipo de obras, sin lugar a dudas constituirá un gran aporte al éxito de este sistema, al que atribuyen gran importancia para superar el déficit de infraestructura existente en nuestro país y para permitir, por ende, su crecimiento sostenido en el tiempo.



			Los representantes de la Cámara Chilena de la Construcción finalizaron su exposición acompañando una minuta con las principales observaciones que les merece el articulado del proyecto, la que se tuvo a la vista durante la discusión particular del proyecto en comento.



			En seguida, vuestra Comisión escuchó los planteamientos de los representantes de la  empresa Cominco S.A. quienes manifestaron que han participado en las licitaciones reguladas por el DFL. Nº 164, de 1991, Acceso Norte a Concepción y Autopista Santiago-San Antonio.



			Indicaron que al igual que la mayoría de los consorcios postulantes a las concesiones participan como inversionista, subcontratando las obras de construcción a empresas constructoras bajo la modalidad de suma alzada y proyecto llave en mano. 



			Señalaron que el consorcio considera financiar las obras en al menos un 60% con deuda bancaria de mediano plazo y posterior emisión de bonos de largo plazo.



			Bajo este esquema, resaltaron entre los aspectos que les merecían comentarios, en bien del interés público, la posibilidad de alcanzar los menores peajes posibles, lo que depende, entre otros factores, de la tasa de descuento que utilice el inversionista. Esta tasa es función de las tasas alternativas de mercado y del riesgo del proyecto para el inversionista.



			Añadieron que, en este sentido, les merece especial mención el Capítulo IV “Adquisición, Expropiación y Limitaciones de la Propiedad Privada” que no es modificado por el proyecto de ley en informe. Indicaron que debe tenerse en cuenta, en lo que dice relación con las futuras concesiones urbanas, ya que actualmente no es obligatoria para el Ministerio de Obras Públicas la declaración de utilidad pública establecida en el artículo 105 del D.S. Nº 294, de 1989 de esa Cartera de Estado, lo que en la práctica ha conducido a que los funcionarios de esa Repartición, por razones diversas se abstengan de aplicar el procedimiento expropiatorio, que normalmente utilizan cuando se trata de obras públicas ejecutadas directamente con cargo a recursos fiscales.



			Manifestaron que no sólo el costo directo es importante, también está presente para el inversionista el hecho que un atraso en la disponibilidad de los terrenos acarrearía problemas a la empresa constructora y por ende al inversionista, quien castigará la tasa de descuento del proyecto.



			Por ello, señalaron, que cualquier estrategia negociadora incide en mayores plazos que sólo benefician la posición de los dueños de los terrenos afectados.



			Finalmente, formularon observaciones respecto de las causales de extinción de la concesión;  al artículo 36, en cuanto al nombramiento de un interventor  y al artículo  41  de la iniciativa de ley en comento.



			Respecto del artículo 36 señalaron que dentro de un contrato de construcción, puede darse el caso de interrupción de obras por parte de la empresa constructora, ajeno a la responsabilidad del contratante.



			En este sentido la redacción del artículo 36, indicaron, dejaría al inversionista en una situación desmejorada frente a la empresa constructora, ya que cualquier “interrupción injustificada” en la obra da origen al nombramiento del interventor. Por ello, sugirieron establecer un procedimiento previo de notificación y representación al concesionario similar al del artículo 27.



			En relación al artículo 4l señalaron que debe considerarse que en los peajes urbanos, eventualmente de tipo electrónico, habrá valores de alrededor de $50 por punto de control en ciertos tramos, por lo que una indemnización de 40 veces el valor resulta muy exigua en este caso. También, estiman que la conducta de evadir el peaje constituye por sí sola una infracción a la legislación del tránsito, razón por la cual la referida indemnización debiera estar aparejada de una multa de beneficio municipal.



			Las observaciones que, sobre las disposiciones señaladas anteriormente hicieron presente los representantes de la empresa Cominco S.A., se analizaron por vuestra Comisión separadamente, respecto de cada uno de los artículos sobre los cuales recaen.



			En seguida, vuestra Comisión escuchó la opinión de los representantes de la empresa Ferrovial quienes manifestaron que, en su opinión, las obras que se construyen por el sistema de concesiones, no debieran considerarse como una forma más de contratar obra pública, estimando que una obra contratada por el sistema de concesiones debe ser regulada por una ley que proteja los intereses del Estado, así como el de los usuarios, pero evitando que el Ministerio de Obras Públicas continúe con la figura de los contratos de adhesión, que tienen por objeto proteger las inversiones del Estado y asegurar que las obras se hacen bien.



			Agregaron que el caso de las obras contratadas por el sistema de concesión es distinto, ya que la obligación de mantener la infraestructura concesionada por un período de tiempo prolongado, hace indispensable establecer un autocontrol, obligando al concesionario, y por ende al constructor, a imponer nuevos métodos constructivos que permiten acelerar la finalización de las obras, así como ahorrar en los mantenimientos rutinarios y las reparaciones mayores, que será necesario realizar en contratos de tan larga duración.



			En relación al artículo 7º, estimaron que su aspecto más conflictivo es lo que dice relación a la puntuación, ya que se toman muy poco en cuenta los aspectos técnicos, lo que implica que basta puntuar con la nota mínima, sin considerar aquellas ofertas que técnicamente resuelven muy bien un problema, pero que por resultar un poco más caras pueden afectar a la tarifa.  A modo ejemplar, señalaron que si es necesario resolver una intersección urbana las soluciones pueden ser diversas, y es posible resolver todos los movimientos a distinto nivel, lo que implica la mayor inversión y por ende la mayor tarifa, o resolver los movimientos relevantes a distinto nivel y el resto intersecciones a nivel, lo que implica una menor inversión y, por ende, una menor tarifa.



			Si no se consideran adecuadamente los aspectos técnicos, asignándoles una nota adecuada, la oferta a la cual se adjudica la concesión sería la de menor tarifa, lo que no asegura que corresponda al proyecto mejor concebido, e incluso puede ser adjudicada al peor proyecto, desde un punto de vista técnico.



			Agregaron que no estiman adecuado el utilizar la nota de la calificación técnica sólo para dirimir empates en aquellos proyectos originados en iniciativa privada, ya que dichos proyectos debieran ser muy escasos, debido a que una de las funciones más importantes del Estado es la de planificar y desarrollar los planes de inversión en la infraestructura, por lo que si surge una idea privada o ha sido un olvido de los organismos del Estado, o bien es de exclusivo interés privado, como el desarrollo de determinadas zonas de turismo.



			Concluyeron señalando su opinión en el sentido que el sistema de concesiones de obras públicas no debe ser considerado como otra forma de contratar obra pública, que es necesario tener en cuenta los aspectos técnicos y, por lo tanto, la nota obtenida en tales aspectos debe ser parte de los factores considerados para adjudicar una obra en concesión, estimando, por último, que las normas de los artículos 19 y 20 parecen muy similares pero generan interpretaciones diversas, y que los gastos de presentación a las licitaciones son muy elevados.



			Los representantes de la empresa Cubiertas y Entrecanales manifestaron que el sistema de concesiones de obras públicas es una solución recomendada por diversos organismos internacionales, que Chile debiera incorporar para el desarrollo de su infraestructura, máxime cuando el país tiene un nivel de ahorro interno fuerte e instituciones que disponen de los fondos.



			Indicaron que el aporte de la inversión privada en aquellos negocios que sean económicamente viables o incluso, en los que sin serlos plenamente, es posible, mediante un pago por parte del Estado que permita incorporar tecnologías, experiencia y medios que hoy se encuentran sin utilizar.



			Agregaron que el decreto con fuerza de ley Nº 164 debe estructurar el sistema de manera explícita y clara, sobre todo entregando las garantías necesarias para que el aporte financiero y técnico quede protegido de posibles contingencias y para que, de forma recíproca, el Estado se asegure la obtención de los estándares y calidades previstos en cada proyecto.



			Continuaron expresando que, si se cumplen las proyecciones del plan general de concesiones viales, que ha programado el Ministerio de Obras Públicas, y el programa de concesiones viales urbanas de Santiago, en los próximos cinco años el volumen de obra vial ejecutada se incrementará aproximadamente en un 500%, con las repercusiones que esta cifra de crecimiento, nada habitual, puede tener entre los diferentes agentes sociales y económicos que intervienen en el proceso.



			Este incremento significará, en primer lugar, que el Ministerio de Obras Públicas tendrá que multiplicar su capacidad de supervisión, control, mantenimiento y actividades asociadas, por ejemplo expropiaciones o control de las concesiones propiamente dichas, a unos niveles impensables con los medios actuales, estimando que la exigencia de que los proyectos se adecuen a la normativa de autocontrol, y el requerimiento de manuales de control de calidad, así como la aplicación de la norma ISO 9000, puede aliviar este punto.



			Asimismo, es previsible suponer que el Ministerio de Obras Públicas tendrá que delegar algunas de sus funciones en empresas especializadas en supervisión y control, estimando que, en este aspecto, una buena solución sería solicitar a los licitantes de la concesión que incluyan en su oferta la contratación de una o varias empresas independientes, que efectúen las labores antes descritas, y cuyo costo repercutiría en las tarifas ofertadas, evitando de esta manera la utilización de mayores recursos fiscales para tales labores.



			Ligado a lo anteriormente expuesto, continuaron expresando, y de acuerdo al incremento de obras a ejecutar, las empresas constructoras tendrán que dimensionarse para abordar de forma eficiente y rápida un fortísimo incremento en los kilómetros de camino a ejecutar, lo que plantea una importante dificultad producto de la alta rigidez del factor humano, ya que es posible comprar en forma inmediata maquinaria específica y sofisticada de obras públicas, e incorporar sistemas constructivos avanzados y de alto rendimiento, adquirir equipos topográficos y computacionales que aceleren el trabajo, pero no se pueden obtener en unos cuantos meses decenas de Ingenieros, Constructores, Topógrafos y operadores de maquinaria específica, expertos y eficientes en su trabajo.



			Por otra parte, manifestaron, ejecutar obras lineales de 150 millones de dólares en plazos relativamente breves, es algo a lo que las empresas constructoras chilenas, por los niveles de inversión que de las últimas décadas en el país, no están acostumbradas a hacer, y aunque el nivel técnico de estas empresas es encomiable, realizar una obra de 150 millones de dólares no es, en cuanto a organización, equivalente a realizar 10 obras de 15 millones de dólares, agregando que tal situación, vivida en España, provocó fuertes distorsiones en el mercado del trabajo en la construcción, con fuertes incrementos en los costos, e incluso falta de suministro, lo que incidió en el plazo, en el precio, e incluso en la calidad de las obras.



			En este campo, prosiguieron expresando, es donde la intervención de las empresas constructoras internacionales puede aportar de forma inmediata esos elementos, bien sea bajo alianzas puntuales con las empresas locales, bien actuando en solitario, y dará ventajas a la concesionaria que asegurará la ejecución de las obras en plazo y calidad, y seguridad a los poderes públicos de ser capaces de cumplir con eficiencia los planes previstos.



			Además, estimaron que las empresas de ingeniería, y las de mantenimiento vial y servicios urbanos, hoy casi inexistentes en Chile, deberán desarrollar un papel muy importante en el Programa de Concesiones.



			Concluyeron expresando que estiman que el decreto con fuerza de ley Nº 164, especialmente con las modificaciones que permiten que la concesión se constituya en prenda y que mejoran el sistema fiscal para el concesionario, es el elemento que establece el marco básico para la incorporación de capitales privados a la ejecución de infraestructuras, destacando que debe prestarse especial atención a los pasos posteriores que implementen los proyectos concretos, es decir, las bases de licitación en las cuales deberían anticiparse soluciones a los problemas de falta de capacidad instalada para la ejecución de los mismos, antes enumerados.



			Por último, estimaron fundamental agilizar el proceso de manera que, al menos, se respeten los programas previstos, pues en un futuro próximo irán surgiendo nuevas necesidades que se acumularían a las existentes si estas no se resuelven de manera inmediata.



			Los representantes de la empresa Infraestructura Dos Mil manifestaron que les parecía positiva la autorización para que el concesionario cobre por obras adicionales, accesos u obras de conexión no previstas en las bases de licitación, contemplados en el nuevo artículo 40, así como la precisión, en el artículo 25, de la fórmula de cómputo del plazo, que se realizará según se establezca en las bases de licitación.



			También destacaron como positivas las normas contenidas en el nuevo artículo 42, en relación con la Prenda Especial de Concesión de Obra Pública, y las relativas a la sanción del usuario que no paga el peaje, contenida en el nuevo artículo 41.



			Asimismo, valoraron las normas sobre la situación del concesionario en lo relativo al Impuesto a la Renta y al Valor Agregado (Decreto Ley de Hacienda 825 sobre Impuesto a las Ventas y Servicios y 824 sobre Impuesto a la Renta).



			En relación a la forma cómo se determina el incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, que puede significar la extinción de la concesión, manifestaron que por tratarse de incumplimiento contractual, no estiman adecuado que una de las partes interesadas, en este caso el Ministerio de Obras Públicas, proceda por sí y ante sí, a determinar este incumplimiento, nombrar un interventor y licitar la concesión, sugiriendo que se establezca en la ley que determinar el incumplimiento grave debe ser función de la Comisión Conciliadora, a solicitud de la parte interesada, la que resolverá si se restituye la concesión o se extingue, procediéndose en este último caso a intervenirse o licitarse.



			Respecto a la modificación del D.F.L. Nº 825, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, señalaron que no se advierte claramente si los ingresos del Concesionario, por conceptos distintos a las ventas de peaje, son o no hecho gravado del IVA, y que la ley no regula claramente qué tratamiento tendrá el IVA que generen los gastos durante la explotación, que no sean los propios de contratos de construcción.



			Por último, expresaron sus dudas respecto de la eliminación, en el artículo 7º, de la “oferta del oponente de montos extraordinarios de pagos al Estado” sin eliminar también los “pagos ofrecidos por el oferente al Estado”, estimando que no es claro si se elimina por ser redundante, o si se desea eliminar tales pagos, caso en el cual habría que eliminarlos en ambos factores.



			A continuación, vuestra Comisión escuchó los planteamientos del representante del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, don Carlos Gárate, quien destacó dos puntos que le parecen de suma importancia en la modificación de la ley de concesiones.



			El primero se refiere al artículo 7º, en el sentido de establecer los niveles de servicio de cada una de las obras teniendo en consideración todos los factores de dicho artículo, lo que permitiría al Ministerio tener toda la ductibilidad que requiere, la flexibilidad necesaria  y establecer  estos  niveles de servicio en cada caso, con lo cual la Contraloría no podría darle otra interpretación porque estarían fijados, y el segundo, dice relación con el artículo 39 del proyecto en comento y una norma de la ley de tránsito, que está siendo modificada  por otro proyecto de ley pendiente para la consideración de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones del Senado, que dice relación con la fijación de velocidades máximas y mínimas, produciéndose una superposición de normas o contradicción entre lo planteado en un proyecto de ley y en el otro.



			Respecto del primer tema, incorporar al artículo 7º los niveles de servicio de cada una de las obras, manifestó que, en general, las obras son adaptativas en cuanto a que es muy difícil construir una obra para un período de vida largo especialmente en áreas urbanas si no se dimensiona extremadamente la construcción o si no se tiene la facultad para dentro de una misma concesión, durante el período de ésta, de incorporar obras nuevas con cargo a esa misma concesión, pero que no sean ejecutadas en el período inicial.



			Añadió, que desde su punto de vista, la Contraloría ha mal interpretado el artículo 7º, señalando que solamente pueden ser objeto de concesión obras que entren en explotación en un momento determinado, en circunstancias que lo que se quiere es que se pueda constituir un programa de obras a través de una concesión, es decir, se incluya la construcción de un porcentaje de la obra. Recalcó que en áreas urbanas sobre dimensionar una obra puede ser un mal negocio que vaya en detrimento de la rentabilidad de la concesión. En cambio, construir un programa que se ajuste debidamente a los niveles de servicios que se van dando, de conformidad a la evolución de la demanda, puede convertir este negocio en algo extremadamente atractivo. En síntesis que un proyecto se desarrolle por etapas a medida que se vayan cumpliendo ciertas condiciones, lo que en áreas urbanas permite dar mayor holgura a las soluciones de ingeniería de un proyecto definiendo más bien niveles de servicio. Lo que se busca son niveles de servicios, lo que se logra con plazos variables en función de dichos niveles  y de acuerdo a cierto stándar y no soluciones de ingeniería u obras físicas.  Indicó que si la legislación tiende a sobredimensionar obras en un inicio generará baja rentabilidad de los proyectos.



			Respecto al segundo punto, artículo 39 del proyecto en informe,  solicitó, en representación del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que se revisara esta norma en relación con el precepto que está siendo estudiado por la Comisión de Transportes del Senado, que se refiere a la modificación de la Ley de Tránsito, en lo relativo a la fijación de velocidades límites máximas y mínimas. En un proyecto el Ministerio de Obras Públicas tiene potestad absoluta sobre la fijación de los límites de velocidad en las obras concesionadas y, en el otro proyecto, se está estableciendo la potestad absoluta del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en la misma materia. 



			Consultado acerca de qué es mejor, que tenga las atribuciones de fijar los límites de velocidad el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones o el Ministerio de Obras Públicas, que es el que fija los estandares de la vía, el señor Gárate finalizó su intervención respondiendo, al respecto, que el punto sobre el cual hace hincapié en este momento es que las dos normas establecerían una superposición.



			A continuación, vuestra Comisión, escuchó la opinión del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, don Edmundo Hermosilla, quien destacó la importancia del proyecto en análisis señalando que los tres principios básicos a los cuales tiene que estar orientado el proyecto son los siguientes: 



			En primer lugar, el proyecto debe considerar los principios básicos a los cuales la ley existente debe proveer, esto es, generar una adecuada participación del sector privado que permita liberar recursos del sector público que puedan ser dedicados a aquellas políticas sociales y a otros fines que el gobierno determine.



			En segundo lugar,  que el proyecto transforme la infraestructura en un servicio y, como tal, con un costo y un precio identificable y que sea éste solventado por quienes lo usan.



			En tercer lugar, que sea un mecanismo lo suficientemente ágil y flexible para poder ayudar a solucionar los problemas de infraestructura que hoy día tenemos. 



			Agregó que en la aplicación práctica de la ley de concesiones, se ha percatado de que hay  dos o tres problemas que resolver: Uno de ellos es el problema de las distintas interpretaciones por parte de los organismos del Estado, básicamente, la Contraloría General de la República, de modo que es necesario precisar ciertos aspectos de la ley.  El segundo tiene que ver con el negocio de la concesión propiamente tal, en cuanto a las reformas tributarias y de financiamiento que aquí están expuestas.  El tercer elemento es el que las concesiones viales urbanas tienen connotaciones distintas a las concesiones interurbanas, que están relacionadas con temas tales como la tarificación vial.  Destacó los impactos importantes que generan las vías tarificadas o vías concesionadas sobre el desarrollo urbano, los que hay que tener en cuenta porque se producen al interior de la ciudad, y más que constituir barreras, son verdaderas oportunidades urbanas, por los cambios que pueden producir en el entorno y en el ordenamiento de la ciudad.



			Se consultó al señor Ministro si ve algún obstáculo en el proyecto de ley, para que en la parte urbana funcione esta ley adecuadamente.



			Al respecto respondió que es necesario considerar la necesaria compatibilización entre lo que es el instrumento de planificación territorial y la vía concesionada, por los distintos Ministerios. 



			Agregó que en las modificaciones del nuevo cuerpo legal se establecen las precisiones para resolver algunas iniciativas de municipios, que básicamente van en el mismo sentido.  Explicó que no es suficiente que un municipio determine un paso bajo nivel si eso llega a la otra comuna y tiene un impacto que no es asumido por ella.  El tema debe verse en conjunto.  Señaló, a vía de ejemplo, que los puentes no se hacen hasta la mitad, dependiendo de la comuna que los financie.



			Por último, en relación al tema de los parques, señaló que pueden ser administrados por contratos de administración, operación y mantención, como hasta ahora. En esa parte considera que no hay que innovar.



			Finalmente, vuestra Comisión escuchó la opinión del señor Ministro de Obras Públicas, don Ricardo Lagos, quien manifestó que durante su tramitación ante la Cámara de Diputados, la iniciativa en estudio fue perfeccionado por un conjunto de indicaciones de parlamentarios, tanto de gobierno como de oposición, originando el proyecto que se presenta a consideración del Senado lo que, desde la perspectiva de los agentes económicos, es de gran importancia, pues una ley de aprobación casi unánime genera la percepción de contar con normas de gran estabilidad en el tiempo futuro. 



			Continuó expresando que el propósito básico de este proyecto de ley es perfeccionar la legislación vigente, fundamentalmente en dos órdenes de materias: primero, en lo que dice relación con la normativa aplicable al régimen de concesiones de obras públicas y, en segundo lugar, en aspectos tributarios, financieros y bancarios, aplicables a las concesionarias.



			Agregó que, mediante alguna de las modificaciones propuestas, se busca un mecanismo que permita que la situación futura del concesionario no afecte los flujos que emanan del contrato de concesión, que pueden garantizar el pago de las deudas contraídas con el sistema bancario, convirtiendo dichos flujos en una suerte de prenda especial, mejorando las garantías de carácter financiero, lo que disminuiría las tasas de interés que cobra el sistema bancario, y los costos de las obras por menores costos financieros, beneficiando en definitiva al usuario, al permitir disminuir el valor del peaje.



			Señaló que existen tres elementos determinantes en una concesión: el costo de la obra, el flujo vehicular o ingresos esperados, y la tasa de rentabilidad, que establece cada concesionario.



			Dentro de este contexto, continuó expresando, estima relevante referirse al tema del artículo 7º del proyecto en análisis, tema central del mismo.



			El precepto actual establece un conjunto de elementos para la definición y la evaluación de las ofertas por parte del Ministerio de Obras Públicas, las que se consignan en las respectivas bases de licitación.



			Para poder asignar la licitación, de acuerdo a la norma en comento, es posible recurrir a los distintos factores que señala, como son la estructura tarifaria; al plazo de la concesión; al subsidio del Estado al oferente o pagos ofrecidos por el oferente al Estado; a los ingresos garantizados por el Estado; al grado de compromiso de riesgo que asume el oferente durante la construcción o durante la explotación de la obra; a la fórmula de reajuste de tarifas y sistema de revisión; al puntaje obtenido en la calificación técnica; a la oferta del oponente de montos extraordinarios de pago al Estado o reducción de tarifas al usuario cuando la reducción de rentabilidad sobre el patrimonio o activos, exceda de un cierto porcentaje; a la calificación de otros servicios, o modalidades de reajuste de tarifas.



			Con todos estos factores, y su forma de aplicación, se elaboran las bases de licitación por el Ministerio de Obras Públicas, y se desea aumentar los niveles de flexibilidad que son indispensables de acuerdo a la naturaleza de las obras, debido a que cada una de ellas tiene características distintas.



			Prosiguió su intervención explicando que en la primera licitación de una concesión se estableció que, a partir de un cierto peaje, la obra se asignaría al que entregara una mayor cantidad de recursos al Estado, y que en las siguientes licitaciones las concesiones han sido adjudicadas en función de la menor tarifa, a excepción de una en la cual, cobrando el concesionario la tarifa máxima, y de acuerdo a los plazos de la concesión, no se alcanzaba una rentabilidad suficiente, por lo que se pidió un subsidio al Estado, que se pagará al término de la construcción de la obra.



			Para otras obras, afirmó, en las bases de licitación se estableció un peaje máximo, equivalente al ahorro de costos que su utilización significa para el usuario, permitiéndose extender el plazo de la concesión si con tal peaje no se alcanza una rentabilidad preestablecida, y pactándose que si a pesar de la ampliación del plazo no se obtiene tal rentabilidad, el Estado debería subsidiar al concesionario.



			Algunos solicitaron subsidios por distintos montos, otros no lo solicitaron, y se decidió por aquel que, entre los que no solicitaron subsidios, ofreció cobrar la menor tarifa, pues su oferta se basa en la utilización de nuevas tecnologías, que le permitirían construir la obra en un plazo menor que el previsto por los demás licitantes, lo que reduciría significativamente sus costos financieros.



			Continuó su análisis refiriéndose a lo que ha sido el funcionamiento del sistema de concesiones, explicando que en otras licitaciones se llama a concesión respecto de caminos de similar extensión y calidad, adjudicándose a quienes ofrecen la menor tarifa, las que resultan distintas como consecuencia de las diferentes intensidades de tránsito.  Por otra parte, expresó, que cuando se licita una obra ya existente, el Ministerio ha optado por establecer en las bases de licitación que el adjudicatario deberá pagar una determinada suma al Estado, de acuerdo al valor de las obras que se le entregan en concesión.



			Todos los antecedentes anteriores, prosiguió señalando, permiten ilustrar el problema que se plantea frente a la posibilidad de entregar en concesión la Ruta 5, lo que puede resultar indispensable, debido a que cubrir sus necesidades de mantención y ampliaciones representa un costo de entre 40 y 50 millones de dólares anuales para el Fisco. 



			El primer problema, al momento de plantear su entrega en concesión, consiste en determinar cuántos, de sus tres mil kilómetros de extensión, tienen un flujo de tránsito actual que hace posible la participación del sector privado; estableciéndose que desde La Serena hasta Puerto Montt, es posible licitar su concesión. Sin embargo, surge la dificultad de que la Ruta 5 es un sistema y, en consecuencia, requiere una cierta política de estructura tarifaria, ya que si se licitara por tramos aplicando sólo el criterio del menor peaje, los 100 kilómetros de la zona de mayor flujo tendrían un costo 14 veces menor que igual distancia en la zona de menor flujo, debido a la diferencia de tránsito.



			A fin de ilustrar sobre los problemas a resolver, señaló que en una carretera simple pueden circular 3.000 vehículos al día como promedio anualmente, y cuando dicho flujo aumenta a 5.000 se produce un colapso que obliga a establecer una carretera de doble vía, que soporta un flujo promedio anual de 18.000 vehículos.



			Cuando se alcanza este último flujo resulta necesario agregar terceras vías, lo que importa un costo similar al anterior cuando fue necesario ampliar a doble vía, y dicha tercera vía sólo aumenta la capacidad en 3000 vehículos más, surgiendo la necesidad de definir si agregar terceras vías o construir otra carretera paralela.



			Los problemas esbozados, continuó expresando, determinan la necesidad de modificar el artículo 7º.  En efecto, agregó, para que exista un sistema de Ruta 5 en el país, en el cual el usuario pague una cantidad parecida por circular por una misma distancia y por carreteras de similar calidad, existen dos formas:  Licitar como una sola concesión la carretera desde La Serena a Puerto Montt, lo que requeriría una inversión de 1.500 millones de dólares que, como pocas empresas pueden realizar, implicaría muy poca competencia.  La otra alternativa a considerar, es definir ocho grandes tramos y licitar por peajes, pero dentro de ciertos rangos, para evitar diferencias abismales en el uso de la misma carretera.  Es decir, para garantizar la competitividad y el menor costo para el usuario es necesario buscar una fórmula adecuada, que determine que todos los recursos irán a la Ruta 5, en la forma más homogénea posible.



			Con sólo una concesión se cobrarían tarifas similares en toda la ruta, realizando el concesionario subsidios cruzados en su interior, pero si se divide la carretera en varios tramos y no se permite al Ministerio cobrar en las zonas más rentables, sería necesario fijar el peaje de acuerdo a los mayores flujos, y en algunas zonas debiera subsidiar la concesión, lo que, por los montos de que se trata, no es posible hacer.



			Lo que se pretende es un sistema razonable, similar a los peajes hoy existentes entre Santiago y Valparaíso, evitando discriminar entre los usuarios según la zona en que viven, incluso bajo alguna modalidad que asegure que los recursos ingresados por eventuales cobros se asignen a la misma Ruta 5 o, en general, al sistema de concesiones.



			Desde otra perspectiva, señaló que el sistema ha operado bien, y que el hecho de haberse presentado seis consorcios en la licitación de la carretera Santiago-San Antonio, quiere decir que existen al menos seis entidades que se encontraban en condiciones de reunir 120 millones de dólares para licitar dicho camino y que su responsabilidad, como Ministro de Obras Públicas, es buscar que tales potenciales inversionistas no destinen los recursos a otros áreas y participen del sistema de concesiones.



			Finalizó su exposición indicando que se estudia la posibilidad de establecer un sistema de preclasificación para, con los seleccionados ya definidos, ejecutar un solo estudio de ingeniería cuyo costo formaría parte del costo total de la propuesta, pagándola quien se la adjudica, lo que permitiría a los demás recuperar parcialmente sus costos, debido a que lo más caro son los estudios de ingeniería para llamar a una licitación, los que, en la práctica, se duplican pues los realiza el Ministerio y los potenciales concesionarios que formulan observaciones y sugerencias de modificación.



			Durante la intervención anteriormente indicada, al señor Ministro de Obras Públicas, don Ricardo Lagos, se le formularon diversas preguntas orientadas a informar a la Comisión.



			Así en el seno de vuestra Comisión se planteó al señor Ministro la inquietud que provoca el que estando involucrados fondos de pensiones en un negocio de largo desarrollo y de recuperación de flujos en el tiempo y el buen nombre del país, las empresas concesionarias fueren a la vez las empresas constructoras; y anticiparan sus flujos por la vía de construir obras más caras, transformando en valor presente y actual utilidad lo que se proyectó ganar en muchos años, lo que crearía problemas económicos a la empresa concesionaria para cumplir sus obligaciones financieras, incluidas las que tengan con los fondos de pensiones.



			En tal sentido, se consultó su opinión respecto de permitir o no que las empresas concesionarias puedan ser también constructoras, o de establecer que siempre las empresas concesionarias deberán licitar la construcción de las obras.



			Sobre el particular, el señor Ministro señaló que el tema ha sido analizado, y que la concesión genera dos operaciones distintas: la construcción de la obra, y la administración de la obra una vez concluida.  Ello implica, añadió, que existan dos tipos de financiamiento distinto, el propio de la construcción, que es de corto plazo y, una vez  terminada la obra, un financiamiento de largo plazo para el tiempo durante el cual va a operar la obra en concesión.



			Agregó que el fondo de pensiones es más conservador e invertirá en la segunda parte, cuando se sepa cuánto costó la obra y cuánto es el flujo, estimando, además, que considerando que son dos negocios con características distintas, lo más probable es que la empresa que construye la obra la venderá al concluirla, pues tal es su negocio.  Además, agregó que estimaba peligroso obligar a las empresas a adoptar una u otra política, tomar uno u otro camino, ya que si la empresa constructora aumenta sus costos artificialmente lo que sucederá es que nadie estará dispuesto a comprarla más cara, a menos que los flujos realmente hagan posible venderla a un mayor valor.



			Prosiguió expresando que, hasta el momento, normalmente se presentan consorcios compuestos por constructores y financistas, con un precio fijo de construcción, pues nadie se presenta con un costo abierto, y que el valor final de la obra lo determina el Fisco, ya que la obra tiene inspección fiscal de la Dirección de Vialidad, igual que cuando un particular construye una obra fiscal, fijándose su valor real al momento de recibirse la misma, existiendo también los controles de los financistas sobre los constructores de un mismo conglomerado.



			También se consultó al señor Ministro respecto de los fundamentos de la indicación de S.E. el Presidente de la República, formulada a fin de suprimir el artículo 4º del proyecto, que asimila la prenda especial de concesión de obra pública a las garantías a que se refiere el inciso tercero del Nº 1 del artículo 84 de la Ley General de Bancos.



			El señor Ministro de Obras Públicas señaló que se busca contar con la mayor cantidad de recursos para las actividades de concesión, pero que el planteamiento del Ministerio de Hacienda indica que beneficiar a este tipo de empresas sería discriminar respecto de otras que podrían argumentar lo mismo, y que se ha buscado configurar una suerte de derecho real sobre los flujos de la concesión, lo que aumenta la seguridad de las empresas, pero que, en definitiva, lo que se transa en la bolsa son acciones y no los derechos reales.



			Sobre el particular, el representante del Ministerio de Hacienda manifestó que el artículo 4º del proyecto produce una suerte de discriminación respecto de otras empresas ya que, de acuerdo a la indicación que se formuló en la Cámara de Diputados, los bancos podrían aceptar como prenda la acción de una empresa concesionaria que nunca ha transado en bolsa, de la que no se conoce cuál es su valor efectivo, lo que sería muy difícil de determinar y, sin embargo, de acuerdo a esa misma ley, los bancos no podrían aceptar acción de una empresa como, por ejemplo,  Endesa, que se transa en Bolsa, que tiene un valor económico de mercado, generándose una contradicción respecto de toda la Ley de Bancos.



			Continuó expresando el representante del Ministerio de Hacienda que el tema de las garantías debe ser abordado desde una perspectiva general, de modo que cualquier modificación para extender o para reducir las garantías respecto de un determinado activo sea extensiva para todas las empresas y a todos los activos que cumplan con esas características, sin crear discriminación a favor de las empresas concesionarias. Además, en lo que se refiere al financiamiento del sistema de concesiones, señaló que el Ejecutivo despachó, en conjunto con este proyecto, otra iniciativa en actual trámite, ante la Comisión de Hacienda del Senado, que modifica diversas leyes del mercado de capitales con el fin de allegar suficientes recursos para concesiones, a lo que cabría añadir una indicación, formulada en la mencionada Comisión, que permitirá a los fondos de inversión inmobiliarios participar directamente en la propiedad de sociedades concesionarias, lo que significa poder contar con fondos de entre 4.000 y 7.000 millones de dólares, para destinarse a las diversas etapas de cualquier proceso de concesión, lo que estimó como un nuevo motivo que hace innecesario ampliar el margen de préstamo de los bancos, como aporte sustancial al sistema de concesión.



			Durante la exposición del señor Ministro, el H. Senador señor Siebert planteó la conveniencia de eliminar como factor de adjudicación los pagos ofrecidos por el oferente al Estado, formulando indicación en tal sentido.



			Señaló que el sistema de obras en concesión es para mejorar la infraestructura del país y prestar mejores servicios y no para constituirse en un sistema para aportar mayores recursos al Estado. Agregó que con todos los factores que señala el artículo 7º, excluyendo éste, hay una gama de antecedentes como para que el Ministerio tome las providencias necesarias para evitar las diferencias sustanciales en los valores de los peajes, siendo incluso posible imponer las tarifas en las bases de la licitación. 



			Continuó expresando que el Ministerio de Obras Públicas, por medio de la imposición de solicitar un aporte al Estado, no puede garantizar que los dineros que eventualmente cobre se destinen al Ministerio de Obras Públicas, pues los mismos entran a fondos generales de la Nación.



			Desde otra perspectiva, agregó, que no parece apropiado que exista esta otra oportunidad para pesar o valorar las distintas propuestas, y que las ofertas por una licitación de concesión que involucran grandes cantidades de dinero puede abrir el campo a influencias negativas, lo que puede evitar el Ministerio mediante la utilización de los demás factores de evaluación.



			En el seno de vuestra Comisión se manifestó al señor Ministro que existía acuerdo en el sentido que el Ministerio, de hecho, puede establecer que las tarifas no serán superior a una determinada cantidad.  Asimismo, se argumentó que, si del análisis económico del tramo se establece que es demasiado caro y no resultaría rentable, los oferentes pueden pedir subsidios para determinadas obras, los que se deberían otorgar con cargo a los recursos generales del Estado y no por la vía de cobrar más caro a los usuarios de determinados tramos de una vía, lo que significaría una reasignación interna por parte del propio Ministerio al cobrarles a algunas personas, por la vía del peaje, recursos para ser distribuidos, por el mismo sistema de peajes, a otros tramos.



			Se indicó que el pago ofrecido por el oferente al Estado es un tema central en el proyecto.  Se recordó que incluso algunas de las entidades invitadas a la Comisión plantearon que no podían usarse las tarifas como única forma de asignación de las licitaciones, y que más importantes que las tarifas eran los aspectos técnicos, y que el mismo Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones señaló la importancia de que fueren los standard o niveles de servicio ofrecidos los que determinaran una licitación.



			Se sugirió al señor Ministro de Obras Públicas, don Ricardo Lagos, proponer una nueva redacción para el artículo 7º, porque su actual redacción la hace una norma imprecisa, y que debiera establecer pautas generales, como es propio de la ley, comparando iguales niveles de servicios para iguales plazos de concesión, a fin que sean ofertas competitivas, y que en áreas que eventualmente sean alternativas a otras ya asignadas deberán utilizarse los mismos criterios, para no hacer que una concesión se vea expuesta a la quiebra por otra otorgada con posterioridad utilizando otro criterio de asignación.



			El H. Senador señor Errázuriz compartió el planteamiento de la indicación del H. Senador señor Siebert, estimando necesario el establecer además otros parámetros, considerando que el precio ofrecido, la tarifa del peaje, no es un factor determinante si los plazos no están a su vez fijados, pues si un oferente debe amortizar su inversión en 5 años y otro en 50 sus ofertas serán necesariamente distintas y no comparables, al igual que si los niveles técnicos son distintos.



			Agregó que participando del principio de que toda la eficiencia privada debe trasladarse a los usuarios y que el Estado por la vía del cobro de impuestos, y no por la vía de peajes, debe asignar los recursos de acuerdo a la política que determine, lo que es propio de su decisión, para tener todas las vías con los mismos costos, o incluso, por ejemplo, fijar para las zonas con menor población costos subsidiados inferiores a las zonas de mayor tráfico, porque desee privilegiarlas porque son más pobres.  Ello, continuó expresando, es aplicar los criterios políticos propios de quien gobierna, estimando que lo adecuado es que el Estado asigne los recursos de acuerdo a sus prioridades políticas, sin distorsionar la economía con un nuevo sistema económico, que no sea ni el de la libre empresa ni el de la libre concurrencia a los mercados, sino que la determinación política de los Ministros.

			Siguió expresando que, en su opinión, la licitación debe ser asignada de acuerdo a la libre oferta y demanda, al que sea más eficiente en igualdad de condiciones, para lo cual deben fijarse los plazos de la concesión, porque de lo contrario no pueden compararse las tarifas, fijándose los niveles de servicio, y asignarse por tarifas, porque es la forma cómo se asignan los recursos, de acuerdo al precio, señalando que si eso dificulta que el Ministerio de Obras Públicas cuente con más recursos para ejecutar más obras, y deba recurrir al Ministerio de Hacienda para evitar hacer más caras las tarifas de zonas lejanas, ello es sólo una dificultad de orden administrativo y no de orden conceptual.



			Se recordó que el planteamiento de algunos invitados, como el Instituto Libertad y Desarrollo, es que no se debe dentro de una obra de concesión transformar al Ministerio de Obras Públicas, por la vía de estos excesos de peaje para subsidiar a otros de menores costos, en un Ministerio reasignador de recursos, y que para esos efectos los recursos provienen de los Fondos Generales de la Nación para subsidiar aquellas obras que se estime necesarias, pero que toda la eficiencia privada ha de trasladarse en beneficio de los usuarios, y que cuando ello no sea posible debe subsidiarlo el Estado, así como subsidia el agua potable y alcantarillado de quienes no pueden pagar sus tarifas, pues esa es una forma de focalizar los recursos en los que los requieren, evitando que por vías indirectas se capten impuestos para reasignarlos.



			El señor Ministro de Obras Públicas señaló entender la inquietud manifestada por los miembros de la Comisión en el sentido de no transformar el sistema de concesiones en uno que, por la vía del peaje o de los subsidios del concesionario al Estado, se transforme en un mecanismo de recaudación de impuestos, estimando necesario tomar todos los resguardos para que ello no ocurra. Agregó que en las concesiones en que el Fisco entrega al concesionario bienes públicos, para ser usados en la concesión, se consideran pagos al Estado por la utilización de tales bienes, pero que ellos no son factor de adjudicación, que es lo que la indicación busca evitar, y que sería tremendamente negativo no poder establecer modalidades como las que contempla el actual artículo 7º, cuando ellas tienen por objeto garantizar un sistema integrado y razonable de vialidad concesionada en el país.



			Expresó que el tema central es cómo garantizar la participación de capital privado dentro de elementos que le permitan tener una política pública homogénea de peajes a lo largo del país, pues de otra forma el sistema de concesiones podría caer en descrédito público al percibir que hay un cierto grado de arbitrariedad determinado exclusivamente por los flujos de tránsito y la sensación de un excesivo centralismo, lo que ocurriría al tener las tarifas más bajas en las zonas de mayor concentración urbana, agregando que además de estimar negativa tal situación, ello podría impedir avanzar rápidamente para concesionar desde La Serena a Puerto Montt en el período 1996-1997, y tener una doble vía de superiores características a la actual, de aquí al 2.000.



			Prosiguió el señor Ministro señalando que eliminar los pagos ofrecidos al Estado llevaría a fijar las tarifas de los peajes de acuerdo con los tránsitos más altos del país, y fijar, por ejemplo, peajes de 200 pesos en el tramo de Santiago a Rancagua, agregando que lo que se trata de hacer es contar, como condición básica para la concesión de una obra como la Ruta 5, con una tarifa razonablemente uniforme en toda su área concesionada, y dado que hay tramos que son más rentables se espera con ellos subsidiar los menos rentables.



			Indicó que fijar los peajes de acuerdo al mayor tránsito, esto es, por la menor tarifa, es exactamente lo contrario al criterio considerado para la tarificación vial, en que se impone en el mundo que la única forma de enfrentar la congestión es por el cobro en el uso de determinadas vías y, en consecuencia, eso querría decir que en los lugares con mayor intensidad de tránsito se debe realizar un cobro mayor para desincentivar su uso, sea por horas o por lugares.



			Señaló que asignar exclusivamente por tarifa no significa hacerlo de acuerdo a la mayor eficiencia del sector privado, sino por la mayor intensidad de tráfico, castigándose a los lugares con menor intensidad de tráfico lo que no estima equitativo desde el punto de vista del desarrollo del país, antecedente que justifica la existencia de esta disposición, que se ha considerado necesaria desde la dictación de la ley original, el año 1991.



			Prosiguió su exposición explicando que, por ejemplo, si se licita la Ruta 68 sola se produciría una disminución de sus peajes, pese a que sería necesario construir los segundos túneles, terceras vías en algunos sectores, y pasos a distintos niveles, todo lo que demanda una inversión de 60 a 65 millones de dólares, rindiendo 20 a 25 millones de dólares anuales el actual peaje.  Sin embargo, es necesario considerar que el tránsito en la Ruta 68 es muy estacional, ya que su tránsito medio anual es del orden de los 11.000 vehículos, muy lejos de los 18.000 que saturarían la vía, pero durante seis meses al año, de septiembre a marzo, el tránsito medio sube a catorce o quince mil vehículos, estimándose que para el año 1998 alcanzará a 18.000 vehículos durante seis meses al año, es decir, 6 meses al año estará colapsada.  En tales circunstancias, cuando se plantea entregarla en concesión debe considerarse la necesidad de hacerlo junto a la ruta La Dormida, para que terminadas las mejoras necesarias a la Ruta 68, y alcanzado cierto nivel de tránsito, su concesionario deba iniciar las obras de La Dormida, lo que significa establecer un subsidio cruzado entre ambas vías por un concesionario.



			Otro problema que puede explicar la necesidad de contar con todas las posibilidades contempladas en el actual artículo 7º, es el propio de los grandes centros urbanos, que requieren muy altos niveles de inversión.   Por ejemplo, señaló, en Santiago se estudian tres o cuatro grandes obras en concesión, y luego aparece un privado que propone realizar una nueva obra a su costo, que disminuiría el flujo de tránsito de las obras que previamente se estudia licitar. En consecuencia, como el Ministerio no puede garantizar los flujos de tránsito, a menos que no se realizaran nuevas obras en una zona para no afectar los derechos adquiridos por un concesionario, o debiera indemnizárselo, se ha buscado una nueva fórmula consistente en establecer la rentabilidad sobre activos o patrimonio como un nuevo factor que se puede considerar para licitar, ya que de otra forma nadie tendría garantizado recuperar su inversión, ante la posibilidad que otra obra disminuya sus flujos futuros. 



			En el seno de vuestra Comisión se manifestó que constituye una obligación del Estado responder si entrega en concesión una obra y después cambia las reglas aplicables a la actividad al que, en definitiva, cumple una función como representante del Estado.



			Finalmente, se expresó que los cambios futuros son lo natural y lógico dentro de un sistema de libre mercado, donde las tecnologías, las posibilidades y el país cambia, todo lo cual es parte de la realidad, y que los empresarios no deben ser indemnizados porque alguien les construye un nuevo camino que disminuye sus flujos, pues ese es su riesgo, y que, tampoco debe permitirse que anticipen sus flujos, ya que forman parte de su riesgo, todo lo que resalta la importancia de utilizar un parámetro de asignación siempre igual.  Si tal parámetro fuera sólo el precio con iguales plazos de concesión e iguales standard, eso resultaría suficiente, y si otra persona ingresa al sector afectando a otra concesión es propio del riesgo del negocio, pues si posteriormente se ofrece realizar un camino alternativo mejor y más eficiente todo el esfuerzo del Ministerio para cobrar y subsidiar los distintos tramos con otros queda en nada, estimándose más apropiado evitar ese subsidio cruzado, que se estimó equivocado, y dejar que los recursos se asignen de acuerdo con la oferta y la demanda, pues no se puede prever lo que ocurrirá en el futuro, salvo la capacidad del hombre de adaptarse a los cambios.



- - - - - - 



			Después de escuchar las intervenciones de las personas individualizadas anteriormente y teniendo en consideración los fundamentos del proyecto de ley contenidos en el Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con el que se dió inicio a la tramitación legislativa del mismo; los antecedentes legales, verbales y técnicos ya reseñados; la exposición del señor Ministro de Obras Públicas y las observaciones que sobre sus diferentes aspectos hicieron presente las distintos personas invitadas, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Errázuriz, Horvath, Martin y Zaldívar, don Andrés, aprobó en general el proyecto de ley en informe.



- - - - - - 



DISCUSIÓN PARTICULAR



	El proyecto de ley aprobado por la H. Cámara de Diputados está estructurado sobre la base de seis artículos permanentes  y dos artículos transitorios.



	El artículo 1º se encuentra dividido en 13 numerales, por los cuales se introducen diversas modificaciones a los artículos 2º, 7º, 9º, 19, 20, 21, 25, 27, 35, 36, 37 y 39, del D.F.L. Nº 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, en lo relativo al régimen legal de las concesiones.



	El artículo 2º, a través de dos numerales, introduce modificaciones a los artículos 16 y 55 del D.L. Nº 825, de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.



	El artículo 3º, mediante cuatro numerales, modifica los artículos 15, 29, 30 y 84, contenidos en el artículo 1º del D.L. Nº 824, de 1974, sobre Impuesto a la Renta.



	El artículo 4º modifica el inciso tercero del Nº 1 del artículo 84 del D.F.L. Nº 252, de 1960, Ley General de Bancos.



	El artículo 5º  modifica el inciso primero del artículo 1º del D.F.L. Nº 1.123, de 1981, del Ministerio de Justicia.



	El artículo 6º,  faculta  al Presidente de la República para dictar el texto refundido del D.F.L. Nº 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas.



	El artículo 1º transitorio otorga, a quienes indica, un derecho de opción, a ser ejercido en un plazo de tres meses, entre la aplicación de las normas de esta ley a sus contratos o seguir regidos por las disposiciones legales vigentes en la fecha de licitación.



	El artículo 2º transitorio, otorga un derecho de opción, a los contribuyentes que indica, entre las normas tributarias vigentes a la fecha de adjudicación del contrato o el régimen tributario que se establece respecto de sus contratos en la Ley sobre Impuesto a la Renta y en el D.L. Nº 825, de 1974.



	Estas disposiciones se pasan a analizar a continuación, en forma detallada, efectuando para ello una breve descripción del contenido de cada una de ellas. 



ARTICULO 1º



	Introduce diversas modificaciones en el D.F.L. Nº 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, contenidas en trece numerales, que se pasan a analizar a continuación:



NÚMERO 1

Artículo 2º



	El artículo vigente señala como órgano competente para realizar las actuaciones preparatorias pertinentes, de acuerdo al presente cuerpo legal y sus normas complementarias, al Ministerio de Obras Públicas.



	Su incisos segundo, tercero y cuarto permiten a cualquier persona postular ante dicho Ministerio, en la forma que establezca el reglamento, la ejecución de obras públicas mediante el sistema de concesión, organismo que deberá resolverlas en forma fundada en el plazo de un año contado desde su presentación debiendo, además, licitarse la obra cuya ejecución en concesión se apruebe dentro de un año contado desde la aprobación de la solicitud.



	Su inciso final, determina que el postulante que ha dado origen a la licitación tendrá derecho a un premio especificado en el Reglamento y en las Bases, en la evaluación de la oferta que formulare en la licitación de la concesión permitiendo, además, que el Ministerio ofrezca al postulante el reembolso de todo o parte de los costos de los estudios que debió realizar para su proposición, el que podrá pagarlo directamente si el proyecto no se licita, o se licita por un sistema distinto del de concesión.



	Por último, determina que si la obra se licita por concesión dicho reembolso será de cargo del adjudicatario de la concesión, en la forma, modo y plazo establecidos en las bases de licitación, -entregando el Ministerio al postulante un certificado individualizando al adjudicatario y liquidando el monto del reembolso, que tendrá mérito ejecutivo-, y que, si el postulante se adjudica la concesión, la forma, modo y plazo en que realizará el reembolso se establecerá por el Ministerio en el contrato de concesión. 



	La H. Cámara de Diputados propone modificar esta disposición intercalando en el inciso final del artículo 2º, relativo al premio a que tendrá derecho el postulante que haya dado origen a la licitación , después de la expresión “no se licita”, lo siguiente: “o si la licitación convocada no se perfecciona por falta de adjudicación o por cualquier otra causa, en uno o dos llamados,”. Como se indicó anteriormente, en la actualidad, la ley señala que sólo se convierte en reembolso si no hay licitación o si se licita por un sistema distinto del de concesión.



	Esta enmienda tuvo origen en la H. Cámara de Diputados y con ella se precisa la facultad del Ministerio de Obras Públicas para reembolsar a los postulantes a una concesión los gastos que hayan debido realizar con motivo de ella cuando la licitación no se haya perfeccionado por falta de  adjudicación o por cualquier otra causa, situación que no contempla el actual texto vigente. En la actualidad, la ley señala que sólo se convierte en reembolso si no hay licitación o si se licita por un sistema distinto del de concesión.



	Durante la tramitación de la iniciativa en informe S.E. el Presidente de la República formuló indicaciones, la primera de las cuales tiene por objeto sustituir el número 1 del artículo 1º del proyecto, por el siguiente: 



	“1.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 2º:



	a) Incorpórase, a continuación del inciso segundo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto, a ser incisos cuarto, quinto y sexto respectivamente, el siguiente inciso:



	"Sólo a solicitud expresa del postulante, formulada al presentar una idea de iniciativa privada y únicamente en proyectos de gran envergadura o complejidad técnica o con una muy alta inversión inicial, el Ministerio podrá ampliar, hasta por dos años en total, el plazo para el desarrollo de los estudios de esa proposición.  En estos casos, el Ministerio quedará expresamente facultado para fijar subetapas en la entrega de esos estudios, al término de las cuales podrá rechazar la idea propuesta o definir nuevos estudios.”, y



	b) Intercálase en el inciso final del artículo 2º, después de la expresión “no se licita”, lo siguiente: “o si la licitación convocada no se perfecciona por falta de adjudicación o por cualquier otra causa, en uno o dos llamados,”.”.



	Respecto de esta indicación, los representantes del Ejecutivo manifestaron que recoge la experiencia acumulada en el tratamiento de los proyectos de iniciativa privada que, muchas veces, debido a motivos técnicos y al carácter de los estudios que el Ministerio ha solicitado, no se han podido llevar a cabo dentro de los plazos que contempla la norma, los que son perentorios. Continuaron expresando que se busca dotar al Ejecutivo de la facultad de ampliar tales plazos si así lo solicita el proponente, y en la medida que la naturaleza del proyecto lo justifique. Agregaron que contar con tal facultad habría permitido mayor rigor en los trabajos que se han requerido y requieren, por ejemplo, para desarrollar la ingeniería de detalle para las concesiones que se estudian para la ciudad de Santiago.  Indicaron que actualmente el Ministerio debe pronunciarse sobre las ideas de iniciativa privada dentro del plazo de un año y, si las aprueba, debe licitar en el plazo de un año contado desde la aprobación de la solicitud, plazos que a su vez el reglamento fracciona en subetapas como, por ejemplo, un mes para que el Ministerio señale si acepta o no a estudio una idea, 90 días para el desarrollo de los estudios de la proposición, etc..



	Señalaron que los proyectos de gran envergadura requieren estudios preliminares, realizados los cuales aún no es posible determinar si serán rentables o no, debido a que por el monto de la inversión requerida y por el impacto que provocan en su entorno, como, por ejemplo, los proyectos portuarios, requieren además estudios ambientales de enorme envergadura que no es posible llevar a cabo dentro del plazo de un año, ni siquiera para las empresas privadas.  Estas circunstancias, agregaron, impiden al Ministerio tomar una decisión adecuadamente fundada dentro de plazo.  Finalmente, expresaron que la mayor garantía para la adecuada aplicación de esta norma lo constituye el hecho que el proponente es quien debe solicitar su aplicación, mecanismo que evitará que el plazo sea ampliado por la sola voluntad de la autoridad.



	En el seno de vuestra Comisión se discrepó de la proposición de ampliar los plazos, argumentándose que resultará difícil que un particular no acceda a presentar tal solicitud si el Ministerio así lo insinúa, ya que de esa forma evita el riesgo que su presentación sea rechazada, porque dicha Secretaría de Estado no alcanzó a estudiar adecuadamente la proposición formulada en el tiempo preestablecido, lo que, en definitiva, atrasará la resolución de todas las iniciativas privadas, por aplicación del plazo máximo.  Además, se expresó que los conceptos “proyectos de gran envergadura y complejidad técnica”, que emplea la indicación, resultan muy vagos y podrían ser así catalogados todos los proyectos de iniciativa privada.



	Se contraargumentó que la norma propuesta en la indicación era apropiada considerando que su aplicación se reserva sólo para aquellos grandes proyectos en que la solicitud de ampliación de plazo sea solicitada por el proponente al momento de presentar su postulación, todo lo cual evitaría que se amplíe el término a insinuación del Ministerio o cuando estén pendientes o prontos a vencer los plazos de que se trata.  Se agregó, que resulta de interés de los mismos proponentes el realizar estudios completos y acabados en el menor lapso que razonablemente es posible, pues de esa forma disminuyen los riesgos de su inversión, estimándose, por último, que el Ministerio puede evitar el empleo abusivo de la norma por los particulares, rechazando solicitudes de ampliación de plazo que resulten injustificadas.



	- - - Sometida a votación, la letra a) propuesta en la indicación del Ejecutivo, resultó aprobada por dos votos a favor y una abstención.

	Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Martin y Siebert, absteniéndose el H. Senador señor Errázuriz.



	El H. Senador señor Errázuriz solicitó dejar constancia de los fundamentos de su voto.  En primer lugar, señaló que mediante la ampliación del plazo se pueden producir, de hecho, reservas de ideas por dos años, y en segundo lugar, que el Ministerio se verá impulsado a acceder a las solicitudes en tal sentido, debido a que paulatinamente aumentarán las presentaciones que tendrá que resolver.



	Posteriormente, y considerando que al indicar la norma que se podrá ampliar hasta por dos años en total el plazo, dando lugar a diversas interpretaciones sobre su cómputo, vuestra Comisión reabrió debate para corregir su redacción, acordando la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin y Siebert, intercalar la expresión “contados desde la primera presentación,”, entre las palabras “dos años en total,” y “el plazo”, para precisar que la ampliación del plazo es por un año adicional, pudiendo el plazo llegar a dos años en total, incluida la ampliación.



	Al analizar la letra b) propuesta en la indicación del Ejecutivo, vuestra Comisión tuvo presente que es de idéntico tenor a la norma aprobada por la H. Cámara de Diputados.



	-Sometida a votación, la letra b) de la referida indicación, resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin y Siebert.



NÚMERO 2

Artículo 7º



	La disposición vigente del artículo 7º señala que la licitación de la obra materia de la concesión se decidirá evaluando las ofertas técnicamente aceptables, según las características propias de las obras atendido, según el sistema de evaluación que el Ministerio de Obras Públicas establezca en las Bases de Licitación, uno o más de los siguientes factores:



- Estructura tarifaria;



- Plazo de concesión;



- Subsidio del Estado al oferente; 



- Pagos ofrecidos por el oferente al Estado;



- Ingresos garantizados por el Estado;



- Grado de compromiso de riesgo que asume el oferente durante la construcción de la obra, tales como caso fortuito o fuerza mayor; 



- Grado de compromiso de riesgo que asume el oferente durante la explotación de la obra, tales como caso fortuito o fuerza mayor;



- Fórmula de reajuste de las tarifas y su sistema de revisión;



- Puntaje obtenido en la calificación técnica;



- Oferta del oponente de montos extraordinarios de pagos al Estado o de reducción de tarifas al usuario cuando la rentabilidad sobre patrimonio o activos, definida ésta en la forma establecida en las bases de licitación o por el oferente, exceda un porcentaje máximo preestablecido, y



- Calificación de otros servicios adicionales, útiles y necesarios.



	Respecto de las tarifas, con su correspondiente reajuste, así como del nivel tarifario, su inciso segundo dispone que serán entendidas como tarifas máximas y, en consecuencia, podrá reducirlas el concesionario.



	Sus incisos tercero y cuarto establecen que la definición de tales factores y forma de aplicación las establecerá el Ministerio de Obras Públicas en las Bases de Licitación, y que a fin de evitar que alguna sea descalificada por aspectos formales en su evaluación técnica, se permite al Director General de Obras Públicas, con visto bueno del Ministro de Obras Públicas, que hasta antes de la apertura de la oferta económica solicite a los oferentes las aclaraciones, rectificaciones por errores de forma u omisiones, y la entrega de antecedentes, que clarifiquen y precisen el correcto sentido y alcance de la oferta.



	Su inciso final indica que el nivel tarifario ofrecido por el concesionario será entendido como tarifas máximas, por lo que el concesionario podrá reducirlas.



	Mediante este numeral, la H. Cámara de Diputados propone introducir dos modificaciones al artículo 7º.



	La primera consiste en sustituir la frase "puntaje obtenido en la calificación técnica" por "puntaje total o parcial obtenido en la calificación técnica, según se establezca en las bases de licitación.  Sin embargo, en las licitaciones que tengan su origen en una iniciativa privada, este factor sólo podrá utilizarse para dirimir el empate entre ofertas económicas iguales.”



	La segunda, en eliminar la frase “montos extraordinarios de pagos al Estado o de” e intercalar, a continuación de la palabra "usuario" y antes del vocablo "cuando", la expresión: "o de reducción del plazo de la concesión ".



	Durante el estudio del proyecto, S.E. el Presidente de la República presentó una indicación que tiene por objeto realizar tres modificaciones al Nº 2 del proyecto despachado por la H. Cámara de Diputados, relativo al artículo 7º de la ley.



	La primera de ellas, contenida en la letra a) de su indicación, tiene por objeto suprimir en el encabezado de este número las expresiones “inciso primero del”, respecto de la cual concordó vuestra Comisión, estimando que constituía una corrección formal al texto.



	Sometida a votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Lavandero, Martin, Ominami y Siebert.



	La segunda indicación de S.E. el Presidente de la República, propuesta en la letra b), tiene por objeto incorporar dos letras nuevas, b) y c) al número 2, de la H. Cámara de Diputados.



	Mediante la primera de ellas se incorpora la siguiente letra c):

	“c) Incorpórase como nuevo factor de licitación al final de los enunciados, el siguiente:



	"Rentabilidad sobre activos o patrimonio.”.



	Los representantes del Ejecutivo manifestaron que durante los estudios de licitación de concesiones urbanas, ha surgido la idea de licitar por rentabilidad.



	Se trata, indicaron, de asignar la obra al postulante que exija la menor rentabilidad sobre la inversión requerida y, posteriormente, medir la rentabilidad en función de un costo standard y los ingresos que efectivamente tenga la obra, a fin de considerar mecanismos distintos que los tradicionales, como tarifa, especialmente para los casos en que existe gran incertidumbre sobre el flujo futuro.  De esta forma, se podría establecer que la concesión se extinguirá cuando se alcance la rentabilidad o tasa de retorno de la inversión que se consideró para asignar la concesión, la que será posible medir a partir de la exigencia que tiene la empresa concesionaria de hacer pública la información relevante tal como deben hacerlo las sociedades anónimas. 



	Continuaron expresando que el Ministerio fijaría la inversión estimada para el correspondiente proyecto, a fin de no incentivar un aumento de ella, determinando además un costo standard, constituyendo la única variable desconocida los ingresos, que serían los que determinarían el momento en que se alcanzará la rentabilidad esperada.



	Concluyeron señalando que comparar rentabilidades de proyectos similares es un elemento que, en general, se utiliza para la asignación adecuada de los recursos, siendo lo habitual que el Estado emplee criterios de rentabilidad social para definir sus prioridades de inversión.



	En el seno de vuestra Comisión se manifestó que no correspondía que el Ministerio revise los activos, patrimonio o rentabilidad del concesionario, y se coarta la posibilidad que el concesionario realice un buen negocio u obtenga resultados mejores que los previstos.



	Además, se indicó que este factor contraría el espíritu general del sistema de concesiones, que pretende que se obtengan las tarifas más bajas que sea posible, trasladando al usuario las ventajas de la iniciativa privada, ya que con la fórmula propuesta se favorece a quien cobra la más alta tarifa permitida, que originará una mayor rentabilidad y la rápida extinción de la concesión.



	Se agregó que el oferente, al presentarse a la licitación, estudia las más variadas fórmulas que le permitirán aumentar los flujos de la concesión, y que el nuevo factor propuesto pone un límite máximo a la rentabilidad de los proyectos de iniciativa privada, anulándose la creatividad propia de los empresarios.



	Desde otro punto de vista, se argumentó que también podría incentivar a disminuir los costos con el propósito de construir obras de menor calidad y duración, pues lo que se buscará es la más rápida recuperación de la inversión y no ejecutar las obras con vocación de permanencia en el tiempo o, por el contrario, si la concesión no resulta tan rentable como se esperaba, se buscará alargar los plazos de la misma, sin que las obras pasen al Estado dentro del plazo primitivamente previsto.



	Sometida a votación, la indicación fue rechazada por tres votos en contra y dos abstenciones.



	Votaron por su rechazo los HH. Senadores señores Errázuriz, Martin y Siebert, absteniéndose los HH. Senadores señores Lavandero y Ominami.



	El H. Senador señor Siebert manifestó que fundaba su voto en la circunstancia de estimar que la proposición agrega mayor incertidumbre a la inversión privada, e introduce un nuevo factor que permite la discrecionalidad del Estado en la asignación de una concesión y, además, porque interesa que tales obras las administre el sector privado ya que al volver al Estado se perderá eficiencia en su gestión.



	El H. Senador señor Errázuriz, al fundar su voto, expresó que, además de las razones planteadas por el H. Senador Siebert, estimaba que el permitir acortar los plazos de concesión incentiva a encarecer los peajes y, adicionalmente, transforma el plazo en un nuevo elemento decisorio para adjudicar la concesión.



	A continuación se analizó la segunda modificación propuesta en la letra b) de la indicación al número 2 del proyecto formulada por S.E. el Presidente de la República, que tiene por objeto introducir una nueva letra del siguiente tenor:



	“d) Incorpórase a continuación del inciso tercero, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso quinto, el siguiente:



	“Igualmente, en ellas se podrá establecer si la inversión y la construcción se realiza en una o varias etapas, durante el período de vigencia del contrato de concesión.  Las inversiones y construcciones previstas para realizarse con posterioridad al inicio de la explotación parcial o total de la obra, podrán quedar sujetas a uno o varios plazos, determinados o determinables, o al cumplimiento de una o más condiciones, conjunta o separadamente.”.



	Según se expresó por los representantes del Ejecutivo, la indicación tiene por objeto permitir que las bases de licitación contemplen modalidades de obras diferidas en el tiempo, a fin de asegurar el desarrollo futuro de las concesiones pues, aunque el Ejecutivo entendía contar con tal facultad, interpretaciones restrictivas de la Contraloría General de la República niegan dicha posibilidad, lo que hace necesario establecerla expresamente.



	Durante su análisis, el H. senador señor Errázuriz propuso intercalar la frase “de conformidad al cumplimiento de los niveles de servicio previamente establecidos” entre la palabra “concesión” y el punto seguido (.) que le sigue.



	Al fundamentar su indicación, expresó que es partidario de permitir el desarrollo de las concesiones por etapas, pero que la norma propuesta no establece parámetros, plazos, o forma de determinar cuándo deben realizarse las correspondientes etapas, o cuándo debe el concesionario proceder a ampliar las obras, por lo que propone que la nueva etapa o ampliación deba realizarse conforme al cumplimiento de los niveles de servicio previamente establecidos, lo que permitirá asegurar que las obras se adaptarán a las futuras circunstancias.



	Por su parte, el H. Senador señor Siebert formuló indicación para sustituir la expresión “en ellas se podrá establecer” por “en las bases se deberá establecer”.



	Según manifestó, la norma propuesta sólo indica que en las bases de licitación podrá contemplarse la posibilidad de que una obra se realice por etapas, siendo partidario de establecer la obligatoriedad de que en dichas bases se indique si la inversión y construcción se realizará por etapas, pues ello permitirá a los inversionistas y al concesionario realizar una adecuada planificación de su actividad, lográndose una mayor eficiencia, y menores costos.



	Con las modificaciones señaladas, la indicación fue sometida a votación, siendo aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Lavandero, Martin y Siebert.



	Posteriormente, el H. Senador señor Horvath presentó una indicación que tiene por objeto eliminar la letra a) de este número, para mantener el texto de la norma vigente.



	Al fundamentar su proposición, señaló que no estimaba adecuado introducir en la norma el concepto de “puntaje total o parcial” obtenido en la calificación técnica, ya que se incorpora un nuevo factor que no se señala exactamente cuándo o cómo se aplicará, es decir, un factor no objetivo para evaluar las ofertas, señalando que, además, no es necesario referirse nuevamente a las bases de licitación, pues el encabezado del artículo establece que, en dichas bases, se establecerá el sistema de evaluación de las ofertas de acuerdo a los factores que la norma señala, prefiriendo mantener la redacción y contenido del factor que se propone reemplazar.



	Desde otro punto de vista, agregó, se propone utilizar tal puntaje total o parcial cuando las ofertas económicas sean iguales, caso que estima de muy improbable ocurrencia, e innecesario que sea consignado en la ley.



	Los representantes del Ejecutivo, refiriéndose a las modificaciones sugeridas por la H. Cámara, y manifestando su opinión sobre la indicación antes transcrita, señalaron que se propone incorporar el puntaje total o parcial fundamentalmente para los casos en que no existe un proyecto definitivo sino sólo una idea, y no es posible evaluar toda la oferta técnica sino únicamente aquella parte que las bases de licitación establezcan, agregando que, por ejemplo, las bases de licitación siempre establecen ciertos criterios técnicos, como la capacidad de la empresa, su capacidad financiera y el proyecto, y que al licitar un proyecto como idea, esto es, por ejemplo, comunicar dos ciudades por un camino, surgen múltiples opciones para los licitantes, como el proponer una obra con mayor o menor pendiente, que originará distintos costos, y posibilitará distintos servicios. 



	Continuaron agregando que la indicación busca precisar la posibilidad de considerar aquellos elementos de la oferta técnica que realmente signifiquen la expresión de una mayor creatividad del sector privado, como un proyecto que dé mejor nivel de servicio aunque a un costo mayor que implique una mayor tarifa, ya que actualmente no es posible comparar un proyecto con pendientes máximas de 6% y otro con pendientes máximas de 3%, pues ambas alternativas significan considerar los distintos costos de los proyectos.



	Respecto de la segunda oración de la indicación, explicaron que es cierto que es muy improbable un empate en las ofertas económicas, pero que se busca que en caso de iniciativas privadas, en que su autor tiene un premio en la evaluación de su oferta, no se ocupe el puntaje obtenido en la calificación técnica como una fórmula matemática para reducir a su mínima expresión dicho premio.



	Atendidas las observaciones formuladas, su autor retiró la indicación.



	A continuación, vuestra Comisión estudió una indicación formulada por el H. Senador señor Horvath, que tiene por objeto agregar al inciso primero del artículo 7º el siguiente factor: “Factores ambientales, como ruido, paisaje, ordenamiento territorial.”.



	Durante su análisis, vuestra Comisión concordó en incluir como elemento de evaluación de las ofertas a los factores ambientales, y en señalar en la propia norma algunos ejemplos que faciliten su exacta interpretación, proponiendo el H. Senador señor Errázuriz modificar su redacción, de la siguiente forma:



	“Calificación de factores ambientales, tales como arborización de las fajas, paisaje, reducción de contaminación y ruido, mejoramiento de la calidad de condiciones del suelo, agua y aire.”.



	Sometida a votación con la redacción antes señalada, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Lavandero, Martin y Siebert.



	Por su parte, el H. Senador señor Siebert formuló indicación para incorporar el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto y quinto a ser tercero, cuarto y quinto, respectivamente:



	“En todo caso, la evaluación deberá considerar siempre la estructura tarifaria y el plazo de la concesión.”.



	Según manifestó su autor, la indicación tiene por objeto que en toda licitación se consideren ambos factores, ya que la norma vigente permite omitirlos.



	Los representantes del Ejecutivo señalaron que hasta el momento no se han realizado licitaciones por plazo, pues el mismo ha sido un factor dado por el Ministerio, ya que resultaría muy difícil comparar las tarifas si los plazos son distintos.  Agregaron, que la estructura tarifaria se determina por el Ministerio asignando diversos factores para calcular la tarifa aplicable a los distintos tipos de vehículos, ya que si los particulares ofrecieran distintas estructuras tarifarias tampoco sería posible comparar objetivamente sus ofertas.



	Sometida a votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Lavandero, Martin y Siebert.



	A continuación el H. Senador señor Siebert presentó una indicación que tiene por objeto suprimir el factor “Pagos ofrecidos por el oferente al Estado”, contenido en el artículo 7º.



	Al fundamentar su indicación, manifestó que correspondía a lo planteado por diversos invitados a la Comisión, señalando que el tema ya se había discutido, en ambas ramas del Congreso, durante una anterior modificación de esta ley.



	Continuó expresando que tales pagos son una forma de tributo adicional que se cobra por la concesión en favor del Estado, estimando que debe buscarse obtener la menor tarifa posible, en beneficio de los usuarios de la obras.



	Agregó que los pagos ofrecidos por el oferente al Estado significa aumentar las tarifas o peajes, en circunstancias que el Estado gana por diversos aspectos, entre otros porque deja de invertir y libera recursos para otros proyectos o necesidades, pudiendo incluso utilizarlos para igualar los aspectos tarifarios en otras obras. 



	Los representantes del Ejecutivo señalaron que en las licitaciones de obras interurbanas, a excepción de la primera, la variable que se ha considerado para su adjudicación es la menor tarifa ofrecida pero que, hay situaciones en que el diseño del esquema de la licitación supone pagos o subsidios.



	Como ejemplo, continuaron expresando, se puede señalar la Ruta 5, en que se puede establecer que el costo por kilómetro entre las ciudades de La Serena y Temuco será el mismo debiéndose prestar un servicio de similar calidad, y lo que ocurriría en la práctica, de acuerdo a la realidad, es que los tramos cercanos a Santiago serían muy rentables y serían menos rentable a medida que se alejan de Santiago, originándose un subsidio cruzado entre los usuarios de las distintas zonas.  Si se desea evitar esa situación, debiera establecerse un costo diferenciado en cada zona.   Otro ejemplo lo da la situación de las concesiones urbanas, en que el tema es aún más relevante, pues existen sectores con altas rentabilidades y otros de menor rentabilidad, y si uno postulara tener tarifas parecidas se producirá algún sistema de subsidios cruzados.  Dichos subsidios pueden ser explícitos, señalando que una concesión determinada producirá recursos adicionales para el Estado, que los traspasa a otra determinada concesión, o implícitos, al interior de la concesión.   Agregaron que pensar en subsidios implícitos en la Ruta 5 significa, en la práctica, licitar con la obligación de establecer tarifas similares en toda la zona, debiendo licitarse en tal caso el tramo comprendido desde La Serena hasta Puerto Montt o hasta Temuco, como sólo una gran concesión.



	Agregaron que si se postula que bajos ciertas condiciones costos unitarios o tarifas unitarias parecidas para los usuarios son necesarias, la única manera de lograrlo es que las concesiones superavitarias permitan pagar o subsidiar a las deficitarias, por lo que estimaron muy complejo eliminar tales pagos para obras viales, y aún más complejo para otro tipo de obras.



	Concluyeron expresando que lo que se busca es mantener la facultad que permita compensar tramos con distintos niveles de utilización, pero que no pueden tener grandes diferencias de calidad entre sí y requiere que los usuarios tengan una tarifa relativamente homogénea por similares tramos de utilización.



	En el seno de vuestra Comisión se manifestó que no corresponde que el Ministerio de Obras Públicas recaude recursos por estos cobros, para después destinarlos a distintos proyectos o gastos, pues la ley no establece que se puedan destinar a un fin determinado, ya que para eso está el Presupuesto General de la Nación.



	Además, se argumentó que era discutible el que se elevara el costo de una carretera por sobre sus reales costos a fin de subsidiar otro tramo, y que era necesario determinar si el subsidio lo pagará quien utiliza la carretera más rentable, o si se asignará el subsidio mediante el presupuesto público, teniendo presente que el Estado no deberá realizar las inversiones que realizará el sector privado, pudiendo destinar tales recursos a subsidiar los tramos menos rentables.



	Se indicó, que no se discute la necesidad de subsidiar determinadas obras no rentables, sino de dónde provienen tales recursos, pues tal como se propone, la ley establecería que los usuarios de ciertos tramos subsidien a los usuarios de otros tramos, existiendo la alternativa que sea con cargo a los recursos de obras públicas, suplementados al efecto, pues de otra forma el Ministerio de Obras Públicas pasa a ser un ente recaudador y reasignador, pudiendo crearse grandes distorsiones si no se establece que el mercado asignará los precios, y lo hará el Estado, a su arbitrio.



			Posteriormente, los HH. Senadores señores Errázuriz y Siebert presentaron indicación para sustituir este artículo.



			La indicación presentada por el H. Senador señor Errázuriz, es del siguiente tenor:



			Sustitúyase el artículo 7º por el siguiente:



			"Artículo 7º.-  La licitación de la obra materia de la concesión se decidirá evaluando entre las ofertas técnicamente aceptables de acuerdo a las características propias de las obras establecidas, -cuyos parámetros básicos deberán ser indicados por el Ministerio de Obras Públicas-, aquella que resulte más económica y mejor para los usuarios.  Con tal propósito los oferentes deberán hacer sus propuestas atendido uno o más de los siguientes factores:



			1.-  Estructura tarifaria determinada para un mismo plazo de concesión, el que se fijará en las bases y que deberá ser igual para cualquier obra eventualmente competitiva con aquella a concesionar o con otra ya concesionada, o con las obras que formen parte de un mismo sistema o ruta.  Asimismo, deberá considerarse dentro de la estructura tarifaria el reajuste propuesto para la misma y su sistema de revisión periódica.



			2.- Puntaje obtenido en la calificación técnica, que deberá jerarquizarse de acuerdo a los niveles de servicio a los usuarios de las obras.



			3.- Pagos ofrecidos por el oferente al Estado, los que sólo podrán incluir cancelaciones por obras ya existentes susceptibles de ser ocupadas en la nueva obra, o por intangibles o espacios físicos o aéreos, que puedan eventualmente ser ocupados con provecho económico por las obras concesionadas.  En caso de fajas de caminos, éstas deberán reducirse a lo técnicamente indispensable para el buen funcionamiento de las mismas, pudiendo tales fajas crecer hasta en un 5% para obras que permitan un mejor servicio a los usuarios de las vías, como estaciones de servicios, hoteles, restaurantes, paradores de vistas, servicios turísticos y otros.  Si tales obras no fuesen construidas por el concesionario dentro de los 3 primeros años contados desde la entrega de la obra en concesión, el Estado podrá licitar tales espacios a terceros, con el fin que éstas puedan cumplir dichos objetivos.  En esas licitaciones siempre tendrá preferencia, en igualdad de condiciones, el ex propietario de los terrenos expropiados, al mismo precio de expropiación, debidamente actualizado, y al cual se agregará igual tasa de interés que aquella establecida por el Banco Central para sus propios instrumentos, más 2 puntos.



			4.- Subsidios del Estado al oferente.



			5.- Ingresos garantizados por el Estado.



			6.- Grado de compromiso de riesgo que asume el oferente durante la construcción de la obra, tales como casos fortuitos o fuerza mayor.



			7.- Calificación de otros servicios adicionales, útiles y necesarios.



			8.- Consideraciones de carácter ambientales y ecológicas, como son por ejemplo ruidos, belleza escénica en el caso del trazado caminero, plantación de árboles en las fajas de los caminos públicos concesionados, u otras.



			Las tarifas ofrecidas, con su correspondiente reajuste, serán entendidas como tarifas máximas, pues los concesionarios posteriormente podrán variarla durante el período de concesión, dentro del máximo pre-establecido.



			Las bases de licitación definirán la ponderación de cada uno de estos factores para la asignación de las obras, debiendo la estructura tarifaria no tener una ponderación inferior al 60%.”.



			Por su parte, la indicación presentada por el H. Senador señor Siebert, tiene por objeto sustituir el artículo 7º, por el siguiente:



			“Artículo 7°.- La licitación de la obra materia de la concesión se decidirá evaluando las ofertas técnicamente aceptables, de acuerdo a las características propias de las obras, atendido uno o más de los siguientes factores, según el sistema de evaluación que el Ministerio de Obras Públicas establezca en las Bases de Licitación:



a) estructura tarifaria,



b) plazo de concesión,



c) subsidio del Estado al oferente,



d) pagos ofrecidos por el oferente al Estado, en el caso de que éste entregue bienes o derechos para ser utilizados en la concesión,



e) ingresos garantizados por el Estado,



f) grado de compromiso de riesgo que asume el oferente durante la construcción o la explotación de la obra, tales como caso fortuito o fuerza mayor,



g) fórmula de reajuste de las tarifas y su sistema de revisión,



h) puntaje total o parcial obtenido en la calificación técnica, según se establezca en las bases de licitación,



i) oferta del oponente de reducción de tarifas al usuario o de reducción del plazo de la concesión cuando la rentabilidad sobre el patrimonio o activos, definida ésta en la forma establecida en las bases de la licitación o por el oponente, exceda un porcentaje máximo preestablecido, y



j) calificación de otros servicios adicionales útiles y necesarios.



			La definición de estos factores y su forma de aplicación para adjudicar la concesión será establecida por el Ministerio de Obras Públicas en las Bases de Licitación.  En dichas bases se podrán contemplar uno o más de los factores señalados como parte del régimen económico de la concesión.  Igualmente, se podrá establecer en ellas si la inversión y la construcción de la obra se realiza en una o varias etapas durante el período de vigencia del contrato de concesión, atendidos los niveles de servicio establecidos.  Las inversiones y construcciones previstas para realizarse con posterioridad al inicio de la explotación parcial o total de la obra, podrán quedar sujetas a uno o varios plazos o condiciones, claramente determinados en las bases, conjunta o separadamente. 



			En todo caso, si en las bases de licitación se contempla como parte del régimen económico de la concesión el factor contemplado en la letra d) del inciso primero de este artículo, los pagos deberán ser equivalentes al valor económico de los bienes o derechos respectivos.



			Por su parte, el factor contemplado en la letra h) del referido inciso, sólo podrá considerarse en las licitaciones que tengan su origen en una iniciativa privada, para dirimir el empate entre ofertas económicamente iguales.



			Las tarifas ofrecidas, con su correspondiente reajuste, serán entendidas como tarifas máximas, por lo que el concesionario podrá reducirlas.



			El Director General de Obras Públicas, con visto bueno del Ministro de Obras Públicas, podrá solicitar a los oferentes, hasta antes de la apertura de la oferta económica, aclaraciones, rectificaciones por errores de forma u omisiones, y la entrega de antecedentes, con el objeto de clarificar y precisar el correcto sentido y alcance de la oferta, evitando que alguna sea descalificada por aspectos formales en su evaluación técnica.”.



			Vuestra Comisión acordó reabrir debate sobre el artículo, a fin de estudiar estas nuevas proposiciones, analizándolas en forma paralela, y en relación a la norma vigente.



			Considerando que la indicación del H. Senador señor Siebert mantiene el encabezamiento del artículo, vuestra Comisión analizó la indicación del H. Senador señor Errázuriz, en cuanto lo sustituye por el siguiente:



			“Artículo 7º.- La licitación de la obra materia de la concesión se decidirá evaluando entre las ofertas técnicamente aceptables de acuerdo a las características propias de las obras establecidas, -cuyos parámetros básicos deberán ser indicados por el Ministerio de Obras Públicas-, aquella que resulte más económica y mejor para los usuarios.  Con tal propósito los oferentes deberán hacer sus propuestas atendido uno o más de los siguientes factores:”.



			Su autor señaló que se busca que los factores a evaluar estén de acuerdo con los parámetros básicos indicados por el Ministerio de Obras Públicas, los que posteriormente se enumeran.



			En el seno de vuestra Comisión se manifestó que la proposición para un nuevo encabezamiento del artículo lo modifica en su sentido, cual sería definir la licitación sobre la base de ciertos factores, pues llegaría a definir determinadas características que pueden tener las obras, al deber los oferentes formular sus propuestas de acuerdo a lo que resulte más económico o mejor para los usuarios, lo que resulta ajeno a este artículo, pues el Ministerio en las Bases establece las características que requieren las obras a concesionar, y que el sentido del artículo 7º es señalar los factores que permiten definir una licitación.



			Se argumentó que el encabezamiento que se propone reemplazar es un texto ya conocido por la Contraloría y  las empresas que participan en el sector, con el cual ha trabajado el Ministerio, y que no ha generado problemas en su interpretación.



			Por su parte, los representantes del Ejecutivo sugirieron trabajar basados en la indicación del Senador Siebert, modificándola de acuerdo a algunas de las nuevas ideas que plantea la indicación del Senador Errázuriz, por estimar que en la última de ellas se han omitido aspectos, tales como la posibilidad que en las propuestas de iniciativa privada se considere el puntaje total o parcial obtenido en la calificación técnica como una forma de dirimir empates entre ofertas económicamente iguales, en lo que concuerda la H. Cámara de Diputados, o las facultades que el inciso final de la norma vigente da al Director General de Obras Públicas, que fue una de las modificaciones introducidas mediante la ley Nº 19.252, evitando verse en la obligación de rechazar buenas propuestas por detalles formales.



			Considerando que los problemas planteados respecto de la nueva redacción son de orden formal, el H. Senador señor Errázuriz retiró el referido encabezamiento del artículo de su indicación.



			A continuación vuestra Comisión estudió las proposiciones formuladas respecto del factor estructura tarifaria y, teniendo presente que la indicación del H. Senador señor Siebert repite la disposición actual, se analizó la proposición del H. Senador señor Errázuriz contenida en el punto 1 de su indicación, que dice:



			“1. Estructura tarifaria determinada para un mismo plazo de concesión, el que se fijará en las bases y que deberá ser igual para cualquier obra eventualmente competitiva con aquella a concesionar o con otra ya concesionada, o con las obras que formen parte de un mismo sistema o ruta. Asimismo, deberá considerarse dentro de la estructura tarifaria el reajuste propuesto para la misma y su sistema de revisión periódica.”.



			Su autor manifestó su opinión en el sentido que resulta indispensable explicitar que la norma se debe referir a la estructura tarifaria determinada para un mismo plazo, pues si el plazo de concesión solicitado es distinto no es posible hacer las comparaciones necesarias para establecer cuál es más conveniente.



			Agregó que si la ley sólo enumera un conjunto de factores a considerar, podrían después interpretarse o ponderarse en forma diferente siendo previsible que surjan problemas posteriores que es posible evitar, ya que la aplicación de distintos criterios puede originar soluciones incluso contradictorias entre sí, expresando que busca que se pueda proponer en la forma que lo estime más apropiado el oferente, pero unido a un factor que es el plazo de la concesión para hacer comparables las ofertas, expresando que es posible que se licite un camino por tarifa y otro que puede ser alternativa por el plazo de concesión, resultando las tarifas de ambos afectadas por sus distintos plazos.



			Continuó expresando que su intención es que la ley sea duradera y no transitoria para lo cual requiere ser eficiente, y evitar que quien ha concesionado una obra quede en situación desmedrada, o una zona quede en mala situación, porque las respectivas concesiones se realizaron a diferente plazo, para lo cual los factores económicos deben ser comparables estableciendo el plazo, o dejando los plazos abiertos para que por su intermedio sea posible igualar o acercar las tarifas, dejando al arbitrio del Ministerio determinar si las tarifas serán más altas o bajas, según aumente o disminuyan los plazos de la concesión.



			El H. Senador señor Siebert manifestó que la estructura tarifaria no es lo mismo que el peaje o la tarifa, pues el primero es un concepto más amplio, es un esquema que permite determinar las tarifas aplicables para los distintos tipos de vehículos, días laborales o feriados, horario diurno o nocturno, etc., que debe ser analizada por el Ministerio de Obras Públicas al momento de decidir la concesión, y que el plazo de concesión es otro factor que es posible considerar para adjudicar la concesión, distinto al anterior, proponiendo aceptar la indicación del Senador Errázuriz sólo en cuanto a la expresión estructura tarifaria, que es coincidente con su indicación y con la norma vigente.



			Agregó que al limitar los pagos ofrecidos por el oferente al Estado, dejándolos restringidos a aquello que debe hacer el concesionario por la entrega que se le hace de una obra existente, el Ministerio deberá comparar la tarifa y el plazo, y si quiere establecer una tarifa uniforme, por ejemplo, entre Santiago y Puerto Montt que haya una tarifa uniforme cómo la puede regular. Mediante el plazo. Se aumenta el plazo para lograr la uniformidad.



			El H. Senador señor Ominami concordó respecto de cuáles son los factores que deben ser considerados, estimando que la diferencia entre las normas propuestas reside en que una contiene una opción reglamentaria, donde se busca resolver todos los detalles en la ley, y la segunda una opción general, normativa, estimando preferible que la ley señale los factores y se entregue a la correspondiente reglamentación la forma de llevarlos a la práctica, agregando que el plazo se da como un factor del régimen económico de la concesión, o se licita por él, pues se trata de licitar por un solo factor, por una sola variable.



			Los representantes del Ejecutivo, por su parte, señalaron que en cada base de licitación se determina si el plazo es o no un factor dado del régimen del contrato o es un dato que se entrega a la licitación, y que se llama a licitación de acuerdo a un plazo común.  Agregaron que una modificación anterior de la ley estableció la necesidad de ponderar el plazo, pero que no es apropiado vincularlo a un nivel de competencia inexistente en el sector de infraestructura.  Además, señalaron que la indicación contiene buenas ideas que es posible acoger por vía reglamentaria, pero sin generalizarla en el texto de la ley.



			Continuaron señalando que el análisis del sector es necesario realizarlo bajo la perspectiva de condiciones de un monopolio natural en infraestructura, y que no es posible con posterioridad crear una concesión competitiva si en las bases de la primera no se contempló tal posibilidad, lo que sólo podría ocurrir entre medios distintos, como entre una carretera y un ferrocarril.



			Expresaron que aunque el principio general indica que lo óptimo es licitar por tarifas, ello no es posible en algunos sistemas como, por ejemplo, en las concesiones de obras urbanas en que no se puede entregar en concesión diversas vías semejantes que tendrían tarifas sustancialmente distintas debido a las diferencias de tráfico.



			Por último, manifestaron que se desea que la norma tenga cierta latitud para posibilitar que sea utilizado el factor que resulte más adecuado para la obra de que se trate, pues la mayor seguridad al dirimir una licitación, que evita errores de la administración e impide actos de mala fe, lo da el mismo proceso de licitación que es una prueba del mercado, en el que un análisis incorrecto del negocio provoca la ausencia de oferentes.



			Después de analizar las propuestas de las dos indicaciones planteadas, el señor Presidente de vuestra Comisión sometió a votación por ideas el contenido del factor estructura tarifaria, en cuanto a si la misma debe o no estar separada del plazo de concesión.



			Los HH. Senadores señores Ominami, Siebert y Zaldívar, don Andrés, votaron por mantener separado el factor estructura tarifaria del plazo de concesión. Votó por incluir en el factor estructura tarifaria la mención a un determinado plazo el H. Senador señor Errázuriz.



			El H. Senador señor Siebert solicitó dejar constancia del fundamento de su voto, cual es que, el mantener separados los factores estructura tarifaria y plazo de concesión asegura una mayor flexibilidad, ya que el Ministerio de Obras Públicas establecerá en las bases de licitación, para cada caso, la forma en que aplicará los factores que considera el artículo 7º, permitiendo dicha norma ponderar uno o más de tales factores, lo que incluso le permite considerar la estructura tarifaria para un determinado plazo de concesión, cuando ello sea útil y necesario.



			Asimismo, el H. Senador señor Errázuriz dejó constancia que fundaba su voto en la circunstancia de considerar técnica y económicamente imposible comparar propuestas tarifarias si ambas no están vinculadas a un mismo plazo de concesión, y que no es partidario de dejar al arbitrio del Ministerio de Obras Públicas determinar si considera o no conjuntamente tales factores, porque el no hacerlo puede generar enormes inequidades que en el futuro hagan quebrar obras públicas concesionadas a un menor plazo, las que necesariamente tendrán mayores tarifas que las entregadas en concesión por un mayor plazo.



			A continuación, y teniendo presente que el factor subsidio del Estado al oferente se mantiene sin variación respecto de la norma vigente en las dos indicaciones formuladas, vuestra Comisión, lo sometió a votación, siendo aprobado por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Errázuriz, Ominami, Siebert y Zaldívar, don Andrés.



			Respecto al factor pagos ofrecidos por el oferente al Estado, el H. Senador señor Errázuriz señaló que durante su análisis se planteó suprimir dichos pagos, acordándose posteriormente limitarlos a casos específicos, y que su indicación tiene el propósito que el Estado pueda cobrar no sólo por las obras físicas que entregue sino que también cuando entrega intangibles, de acuerdo a las observaciones que se formularon en tal sentido, pero limitándolo sólo a aquellos casos en que tales intangibles o espacios físicos o aéreos estén vinculados y puedan ser ocupados en beneficio de las obras concesionadas.



			Expresó que los representantes del Ejecutivo se han referido a la posibilidad de entregar en concesión, por ejemplo, la construcción de edificios de estacionamientos sobre algunas vías, lo que significa permitir la utilización de espacios físicos o aéreos, de intangibles, y que de acuerdo a los criterios expresados en la Comisión, debiera asignarse dicha concesión a quien cobre, para el ejemplo propuesto,  la menor tarifa por los estacionamientos. 



			Indicó que el H. Senador señor Siebert presentó una indicación para establecer que los pagos del oferente al Estado sólo proceden cuando se traspasan bienes o derechos para ser utilizados en la concesión y que, en su opinión, no es claro que utilizando los conceptos bienes o derechos sea posible entender incluida la posibilidad de traspasar el uso sobre espacios aéreos, o intangibles, y que no le parece razonable entender que se constituyen derechos sobre intangibles, pues se confunden ambos términos, y que él entiende que no hay derechos sobre intangibles que no estén apoyados en un bien físico sobre el cual se tiene un derecho ya constituido.



			Agregó que en su opinión es fundamental modificar la norma debido a que hoy día se aplica un criterio distinto al antes empleado, lo que provocará que quienes son adjudicatarios bajo un criterio se vean posteriormente en desventaja ante quienes lo son con la aplicación de otro distinto, por lo que se requiere establecer en la propia ley sólo un criterio central.



			En tal sentido, continuó expresando, el conjunto de su indicación recoge el factor previamente aprobado relativo a factores ambientales, e incluye el establecer que en las bases de licitación se deberá ponderar con al menos un 60% el factor estructura tarifaria.



			Por su parte, el H. Senador señor Siebert señaló que su indicación modifica la redacción del artículo de la ley vigente sin variar su concepto general, que se ha revisado tanto por el Ejecutivo como por la Cámara de Diputados y que no es partidario de cambiar totalmente la redacción de la ley vigente.



			Agregó que considerando que dichos pagos al Estado no suponen mayor eficiencia en la prestación de servicios ni mayores beneficios para los usuarios, pueden significar un incentivo a procedimientos incorrectos, y tienen un destino incierto pues no hay forma de afectarlos a las obras públicas, fueron eliminados como una alternativa posible cuando la rentabilidad sobre los activos o patrimonio del concesionario fuera superior a la esperada.



			Continuó expresando que como el sistema de concesiones no persigue el objetivo de generar nuevos ingresos para el Estado, se plantea que los pagos ofrecidos por el oferente al Estado sólo procederán “en el caso que éste entregue bienes o derechos para ser utilizados en la concesión”, expresión en que entiende incorporado el derecho a apoyarse sobre una obra ya construida, sobre una estructura existente.



			Desde otro punto de vista, señaló que, en su opinión la proposición del H. Senador Errázuriz comprende materias distintas a las que son propias del artículo 7º, norma que señala los factores a considerar para definir una licitación, tales como las normas relativas a inversiones o construcciones que empiezan con posterioridad al inicio de la explotación total o parcial de la obra, elementos nuevos que no permiten comparar ambas proposiciones.



			Continuó indicando que su indicación discurre sobre el esquema que tiene el actual artículo 7º que, tal como ha sido interpretado por la Contraloría y aplicado por el Ministerio de Obras Públicas, contempla estos pagos en dos situaciones distintas, como parte del régimen económico de la concesión, o como factor de adjudicación en la licitación. Así, por ejemplo, en el caso de la autopista de Santiago a San Antonio el pago que se exigió a los oferentes por el Estado no fue factor de adjudicación, sino que era un cobro preestablecido que se aplicaría a quien fuere adjudicada la licitación.



			La indicación se fundamenta sobre la base de establecer que cuando el pago sea parte del régimen económico y, por lo tanto, no exista competencia que determine su monto, el mismo corresponda al valor económico de los bienes que se traspasan, para evitar que por la vía de subvalorar los bienes o derechos traspasados se subsidie a un concesionario, favoreciendo una competencia desleal respecto de otras personas que podrían estar en condiciones de desarrollar la misma actividad, o que sobrevalorando los bienes y derechos que se traspasen se busque recaudar fondos para el Estado.



			Además, señaló, la indicación también contempla incluir la posibilidad que los proyectos licitados sean ejecutados por etapas, de acuerdo a metas de desarrollo señaladas en las bases de licitación, pero sin que tales normas se consideren entre los factores de adjudicación, donde sólo faltaría incorporar la indicación planteada por el H. Senador señor Horvath respecto de los factores ambientales, sino que en los siguientes incisos del artículo 7º .



			Por último, manifestó que, en su opinión, no debe incluirse la mención a los intangibles, pues el concepto bienes y derechos es amplio y permite incluir todo lo necesario para este factor de comparación entre las distintas ofertas.



			Los representantes del Ejecutivo expresaron que, en su opinión, la indicación del H. Senador señor Errázuriz razona sobre la lógica de la existencia de competencia, lo que no es una regla general en el sector, en que se trabaja con el supuesto de condiciones de monopolio natural en infraestructura, agregando que tampoco sería posible establecer posteriormente concesiones competitivas, por ejemplo, un camino entregado en concesión, a menos que en las bases de la primera de ellas se hubiere reservado tal derecho, pues de acuerdo a la actual legislación el concesionario podría oponerse, a menos que la competencia sea por un medio distinto que no es cien por ciento competitiva, como un ferrocarril y una carretera.



			Continuaron resaltando la conveniencia de mantener la flexibilidad necesaria para definir un negocio en cada concesión, la que se perdería de establecerse la obligatoriedad de ponderar en un 60% un factor determinado, como lo es la estructura tarifaria, cuya ponderación fijaría la ley de acuerdo a la indicación del H. Senador Errázuriz. 



			Agregaron que existen obras en las cuales las tarifas no son determinantes, indicando que la construcción de estacionamientos sobre la ruta Norte-Sur, por ejemplo, no es posible licitarla de acuerdo a la menor tarifa sino por el pago del bien transado, 

ya que la tarifa del estacionamiento sería fijada por el mercado en el cual competiría dicho estacionamiento con los de quienes los construyen sobre sus propios terrenos.



			En el caso propuesto, señalaron, no es razonable licitar por la menor tarifa, ya que ello sólo produciría distorsiones en los precios del mercado, en la medida que el espacio sobre el cual se construye el estacionamiento resultaría gratis a diferencia de lo que ocurre con los demás estacionamientos que pagan por el terreno sobre el cual construyen, debiendo emplearse para adjudicar la licitación otro factor, como por ejemplo el valor del bien o derecho que el Estado traspasa para ser usado en la concesión, como es el derecho a fundar la construcción sobre un terreno u otra obra.



			Encontrándose pendiente el pronunciamiento de la Comisión respecto de una anterior indicación que tenía por objeto agregar, al factor pagos ofrecidos por el oferente al Estado, una frase que estableciera que “en ningún caso este factor podrá representar más de un 5% en la evaluación de las ofertas”, la misma fue retirada por el H. Senador señor Siebert.



			Por su parte, el H. Senador señor Errázuriz sustituyó la norma contenida en el punto 3 de su indicación, relativa a pagos ofrecidos por el oferente al Estado, por la siguiente:



			"Pagos ofrecidos por el oferente al Estado, los que sólo podrán incluir cancelaciones por derechos, obras existentes, intangibles o espacios físicos o aéreos, que puedan eventualmente ser ocupados con provecho económico por las obras concesionadas."



			Al respecto, los representantes del Ejecutivo expresaron la necesidad de sustituir el término cancelación por pago, debido a que jurídicamente son conceptos distintos.



			El H. Senador señor Zaldívar, don Andrés, manifestó que estimaba preferible el texto propuesto en la indicación al artículo 7º formulada por el H. Senador señor Siebert, por considerar que el término bienes o derechos que ella emplea es más preciso, y evitaría los problemas de interpretación que en su opinión podría generar esta última proposición.



			Agregó que de acuerdo al Derecho Civil, los bienes se clasifican en corporales e incorporales o derechos, estimando que el término intangible está incluido en los conceptos bienes o derechos, y que estos últimos pueden recaer sobre espacios aéreos, estimándolo suficientemente preciso, y que los mismos hacen claro el sentido de la norma.



			A fin de resolver la controversia respecto al factor pagos ofrecidos por el oferente al Estado, Vuestra Comisión acordó votar por ideas.



			Se sometió a votación el incluir en dicho factor una mención expresa a los conceptos “intangibles” y “espacios aéreos”.



			Votaron por incluir expresamente dicha mención los HH. Senadores señores Errázuriz y Ominami, y por no incluirla los HH. Senadores señores Siebert y Zaldívar, don Andrés. 



			Repetida la votación se produjo nuevo empate con igual votación, quedando pendiente su resolución para la sesión siguiente.



			Antes de someterse nuevamente a votación la proposición para resolver el empate producido, los representantes del Ejecutivo presentaron una nueva proposición tendiente a solucionar la discrepancia planteada.



			Al respecto, expresaron que del debate generado surgieron ideas que era conveniente incorporar en la ley, como es la posibilidad de concesionar el uso de los espacios aéreos y el subsuelo sobre o bajo los bienes nacionales, pero que como tal materia no está directamente relacionado con el factor pago ofrecido al Estado, se estimó preferible desglosar tales conceptos del artículo 7º, que se refiere a los factores de licitación.



			Continuaron expresando que en la proposición del H. Senador señor Siebert parecieran quedar fuera los intangibles, lo que sería erróneo dado que están incluidos dentro del concepto derechos.  En consecuencia, prosiguieron expresando que se estimó valioso incorporar la mención a los espacios aéreos, y agregar también el subsuelo, ya que respecto a este último existe un proyecto que otorga facultades a las Municipalidades sobre el subsuelo de los bienes que administra, sin que se regule el caso del subsuelo de los bienes sometidos al Ministerio de Obras Públicas, o a otro Ministerio, de acuerdo a la norma que proponen como nuevo inciso tercero del artículo 38 de la ley de concesiones.



			Teniendo presente que los conceptos contenidos en su indicación son recogidos en la proposición planteada, el H. Senador señor Errázuriz retiró la indicación formulada respecto al factor pagos ofrecidos por el oferente al Estado.



			Sometida a votación la indicación del H. Senador señor Siebert, que tiene por objeto agregar al factor pagos ofrecidos por el oferente al Estado la frase que indica “, en el caso que éste entregue bienes o derechos para ser utilizados en la concesión,”, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin y Siebert.



			A continuación, se sometió a votación el factor considerado en la letra e) de la indicación del H. Senador señor Siebert, ingresos garantizados por el Estado, respecto del cual coinciden ambas indicaciones y la norma vigente, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Ominami, Siebert y Zaldívar, don Andrés.



			Respecto del factor contemplado en la letra f) de la indicación del H. Senador señor Siebert, vuestra Comisión tuvo presente que la misma refunde dos factores que en la ley vigente están separados.



			En efecto, la norma vigente contempla como factores el grado de compromiso de riesgo que asume el oferente durante la construcción de la obra, tales como caso fortuito o fuerza mayor, y el grado de compromiso de riesgo que asume durante la explotación de la obra, y la indicación en un sólo factor incluye el grado de compromiso de riesgo que asume el oferente durante la construcción o la explotación de la obra, tales como caso fortuito o fuerza mayor.



			Sometida a votación la letra f) de al indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Ominami, Siebert y Zaldívar, don Andrés.



			A continuación vuestra Comisión estudio el factor propuesto como letra g) de la indicación del H. Senador señor Siebert, que contempla la fórmula de reajuste de las tarifas y su sistema de revisión.



			El H. Senador señor Errázuriz manifestó que su indicación proponía incorporar la fórmula de reajuste de las tarifas y su sistema de revisión dentro del factor estructura tarifaria, por estimar más lógico tal ordenamiento debido a que lo que se reajusta o revisa es precisamente tal estructura tarifaria.



			Los representantes del Ejecutivo señalaron que, de acuerdo al artículo 19 de la ley, en las bases de licitación se establecen la forma y plazo en que el concesionario podrá solicitar la revisión del sistema tarifado y fórmula de reajuste por causas sobrevivientes que así los justifiquen", lo que implica que en las bases siempre se ha considerado tanto la estructura tarifaria, como la fórmula de reajuste de las tarifas y su sistema de revisión.



			Teniendo presente que la letra g) propuesta coincide con la norma vigente, la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Ominami, Siebert y Zaldívar, don Andrés, la aprobó sin enmiendas.



			Durante el estudio de la letra h) propuesta en la indicación del H. Senador señor Siebert, se tuvo presente que el proyecto de la H. Cámara de Diputados propone sustituir el factor “puntaje obtenido en la calificación técnica” por “puntaje total o parcial obtenido en la calificación técnica, según se establezca en las bases de licitación.  Sin embargo, en las licitaciones que tengan su origen en una iniciativa privada, este factor sólo podrá utilizarse para dirimir el empate entre ofertas económicas iguales.”, y que el H. Senador señor Siebert, por su parte, propone contemplar como letra h) el “puntaje total o parcial obtenido en la calificación técnica, según se establezca en las bases de licitación.” y, como inciso cuarto del artículo 7º, el siguiente: “por su parte, el factor contemplado en la letra h) del referido inciso, sólo podrá considerarse en las licitaciones que tengan su origen en una iniciativa privada, para dirimir el empate entre ofertas económicamente iguales.”.



			Al respecto, en el seno de vuestra Comisión se manifestó acuerdo con el fondo de la modificación introducida por la H. Cámara de Diputados, discrepándose respecto de la más adecuada forma de consignarlo en el texto legal.



			La opinión sustentada por el H. Senador señor Errázuriz, estimó más lógica la redacción dada por la H. Cámara de Diputados manifestando que, si el factor consiste en el puntaje obtenido en la calificación técnica, debe en la misma norma señalarse cuándo y de qué forma opera y no consignarlo en un inciso separado, para que las normas que dicen relación con un mismo tópico estén juntas y no dispersas o separadas.



			El H. Senador señor Siebert, por su parte manifestó que, en su opinión, resultaba preferible consignar en la letra h) sólo el factor en sí, que es el elemento de comparación, un parámetro de evaluación de las ofertas como los contemplados en las demás letras, dejando en un inciso aparte la norma que señala cuándo y cómo se aplicará, que es lo que propone su indicación, criterio que fue compartido por los HH. Senadores señores Ominami y Zaldívar, don Andrés.



			Sometida a votación la norma redactada en la forma propuesta por la H. Cámara de Diputados fue rechazada por tres votos contra uno.  Votaron por su rechazo los HH. Senadores señores Ominami, Siebert, y Zaldívar, don Andrés, y por su aprobación el H. Senador señor Errázuriz.



			Sometida a votación la indicación del H. Senador señor Siebert para la letra h) y el inciso cuarto del artículo 7º, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Ominami, Siebert y Zaldívar, don Andrés.



			Al analizar la letra i) propuesta en la indicación del H. Senador señor Siebert, vuestra Comisión tuvo presente que coincide con lo propuesto por la H. Cámara de Diputados.



			El H. Senador señor Siebert señaló que este factor consiste en la oferta del oponente de reducir las tarifas al usuario o reducir el plazo de la concesión en el evento que se produzca una rentabilidad sobre el patrimonio o activos que exceda un porcentaje máximo preestablecido.



			Agregó que en su proposición, al igual que en la de la H. Cámara de Diputados, se limita el objeto de tal oferta a la reducción de tarifas o del plazo de concesión, eliminándose la posibilidad de ofrecer montos extraordinarios de pagos al Estado, pues de acuerdo a otras modificaciones introducidas al proyecto, la Comisión propone que los aportes al Estado sólo procedan cuando son una retribución a aportes que el Estado hace al concesionario, como cuando entrega parte de una vía ya construida para ser utilizada por el concesionario como parte de la obra concesionada.



			Los representantes del Ejecutivo señalaron que la norma vigente contempla una contrapartida a la garantía de flujos mínimos de tránsito o ingresos por parte del Estado hacia el concesionario, que en el fondo buscan garantizar el pago de los gastos de operación y servicio de la deuda de la concesión.  Agregaron que así como tal garantía disminuye el riesgo del concesionario, es una contraprestación lógica que el concesionario traspase los beneficios de eventuales rentabilidades extraordinarias.



			Agregaron que, hasta el momento, se ha considerado que lo que exceda de un 15% de rentabilidad anual constituye la rentabilidad extraordinaria a que se refiere la norma, estimando necesario mantener los montos extraordinarios de pagos al Fisco como contrapartida a los ingresos o flujo de tránsito que garantiza al concesionario, haciendo presente, por último, que reviste gran complejidad la rebaja de tarifas al usuario porque la rentabilidad extraordinaria de la concesión se puede producir un año, por los más variados motivos, la rebaja de tarifas al usuario se aplicaría para el ejercicio siguiente, que no tiene por qué ser un año de alta rentabilidad. 



			Sometida a votación la proposición de letra i) del H. Senador señor Siebert, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Ominami y Siebert.



			Luego, se sometió a votación la letra j), que reproduce el factor contenido en la actual ley vigente aprobándose con la misma votación anterior.



			Durante el estudio de las indicaciones de los HH. Senadores señores Errázuriz y Siebert, vuestra Comisión tuvo presente que previamente había aprobado la proposición del H. Senador señor Horvath, que tiene por objeto incorporar como un nuevo factor las consideraciones de carácter ambiental.



			Habida consideración de tal circunstancia, se acordó incluir tal factor como letra k) del artículo 7º, solicitando el H. Senador señor Errázuriz reabrir debate sobre el mismo, a fin de agregar a continuación del texto previamente aprobado, que dice “consideraciones de carácter ambientales y ecológicas, como son por ejemplo ruidos, belleza escénica en el caso del trazado caminero, plantación de árboles en las fajas de los caminos públicos concesionados, u otras”, la siguiente frase: “evaluados por expertos y habida consideración de su costo con relación al valor total del proyecto.”.



			Sometida a votación la inclusión de este factor como letra k) del artículo 7º, agregando la frase antes señalada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin y Siebert.





			A continuación se sometió a debate el inciso segundo propuesto por la indicación del H. Senador señor Siebert, que reitera la norma del inciso tercero del precepto vigente modificado de acuerdo a la indicación de S.E. el Presidente de la República que tiene por objeto incorporar una letra d), previamente aprobada por la Comisión con modificaciones, de acuerdo a lo ya expresado a su respecto.



			El H. Senador señor Errázuriz expresó que se ha modificado la ley con la intención de evitar discriminaciones o el ejercicio de atribuciones discrecionales por parte de la administración, respecto a una actividad que aparentemente origina presiones indebidas en todas partes del mundo, y que las concesiones se asignen al que ofrezca cobrar menos, al que sea más barato, al que postule la menor tarifa. Agregó que también se ha buscado evitar que el Estado cobre por cualquier causa, recaude recursos o cobre nuevos tributos por la vía de las concesiones, pese a lo cual no se establece en la ley qué ponderación tendrá el factor tarifas, para decidir la licitación.



			El no establecer en la ley una ponderación para el factor tarifas, continuó expresando, significa entregar su ponderación a las bases de licitación, que puede o no considerar este factor, dándole la incidencia que se estime conveniente, la que puede variarse en cada licitación, con lo cual la intención de privilegiar la menor tarifa no tendría efecto alguno.



			Continuó su intervención manifestando que el tema se había dejado pendiente a fin de definir qué ponderación se le daría a la tarifa, y que no fijarla en la ley permite que el reglamento o la autoridad en el futuro, pues la ley tiene vocación de permanencia, cambie constantemente sus criterios sobre la materia con sólo consignarlo en las bases de licitación respectivas, sin que en definitiva se traspasen a los usuarios los beneficios que pueda aportar la participación de la empresa privada en la concesión de obras públicas, lo que estima un concepto central de la ley.



			Asimismo, expresó que se debe evitar la subjetividad en las licitaciones y que, si bien todos los factores señalados en el artículo 7º son relevantes, considerando que las bases de cada licitación pueden atribuir importancia a cualquiera de ellos, es necesario que la ley asegure un mecanismo transparente que impida asignar las licitaciones con criterios diversos, pues la utilización subjetiva de distintas variables puede traducirse en decisiones subjetivas, lo que resultaría nefasto en procesos que pueden significar el traspaso de monopolios naturales, por lo que estima adecuado establecer una ponderación para el factor que el usuario, a quien se busca beneficiar, ve y siente, cual es el pago que debe hacer por el uso de las obras concesionadas.



			En tal circunstancia, señaló, el inciso final del artículo 7º de su indicación, propone que las bases de licitación definirán la ponderación de cada uno de estos factores para la asignación de las obras, debiendo la estructura tarifaria no tener una ponderación inferior a un 60 %.



			Por su parte, el H. Senador señor Otero expresó que, en su opinión, si la licitación se decide por tarifa puede ocurrir que con posterioridad se pretenda demostrar que con la tarifa ofrecida el proyecto no es rentable, y se solicite reajustar las tarifas previamente determinadas con las cuales algunas personas no participaron de la licitación como podría ocurrir, por ejemplo, en el proceso de licitación de vías realizado en la ciudad de Santiago.



			Los representantes del Ejecutivo señalaron que dependiendo de las características de la obra de que se trate, y el contexto en el cual se está licitando, se puede privilegiar distintos factores, como la mínima tarifa, el subsidio que se requiera por parte del Estado, el plazo, etc.



			Agregaron que en general, y como técnica de licitación, es preferible licitar de acuerdo a una sola variable, evitando comparar distintos factores como plazos y tarifas, debido a la dificultad de efectuar comparaciones o establecer equivalencias entre los distintos factores, como ocurriría si alguien ofrece una menor tarifa y solicita un mayor plazo de concesión, respecto de quien ofrece una mayor tarifa y un menor plazo de concesión, lo que incluso se tuvo presente en una anterior modificación de la ley en que, para salvar la interpretación de la Contraloría General de la República en el sentido que debían considerarse todos los factores para licitar, se estableció expresamente que se puede utilizar uno o más de los factores que señala el artículo 7º para adjudicar la licitación.



			En cuanto al establecimiento en la ley de una ponderación para el factor tarifa, hicieron presente que tal proposición les merecía reparos.



			El primero ya ha sido expresado, y consiste en que obligaría a licitar considerando al menos dos variables, ya que siempre debería considerar la tarifa en el porcentaje que se establezca y usar, además, otro factor de acuerdo a las características de la obra de que se trate, con los consiguientes problemas para comparar o establecer equivalencias entre ellos.



			Continuaron señalando que, supuesto que ese problema sea resuelto, surge otro de aún más difícil solución, cual es que debido a que la ley de concesiones no se utiliza sólo para concesionar obras viales sino que para muchas obras de distinta naturaleza, y que existen proyectos de concesión en que la tarifa será determinada por el mercado, pues funcionan en un régimen de competencia, como ocurriría, por ejemplo, si se licita el derecho a construir estacionamientos sobre o en bienes públicos, en cuyo caso el licitante competirá con los demás estacionamientos existentes en el mercado, lo que le impedirá cobrar más que el precio de mercado.



			En el ejemplo anterior, continuaron señalando, hacer obligatorio ponderar en un porcentaje determinado la estructura tarifaria no es razonable, e incluso puede provocar distorsiones en el mercado, pues si se fija una tarifa menor a la de su competencia se establecen distintos costos, los que soporta quien ha invertido en construir un estacionamiento, incluida la compra del terreno, y quien fija su tarifa en función del total de su inversión o de sus costos, con lo que en definitiva se establece un subsidio en favor del licitante, cuando en realidad se debe buscar que compitan por el costo capital, y el costo capital diferencial en un caso es cuánto vale el terreno y para el otro cuánto vale el derecho a construir sobre un terreno fiscal.



			Desde otro punto de vista, expresaron, no es adecuado cifrar la transparencia del proceso de licitación exclusivamente en el artículo 7º, ya que la generalidad de la ley está de acuerdo al propósito y espíritu de hacer el proceso transparente y efectivo en beneficio de los usuarios y concesionarios, estableciendo requisitos y condiciones a las actuaciones del Estado, lo que está de acuerdo con las modificaciones propuestas a esta ley de concesiones. 



			Lo que está en discusión en este artículo son los factores de adjudicación, es decir, cómo se decide la licitación entre estos postulantes, que ya han calificado técnicamente, una vez hecho un proceso de competencia transparente y donde efectivamente se garantiza la libre participación de todos aquellos que reúnen las condiciones establecidas en la ley.



			De acuerdo al debate de esta proposición y atendidas las razones expuestas antes reseñadas, el H. Senador señor Errázuriz retiró el inciso final propuesto en su indicación, quedando en consecuencia aprobada la norma de acuerdo a lo resuelto antes de esta reapertura del debate.



			A continuación, vuestra Comisión analizó el inciso tercero del artículo 7º propuesto en la indicación del H. Senador señor Siebert.



			Su autor manifestó que previamente presentó una indicación para suprimir el factor pagos ofrecidos por el oferente al Estado, y que posteriormente la Comisión aprobó una norma tendiente a establecer que dichos pagos sólo procederán en caso que el Estado entregue bienes o derechos para ser utilizados en la concesión, por lo que propone en este inciso establecer un límite a dichos pagos, que estaría constituido por el valor económico de los bienes o derechos que traspase.



			En el seno de vuestra Comisión se manifestó que resultaba conveniente la norma en cuanto limita los pagos del oferente al Estado al valor económico de los bienes o derechos entregados para ser usados en la concesión, pero que debía contemplarse la posibilidad de cancelar una suma menor a su valor total, para aquellos casos en que se estimare necesario, mediante tal mecanismo, obtener menores tarifas a las que resultarían si se cobrara por el valor total de dichos bienes.



			Con tal propósito, vuestra Comisión acordó modificar la frase final del inciso, estableciendo que los pagos deberán como máximo ser equivalentes al valor económico de los bienes o derechos respectivos.



			Además, se expresó que en la norma no se indica la forma de establecer el valor económico de los bienes o derechos que el Estado entregue para ser utilizados en la concesión, a que se refiere el inciso, y por los cuales el oferente ha de pagar y que, en tales condiciones, su determinación podría generar una eventual fuente de conflictos.



			En tal sentido, se acordó introducir una nueva frase final al inciso propuesto en la indicación, a fin de establecer que el valor de los bienes o derechos que el Estado entregue para ser utilizados en la concesión se determinará mediante peritaje previamente contratado por el Ministerio. 



			Finalmente, los representantes del Ejecutivo solicitaron sustituir la expresión “régimen económico de la concesión” por “régimen económico del contrato de concesión”, por estimar que tal es la expresión correcta.



			Con las modificaciones antes señaladas este inciso fue sometido a votación, siendo aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Otero y Siebert.





			El inciso quinto del artículo 7º propuesto por el H. Senador señor Siebert es similar al actual inciso segundo de la norma vigente, e indica “Las tarifas ofrecidas con su correspondiente reajuste, serán entendidas como tarifas máximas, por lo que el concesionario podrá reducirlas.”.



			Sobre el particular, el H. Senador señor Errázuriz expresó que la indicación que él ha presentado sólo difiere en la frase final del inciso, que señala “pues los concesionarios posteriormente podrán variarla durante el período de la concesión, dentro del máximo preestablecido.”  



			Agregó que le parecía necesario así establecerlo, porque la idea es que el concesionario pueda reducir las tarifas en algún momento durante la vigencia de la concesión, y que también pueda alzarlas con posterioridad dentro del máximo preestablecido, pues de otra forma ningún concesionario estará dispuesto a reducir la tarifa ante la duda de si le será posible volver a alzarla dentro de los máximos preestablecidos.



			Los representantes del Ejecutivo manifestaron su opinión en el sentido que, concordando, con el propósito de la indicación, les parecía necesario modificar la redacción y eliminar la palabra “posteriormente” que rigidiza la norma, ya que la situación actual es que el concesionario siempre puede variar las tarifas, incluso durante el transcurso de un mismo día, existiendo flexibilidad en tal sentido, ya que mediante las variaciones de las tarifas incluso será posible inducir o desincentivar tránsito en distintos horarios, lo que podría verse limitado de incorporarse la expresión posteriormente a la norma.



			Concordando con las razones señaladas, vuestra Comisión acordó modificar el inciso propuesto de la siguiente forma:



			“Las tarifas ofrecidas con su correspondiente reajuste, serán entendidas como tarifas máximas, pudiendo los concesionarios variarlas durante el período de concesión, dentro del máximo preestablecido.”.



			Con la redacción señalada, el inciso fue sometido a votación, siendo aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión HH. Senadores señores Errázuriz, Otero y Siebert.



	Finalmente se aprobó, sin mayor debate, y con la misma votación anterior, el inciso final de la indicación del H. Senador señor Siebert que reproduce el inciso final del texto vigente.





NÚMERO 3

Artículo 9



	El artículo 9º señala las obligaciones del adjudicatario, indicando que consisten en constituir una sociedad chilena o agencia de la extranjera con quien se entenderá celebrado el contrato, en el plazo y con los requisitos determinados por las Bases Administrativas o el Reglamento, cuyo objeto será la ejecución, reparación, conservación y explotación de obras públicas fiscales por el sistema establecido en el artículo 87 del decreto supremo Nº 294, del 1984, del Ministerio de Obras Públicas, y cumplir con los trámites de suscripción y protocolización del decreto respectivo, de acuerdo al artículo 89 del referido decreto supremo.



	La modificación propuesta, consistente en agregar un inciso segundo nuevo a este artículo, establece que los plazos de que dispone el asignatario para el perfeccionamiento del contrato de concesión, son de carácter fatal y no podrán ser inferiores a sesenta días. Además,  señala los efectos a que dará lugar el incumplimiento de dichas obligaciones, entre las cuales se  faculta al Ministerio para asignar nuevamente ese contrato sobre el mérito de la licitación ya efectuada o de llamar a una nueva, en el caso del incumplimiento del primer asignado. 



	La estipulación de que los plazos no podrán ser inferiores a sesenta días tuvo origen en la H. Cámara de Diputados. Esta enmienda tiene por finalidad aumentar el actual plazo, que es de treinta días, dado que es insuficiente para el cumplimiento de las obligaciones que establece el artículo 9º.



	En síntesis, se permite al Ministerio de Obras Públicas, si el contrato de concesión no se perfecciona por el adjudicatario dentro de los plazos fatales señalados, asignar la concesión sin necesidad de llamar a una nueva licitación. En la actualidad, si el contrato no se perfecciona, el Ministerio de Obras Públicas debe llamar a una nueva licitación.



	Los representantes del Ejecutivo manifestaron que la modificación busca hacer expresa una situación existente, ya que si no se produce el perfeccionamiento del contrato el adjudicatario pierde la licitación, sin que el Ministerio pueda adjudicarlo a quien ocupó el segundo lugar, debiendo llamar a una nueva licitación, y que resulta necesario contar con la facultad para así hacerlo, o para llamar a una nueva licitación.



	Sometido a votación, este número fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Ominami, Páez, Thayer y Siebert.





NÚMERO 4

Artículo 19



	El actual artículo 19 del D.F.L. Nº 164, establece las facultades del Ministerio de Obras Públicas para modificar, por razones de interés público, las características de las obras y servicios contratados.  Está estructurado sobre la base de tres incisos, que se pasan a analizar a continuación.



	Su inciso primero establece que el Ministerio de Obras Públicas podrá modificar, por razones de interés público, las características de las obras y servicios contratados y, como consecuencia, las tarifas y subsidios pactados, acordando con el concesionario las indemnizaciones necesarias en caso de perjuicio. Las controversias que se susciten entre el concesionario y el Ministerio, acerca del monto de la indemnización, se resolverán en conformidad a lo señalado en el artículo 35.



	Su inciso segundo preceptúa que el concesionario podrá solicitar la revisión del sistema tarifario y fórmula de reajuste por causas sobrevinientes que así lo justifiquen, de acuerdo con las bases de la licitación que establecerán la forma y plazo en que podrá hacerlo. En los casos en que las bases no contemplaren estas materias, las controversias que se susciten entre las partes se sujetarán a lo dispuesto en el artículo 35 de esta ley. Dicho artículo establece una Comisión Conciliadora compuesta por tres profesionales universitarios: uno designado por el Ministro de Obras Públicas, otro por el concesionario y otro nombrado de común acuerdo por las partes, quien la presidirá. También establece el procedimiento de reclamación.



	Su inciso tercero señala que las modificaciones se harán mediante decreto supremo expedido por el Ministerio de Obras Públicas, el que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda.



	La H. Cámara de Diputados introduce diversas modificaciones a este artículo 19, que versa sobre las facultades del Ministerio de Obras Públicas para modificar, por razones de interés público, las características de las obras y servicios contratados.  En esa virtud propone reemplazar los incisos primero, segundo y tercero y agregar un inciso cuarto, nuevo, que se analizan a continuación.



	El inciso primero propuesto faculta al Ministerio de Obras Públicas para modificar, por razones de interés público, las características de las obras y servicios contratados y, como consecuencia, deberá compensar al concesionario con las indemnizaciones necesarias en caso de perjuicio, acordando con aquel aumentos indemnizatorios sea en el plazo de la concesión, de las tarifas, de los aportes o subsidios u otros factores del régimen económico de la concesión pactados, pudiendo utilizar uno o varios de esos factores a la vez.



	El texto propuesto como inciso segundo indica que las bases de licitación establecerán el monto máximo de la inversión que el concesionario puede estar obligado a realizar en virtud de lo dispuesto en el inciso precedente, así como el plazo máximo dentro del cual el Ministerio podrá ordenar la modificación de las obras en concesión. Si las bases nada dicen a este respecto, el monto máximo de estas nuevas inversiones no podrá exceder el 15% del monto total de la inversión inicial efectuada por el concesionario, según el valor definido después de la entrega definitiva de la obra, ni podrá ser requerida en una fecha posterior al cumplimiento de la mitad del plazo total de la concesión, salvo los casos de expreso acuerdo por escrito de la sociedad concesionaria.



	El inciso tercero sustitutivo señala que las bases de licitación establecerán la forma y el plazo en que el concesionario podrá solicitar la revisión del sistema tarifario, de su fórmula de reajuste o del plazo de la concesión, por causas sobrevinientes que así lo justifiquen, pudiendo hacerlo para uno o varios de esos factores a la vez.  La oración final del inciso es exactamente igual a la última oración del actual inciso segundo del artículo 19 vigente.



	Finalmente, el inciso cuarto, nuevo, que la H. Cámara de Diputados propone agregar al artículo 19 en comento, corresponde al actual inciso tercero de dicho artículo, y dice relación con las modificaciones, las cuales se harán mediante decreto supremo expedido por el Ministerio de Obras Públicas, el que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda.



	A través de la enmienda  del inciso primero se precisa la mecánica aplicable a las nuevas inversiones derivadas de las modificaciones a las obras en concesión. Se establece la obligación de compensar al concesionario, acordando con él las indemnizaciones necesarias en caso de perjuicio, en los términos que indica, acordando con aquél aumentos indemnizatorios sea en el plazo de la concesión, de las tarifas, de los aportes o subsidios u otros factores del régimen económico de la concesión pactados, pudiendo utilizar uno o varios de esos factores a la vez.



	En el inciso segundo se determina que las bases de licitación establecerán el monto máximo que el concesionario puede estar obligado a invertir en caso de que el Ministerio de Obras Públicas haga uso de su facultad de modificar, por razones de interés público, las características de las obras y servicios contratados, así como el plazo máximo dentro del cual podrá hacer uso de dicha facultad. Si nada dicen las bases, el monto máximo de las nuevas inversiones no podrá exceder el 15% del monto total de la inversión inicial, ni podrán ser requeridas después del cumplimiento de la mitad del plazo total de la concesión, salvo expreso acuerdo por escrito del concesionario.



	Mediante la modificación introducida al inciso segundo, que pasó a ser tercero, se permite que el concesionario solicite la revisión del plazo de la concesión por causas sobrevinientes que así lo justifiquen, pudiendo solicitar también la revisión del sistema tarifario o de su fórmula de reajuste, ya sea para uno o varios de estos factores a la vez.



	La oración final del inciso tercero y el inciso cuarto nuevo, propuesto por la H. Cámara de Diputados, corresponden a la oración final del inciso segundo y al actual inciso tercero del artículo 19 vigente.



	Las modificaciones introducidas al artículo 19 del D.F.L. Nº 164, en síntesis, facultan al Ministerio de Obras Públicas para que pueda considerar cualquier factor económico del contrato, incluyendo el plazo de la concesión, para compensar al concesionario por las mayores inversiones realizadas. En la actualidad, no puede compensar al concesionario por la vía de un incremento en el plazo.



	Los representantes del Ejecutivo expresaron que el artículo 19 contempla los casos en que el Ministerio de Obras Públicas, por razones de interés público, ordena al concesionario hacer una nueva obra, ampliarla o modificarla, discutiéndose cuánto y cómo se paga, planteándose dejar explícito que el cómo se paga se puede resolver aplicando cualquiera de los factores económicos de la concesión, incluyendo el plazo, pues actualmente sólo se puede compensar considerando las tarifas y los subsidios.



	La segunda modificación consiste en limitar esta facultad para evitar problemas financieros al concesionario, pues si bien se le resarcirá puede crearle problemas de liquidez, proponiéndose poner limitaciones en las bases o, en subsidio, limitarlo al 15% de la inversión efectuada por el concesionario.



	La tercera modificación tiene por objeto establecer que no es posible ordenar tales modificaciones con posterioridad al cumplimiento de la mitad del plazo de la concesión, salvo que las bases así lo establezcan, o exista acuerdo de las partes. 



	En el seno de vuestra Comisión se consultó respecto a los resguardos que contempla la ley para evitar que, una vez asignada una concesión, mediante la modificación de las características de las obras y servicios contratados, a fin de compensar al concesionario, sea modificado alguno de los factores que pudo tenerse en cuenta para determinar la asignación de la concesión, ya que la posibilidad de alterar las condiciones económicas del contrato de concesión podría dar pábulo a fenómenos de corrupción o que, debido a la subjetividad posible para calificar cuando las ampliaciones son de interés público, se traduzca en descrédito del sistema.



	Los representantes del Ejecutivo expresaron que la ley contempla dos figura paralelas. La del artículo 19, que por razones de interés público permite al Ministerio de Obras Públicas ordenar modificaciones al régimen de concesión, y la del artículo 20, que permite modificarlo por común acuerdo de las partes, y que ambas disposiciones se basan en la imposibilidad de prever todas las situaciones que pueden ocurrir en el futuro.



	Agregaron que en nuestro ordenamiento jurídico la transparencia de los actos de la administración la garantiza la capacidad de los organismos fiscalizadores, como la Contraloría General de la República y la propia Cámara de Diputados, existiendo, incluso, en el caso del artículo 19, la posibilidad de recurrir de protección ante la I. Corte de Apelaciones a fin que se califique si existe o no interés público en la modificación ordenada.



	El riesgo que se busca evitar es que la obra resulte insuficiente, y no pueda modificarse porque el contrato es inmutable durante toda la vigencia de la concesión. Ante la necesidad de modificarla, puede el Estado recomprar la concesión y licitarla nuevamente con las adecuaciones necesarias, o establecer un mecanismo, como los de las normas en comento, que con los resguardos necesarios permitan renegociar las condiciones.



	La primera alternativa tiene el problema que crea incertidumbre a los inversionistas, que temerán que cualquier obra que ha demostrado ser rentable sea candidata a ser expropiada, disminuyendo el interés en invertir en concesiones y, además, que la mayor parte de las concesiones son obras de menor entidad, y el proceso de comprar la concesión, relicitar, etc. es muy complejo y caro.



	Además, expresaron, la posible colusión entre el Ministerio y el concesionario es muy remota y prácticamente imposible, pues participan en tal proceso el concesionario, los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas y sus correspondientes asesores, y su resultado queda sujeto al control de legalidad de la Contraloría General de la República.



	Por último, después de discutirse el alcance de la norma del inciso tercero propuesto, y a fin de no relativizar el contenido de las bases de licitación, que son parte del contrato de concesión que se celebra, vuestra Comisión acordó dejar constancia, para la historia de la ley, que si las bases contemplan normas sobre la materia tales disposiciones deben ser aplicadas, y que el sistema previsto en el artículo 35 sólo opera cuando en dichas bases no se indica la forma y plazo en que por causas sobrevinientes puede el concesionario solicitar la revisión del sistema tarifario, fórmula de reajuste y plazo de la concesión, siendo reclamable la resolución solo cuando opera por causas no previstas en las bases.



	Sometido a votación, este número fue aprobado por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Ominami, Páez, Thayer y Siebert.



	Además, vuestra Comisión analizó la indicación presentada por S.E. el Presidente de la República respecto de este número, que tiene por objeto intercalar en el inciso primero del artículo 19, introducido por el número 4, entre las expresiones “El Ministerio de Obras Públicas” y “podrá modificar”, la siguiente frase: “, desde que se perfeccione el contrato,”.



	Sometida a votación, la referida indicación fue aprobado por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Ominami, Páez, Thayer y Siebert.





	En relación a la letra b), de la H. Cámara de Diputados, que agrega un inciso cuarto, nuevo, los representantes del Ejecutivo señalaron que contempla las formalidades que deben revestir las modificaciones señaladas en los incisos anteriores, similar al inciso tercero del artículo 19 de la ley vigente.



	Sometida a votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión HH. Senadores señores Errázuriz, Martin, Ominami y Siebert.



	Posteriormente, el H. Senador señor Siebert solicitó reabrir debate respecto de este último inciso, formulando indicación para intercalar la expresión “fundado” entre las palabras “supremo” y “expedido”, para establecer que el decreto supremo mediante el cual se harán las modificaciones debe ser fundado.



	Sometida a votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin y Siebert.



NÚMERO 5

Artículo 20



	El artículo 20 de la ley vigente consta de dos incisos.  El primero se refiere al evento que en el futuro la obra resultare insuficiente para la prestación del servicio, y se estimare necesario ampliarla o mejorarla por iniciativa del Estado o del concesionario, caso en el cual la norma determina que se suscribirá un convenio en que se indicarán las condiciones a que ha de sujetarse la ejecución de las obras y su repercusión en el régimen de tarifas.



	De acuerdo a su inciso segundo, el convenio se aprobará por decreto supremo y previo informe de la Dirección que corresponda.



	Mediante este numeral, la H. Cámara de Diputados introduce tres modificaciones al artículo 20.



	La letra a), de este número, sustituye los incisos primero y segundo de este artículo.  Al sustituir el inciso primero agrega a la norma actual que el convenio a que se refiere, debe incluir la repercusión en cualquier otro factor del régimen económico o en el plazo de la concesión y, además, faculta al Ministerio de Obras Públicas para incluir en dicho convenio, como compensación, sólo uno o varios de esos factores a la vez.



	El nuevo inciso segundo determina que sin perjuicio de lo anterior, las bases de licitación podrán contemplar mecanismos de compensación, en el plazo o en cualquier otro factor económico del contrato vigente, para pagar obras adicionales no previstas en este último, en la misma situación del inciso anterior, esto es, si la obra en el futuro resultare insuficiente para la prestación del servicio, y se estimare necesario ampliarla o mejorarla.



	Mediante la letra b) de este numeral, se agrega un inciso tercero, nuevo, que repite la norma del inciso segundo vigente, agregando un nuevo requisito a la aprobación del respectivo convenio, cual es, que el decreto supremo del Ministerio de Obras Públicas emitido previo informe de la Dirección respectiva lleve, además, la firma del Ministro de Hacienda.



	Los representantes del Ejecutivo señalaron que el espíritu de esta disposición es permitir una ampliación significativa de la obra sin relicitar la concesión, a iniciativa del Estado o del concesionario, estableciendo los mecanismos para compensar al concesionario por sus mayores inversiones.



	Las modificaciones, agregaron, permiten incorporar cualquier factor económico de la concesión como mecanismo para compensar al concesionario por la mayor inversión, y establecer que para tales modificaciones no basta la sola firma del Ministro de Obras Públicas requiriendo, además, la firma del Ministro de Hacienda, lo que permite contar con una segunda opinión y aumentando la seguridad de una buena decisión.



	Durante el estudio de la norma, en el seno de vuestra Comisión se manifestó la necesidad de modificarla, a fin de precisar que se aplica no sólo cuando la obra resultare insuficiente sino que también cuando resulte necesaria para la prestación del servicio en los niveles de servicio definidos en el contrato de concesión.



	Con tal propósito se propuso sustituir la frase “insuficiente para la prestación del servicio y se considerare conveniente su ampliación” por  “insuficiente para la prestación del servicio en los niveles definidos en el contrato de concesión y se considerare conveniente su ampliación”. 



	Además, se indicó que resultaba equívoca la frase “se procederá a la suscripción de un convenio complementario con éste”, pues pareciera referirse a la persona del concesionario, en circunstancias que el convenio es complementario al contrato de concesión que se celebra con el concesionario, acordando, para precisar el sentido de la norma, sustituir la expresión “complementario con éste, que acoja”, por “complementario. Este convenio acogerá”.



	Con las modificaciones señaladas, este número fue sometido a votación, siendo aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin y Siebert.





NÚMERO 6

Artículo 21



	La norma vigente determina que desde el perfeccionamiento del contrato y con autorización del Ministerio de Obras Públicas, el concesionario puede transferir la concesión, y constituir sus ingresos en garantía de obligaciones derivadas de la concesión y de su explotación.



	Su inciso segundo establece que dicha cesión deberá ser total y comprender todos los derechos y obligaciones del concesionario, la que sólo podrá hacerse a una persona que cumpla las obligaciones que para el adjudicatario señala el artículo 9º de este cuerpo legal.



	De acuerdo a su inciso tercero, aún cuando entregue en garantía total o parcial los ingresos derivados del contrato de concesión, el concesionario mantendrá la obligación de cumplir el contrato en forma cabal, en las condiciones y en la forma establecida.



	Mediante este numeral la H. Cámara de Diputados reemplaza el artículo 21.



	La nueva norma propuesta determina que el concesionario cumplirá las funciones incorporadas en el contrato de concesión conforme a las normas del derecho público, especialmente en lo referido a sus relaciones con el Ministerio, a las regulaciones sobre construcción y explotación de la obra y al cobro de las tarifas, su sistema de reajuste y las contraprestaciones con el Fisco, que conforman el régimen económico del contrato debiendo, además, cumplir las normas que regulen la actividad dada en concesión.



	Su inciso segundo establece que en sus relaciones económicas con terceros el concesionario se regirá por las normas de derecho privado, pudiendo realizar cualquier operación lícita, sin necesidad de autorización previa del Ministerio de Obras Públicas, con las excepciones establecidas en la ley de concesiones y las que se estipulan en el contrato, facultando expresamente al concesionario, para dar en prenda el contrato o los flujos e ingresos futuros de la concesión para garantizar obligaciones derivadas de dicha concesión, ceder o prendar libremente cualquier pago ofrecido por el Fisco que conste del contrato, sin necesidad de autorización previa del Ministerio de Obras Públicas.



	Sus incisos tercero y cuarto autorizan al concesionario, desde el perfeccionamiento del contrato y con autorización del Ministerio, para transferir la concesión o los derechos de la sociedad concesionaria, con sujeción a las condiciones que establezca el Reglamento, cesión que sólo podrá ser total y a una persona, o grupo de ellas, que cumpla los requisitos para ser licitante, no inhabilitada, y que cumpla con las normas previstas en el artículo noveno.



	Mediante el inciso final se establece que el Ministerio siempre consentirá las transferencias cuando sean consecuencia de la ejecución de obligaciones garantizadas con prenda especial de concesión de obra pública en favor de cualquier entidad sujeta a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos, de Valores, de los Fondos de Inversión, de las Administradoras de Fondos de Pensiones, y de otras personas jurídicas, cuando así se hubiese establecido en las bases de licitación.



	Los representantes del Ejecutivo manifestaron que existen interpretaciones en el sentido que todo el contrato de concesión está regido por normas de derecho público y, por lo tanto, sólo se puede hacer aquello que está expresamente autorizado por la ley, e incluso hay quienes han entendido que todas la actuaciones del concesionario se rigen por el derecho público, lo que no corresponde al espíritu de la ley.



	Agregaron que para evitar tales interpretaciones, el artículo busca hacer explícito que sólo son de derecho público aquellas relativas a las relaciones con el Ministerio, la regulación de los regímenes de construcción y explotación de la obra, el cobro de las tarifas, el sistema de reajuste y las contraprestaciones con el Fisco que conforman el régimen económico del contrato, es decir, todas aquellas materias de derecho público que regulan la actividad específica en que recae la concesión, señalando, a vía ejemplar, que se aplican las normas de la Ley de Tránsito cuando ocurre un accidente en un camino concesionado.  Por último, señalaron que las demás materias, a las que se refiere el inciso segundo, se regulan por normas del derecho privado.



	Con el propósito de evitar que se interprete erróneamente la norma, se acordó dejar constancia del espíritu de la misma señalado en los planteamientos anteriores, y precisando que las disposiciones de derecho público no son aplicables a la actividad del concesionario salvo en aquellas que contractualmente lo liguen con el Ministerio o aquellas que deriven de las leyes vinculadas a ese sector de actividad.



	Además, y para que la norma no quede limitada a una interpretación restrictiva, se acordó reemplazar la expresión “Así”, por “Entre otras”, en el inciso segundo de este artículo.



	Respecto de este precepto, el H. Senador señor Siebert formuló indicación a fin de eliminar la expresión final del inciso tercero que señala: “con sujeción a las condiciones que establezca el Reglamento”.



	Teniendo presente que sólo la ley puede establecer limitaciones al dominio y considerando que el propio Reglamento hace mención a las normas de los incisos siguientes, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin y Siebert.



	En relación al inciso quinto, los representantes del Ejecutivo indicaron que contempla todas aquellas personas jurídicas respecto de las que el Ministerio autorizará siempre la transferencia, sin que sea necesario analizar si cumplen con las exigencias que, para los demás casos, establece el inciso anterior, refiriéndose a las entidades financieras sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, de la Superintendencia de Valores y Seguros, o de los Fondos de Inversión regulados por la ley Nº 18.815, o de las Administradoras de Fondos de Pensiones del decreto ley Nº 3.500.   Termina la norma estableciendo igual tratamiento respecto a otras personas jurídicas, cuando así se hubiese establecido en las bases de licitación.



	El H. Senador señor Errázuriz propuso modificar la frase final del inciso quinto a fin de no excluir a nadie de tal posibilidad, proponiendo sustituir “y de otras personas jurídicas, cuando así se hubiese establecido en las bases de licitación.”, por: “y, desde luego, en favor de cualquier otra persona natural o jurídica que haya cumplido los requisitos establecidos en esta ley.”.



	Con las modificaciones antes señaladas, este número fue sometido a votación, siendo aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin y Siebert.



	Como consecuencia de lo aprobado anteriormente el H. Senador señor Siebert retiró la indicación previamente presentada, que tenía por objeto suprimir el inciso quinto de este artículo.





NÚMERO 7

Artículo 25



	La norma actual dispone que las concesiones de que trata esta ley tendrán el plazo de duración que señale el decreto de adjudicación, que no podrá exceder de cincuenta años.



	Además, su inciso segundo indica que el mismo se computará desde la fecha de la total tramitación del decreto antes citado.



	La H. Cámara de Diputados mediante este numeral propone sustituir el inciso segundo, relativo a la duración del plazo de la concesión, a fin de establecer que se computará de acuerdo a lo establecido en las bases de licitación, y que su inicio en ningún caso podrá ser anterior a la fecha de total tramitación del decreto de adjudicación.



	Con esta enmienda al actual texto vigente se procura dejar a las bases de licitación el precisar el inicio del cómputo del plazo de la concesión.



	Los representantes del Ejecutivo señalaron que el propósito de la modificación es eliminar un factor de incertidumbre, que ocasiona el que, de acuerdo a la ley vigente, el plazo de la concesión rige desde la fecha de publicación del decreto de adjudicación, sin tener presente las situaciones reales de retraso, como las que provoca el procedimiento de las expropiaciones, cuando ella es necesaria.   En tal caso, nadie inicia la construcción mientras no tenga toda la faja fiscal asignada o transferida y, como el plazo de concesión rige desde la fecha del decreto señalado, se ha estimado necesario que las bases precisen el momento en que se inicia el cómputo del mismo, que en todo caso nunca podrá ser anterior a la tramitación del decreto de adjudicación.



	Se agregó que, por ejemplo, es posible licitar anteproyectos y de tal forma evitar que seis o siete postulantes hagan ingeniería de detalle cuando los proyectos son muy complejos de desarrollar, ya que la misma resulta muy cara, y que con la modificación propuesta el plazo de concesión en tal caso podría regir desde que el proyecto de ingeniería de detalle este aprobado, es decir, la modificación flexibiliza la norma actual.



	Sometido a votación este número, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin, Ominami, Siebert.



			Posteriormente, los HH. Senadores señores Errázuriz y Siebert formularon indicación para incorporar como inciso tercero, nuevo, el siguiente:



			“Una vez concluido el plazo de las concesiones, las obras deberán ser nuevamente licitadas por el Ministerio de Obras Públicas para su conservación, reparación o ampliación.”.



			Al fundamentar la indicación se expresó que el sistema de concesiones busca que el sector privado participe en la construcción de la infraestructura nacional, permitiendo al Estado destinar sus recursos hacia otras áreas o hacia aquellas obras en que el sector privado no participará por no resultar rentables y que, en tal perspectiva, es conveniente que las nuevas obras que se construyan de acuerdo a las normas de esta ley no se transformen en fuente futura de gastos para el mismo Estado, cuando expire el plazo de las respectivas concesiones, lo que es posible evitar licitándolas nuevamente, ya sea para su conservación, reparación o ampliación.



	Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Otero y Siebert.
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Artículo 27



	La norma vigente preceptúa que la concesión se extingue por el cumplimiento del plazo por el cual fue otorgada, por incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, por mutuo acuerdo entre el Ministerio de Obras Públicas y el concesionario, y por las causales que estipule el contrato de concesión.



	Mediante este número la H. Cámara de Diputados propone reemplazar el artículo 27.



	El texto sustitutivo consta de seis incisos. Su inciso primero, enumera cuatro causales de extinción, y los restantes regulan sus efectos. 



	La primera causal tiene lugar por el cumplimiento del plazo por el que se otorgó la concesión, con sus modificaciones, si procediere.



	La segunda, por incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario impuestas por el contrato de concesión, en cuyo caso el Ministerio de Obras Públicas podrá designar un interventor, quien sólo tendrá las facultades necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión. La resolución en que se lo nombre es reclamable ante la Comisión Conciliadora. El interventor permanece en su cargo hasta que asuma el nuevo concesionario. Los créditos que la sociedad obtenga durante la intervención preferirán a cualquier otro incluso a los de la prenda especial de concesión. El Ministerio deberá proceder a licitar o a subastar públicamente el contrato de concesión por el plazo que le reste, al mejor postor y sin mínimo, dentro de los ciento ochenta días siguientes a la extinción, en caso que la concesión se extinguiere por esta causal. Las bases establecerán los requisitos que deberá cumplir el nuevo concesionario, los que no podrán ser más gravosos que los impuestos por las bases y el contrato al concesionario original. La extinción de la concesión por incumplimiento grave hará exigibles los créditos que se encuentren garantizados con prenda especial de concesión de obra pública. Se harán efectivos en el producto de la licitación o subasta, siendo el remanente de propiedad de la concesionaria. La licitación o subasta pública del contrato de concesión producirá el alzamiento de la prenda especial de concesión de obra pública, a menos que los acreedores prendarios consintieren por escrito en que no se produzca la exigibilidad antes señalada y en que se mantenga la prenda especial.



	La tercera causal de extinción es el mutuo acuerdo entre el Ministerio de Obras Públicas y el concesionario. Se especifica que el Ministerio sólo podrá concurrir al acuerdo si los acreedores prendarios aceptan la extinción o consintieren  previamente y por escrito la extinción anticipada de la concesión. Estos acreedores  prendarios son aquellos que tienen constituida en su favor prenda especial de concesión de obra pública.



	Finalmente, la norma considera como cuarta causal de extinción, las estipuladas en las bases de licitación.



	Los representantes del Ejecutivo reiteraron que el artículo señala las causales de extinción de la concesión, y que se ha estimado necesario modificar la norma atendido que la segunda de ellas, el incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, que no es posible prever, deja a los acreedores del concesionario en la indefensión, y para corregir la tercera, que corresponde al mutuo acuerdo del concesionario y el Ministerio.



	En relación al incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, se indicó que extingue el contrato, extingue el derecho de concesión y cualquier bien o derecho o activo sobre el cual hacer efectivas las acreencias, quedando sus acreedores en una situación más desventajosa que cuando hay quiebra del concesionario.



	Con la modificación propuesta, tal incumplimiento grave se trata en forma parecida al de una quiebra con continuidad de giro, designándose un interventor, relicitándose la concesión por el plazo que resta del contrato, y el producto de la relicitación se destina en primer lugar, a pagar las acreencias surgidas durante el período de intervención, en segundo, a pagar a las acreencias caucionadas con la prenda especial de concesión, correspondiendo el remanente, si lo hubiere, al concesionario.



	Respecto al mutuo acuerdo entre Ministerio y concesionario, se ha estimado que posibilita acciones en perjuicio de los acreedores, y lo que se propone, para mayor seguridad de los acreedores, es que el Ministerio sólo pueda acceder a la extinción anticipada de la concesión si los acreedores prendarios del concesionario lo consienten previamente.



	Con las modificaciones propuestas, concluyeron, se busca evitar que los acreedores del concesionario sean sorprendidos por una extinción anticipada del contrato.



	El H. Senador señor Siebert formuló indicación para sustituir este número por el siguiente:



	“8.- Sustitúyese el artículo 27 por el siguiente:



	Artículo 27.-  La concesión  se extinguirá por las siguientes causales:



	1. Cumplimiento del plazo por el que se otorgó, con sus modificaciones, si procediere.



	2. Incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario.



	3. Por mutuo acuerdo entre el Ministerio de Obras Públicas y el concesionario.  El Ministerio sólo podrá concurrir al acuerdo si los acreedores que tengan constituida a su favor la prenda establecida en el artículo 42 consintieren en alzarla o aceptaren previamente, y por escrito, dicha extinción anticipada.



	4. Las que se estipulen en las bases de licitación.



	El incumplimiento grave será declarado por el Ministerio de Obras Públicas en una resolución en la que, además, deberá proceder a la designación de un interventor, quien sólo tendrá las facultades necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión.  Esta resolución será reclamable, en los diez días contados desde su notificación, ante la Comisión que se establece en el artículo 35.



	Producida la extinción de la concesión por incumplimiento grave del concesionario, el Ministerio deberá proceder a licitar o a subastar públicamente el contrato de concesión por el plazo que le reste, al mejor postor y sin mínimo, dentro de los ciento ochenta días siguientes a la extinción.  Las bases establecerán los requisitos que deberá cumplir el nuevo concesionario, las que no podrán ser más gravosas que las impuestas por las bases de licitación y el contrato de concesión al concesionario original.  Al asumir el nuevo concesionario, cesará en sus funciones el interventor que se haya designado de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior.



	La extinción  de la concesión por incumplimiento grave hará exigibles los créditos que se encuentren garantizados con la prenda especial establecida en el artículo 42.  Ellos se harán efectivos en el producto de la licitación o subasta del contrato, siendo el remanente de propiedad de la concesionaria.  En el evento de que durante la intervención la concesionaria hubiere contratado créditos con la aprobación de los acreedores antes señalados, y dichos créditos fueren exigibles, se harán efectivos en el producto de la referida subasta con preferencia a los garantizados con la prenda especial de concesión de obra pública.”.



	Su autor manifestó que su proposición modifica la redacción de las normas sobre extinción de concesión, y establece que, para que los créditos que contrate el interventor tengan preferencia sobre los garantizados con la prenda especial de concesión de obra pública, deben haber sido contratados con la aprobación de dichos acreedores prendarios.



	Los representantes del Ejecutivo estimaron que la indicación perfecciona la norma propuesta por la H. Cámara de Diputados.



	Vuestra Comisión estudió especialmente la norma propuesta en el inciso segundo, en cuanto a la posibilidad que el Ministerio de Obras Públicas por sí y ante sí declare el incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario y, en consecuencia, proceda a designar un interventor de la concesión, resolución que podría tomar sin conocimiento del concesionario y prestarse para abusos de la administración.  Sin embargo, luego de analizar detalladamente el conjunto de las normas aplicables, concluyó que, de acuerdo a las modificaciones propuestas para el artículo 35, la sola presentación de la reclamación del concesionario ante la Comisión Conciliadora suspende los efectos de dicha resolución, evitándose que la sola declaración de incumplimiento grave, realizada por el Ministerio, le permita intervenir la concesión.



	Sin perjuicio de lo señalado, acordó modificar el inciso, a fin de expresar la forma en que se realizará la notificación al concesionario, de la resolución del Ministerio que declara el incumplimiento grave, agregando a la palabra “notificación” la expresión “mediante su publicación en el Diario Oficial”.



	Al estudiar el inciso tercero de la indicación, acordó modificar su oración inicial, que señala: “Producida la extinción de la concesión por incumplimiento grave del concesionario, el Ministerio deberá proceder a licitar o a subastar públicamente el contrato de concesión por el plazo que le reste,”.



	Al así hacerlo, tuvo presente que no es posible licitar o subastar el contrato de concesión si la concesión se ha extinguido; por ello estimó necesario precisar los términos de la norma, y se acordó sustituir la expresión “extinción de la concesión” por “extinción del contrato de concesión vigente,”.



	Con igual propósito, y debido a que en la redacción de la norma no queda suficientemente claro que no basta el incumplimiento grave para que se aplique la disposición, ya que la resolución de que se trata puede ser objeto de los recursos a que da lugar la aplicación del inciso anterior, se acordó agregar a la frase inicial de este inciso, que se refiere al incumplimiento grave del concesionario, la exigencia de que el mismo esté “debidamente establecido de acuerdo a las normas de la presente ley”.



	Por último, respecto del inciso final de la norma, se acordó modificar la frase “siendo el remanente de propiedad de la concesionaria”, precisándola e intercalando la expresión “,si lo hubiere,” después de la palabra “remanente”.



	Con las modificaciones señaladas, la indicación fue sometida a votación siendo aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin, Ominami y Siebert.
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Artículo 35



	El artículo 35 de la ley vigente crea una Comisión Conciliadora ante la cual podrán elevarse las controversias motivo de la interpretación o aplicación del contrato, sin perjuicio de las atribuciones del Poder Judicial y de la Contraloría General de la República.   La integrarán tres profesionales universitarios, designado uno por el Ministro de Obras Públicas, otro por el concesionario y, el tercero que la presidirá, de común acuerdo o, en su defecto, por el Presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago.



	Su inciso tercero establece que la Comisión fijará sus normas y procedimientos, buscando la conciliación entre las partes, pudiendo realizar recomendaciones y proposiciones de avenimiento.



	De acuerdo a su inciso cuarto, y sin perjuicio de lo anterior, cuando el Ministerio de Obras Públicas solicite declarar la extinción de la concesión por incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario o por las causales estipuladas en el contrato de concesión, el concesionario podrá reclamar tal decisión ante esta Comisión, en el plazo de 15 días, contado desde la respectiva notificación.



	Su inciso quinto determina que la Comisión debe resolver dentro del plazo de treinta días y que, de no producirse conciliación, el Ministerio dictará una resolución para declarar extinguida la concesión, la que no producirá efecto mientras esté pendiente el plazo para interponer el recurso señalado en el inciso siguiente.



	Por su parte, el inciso sexto contempla un recurso de reclamación para ante la Corte de Apelaciones, el que se tramitará de acuerdo a las normas de los artículos 69 a 71 de la ley orgánica Constitucional del Banco Central de Chile y a las siguientes disposiciones:



- El plazo para interponer el recurso se cuenta desde la notificación al concesionario de la resolución;



- No es exigible la boleta de consignación;



- Acogido a tramitación el reclamo se dará traslado al Director General de Obras Públicas, y



- Si no hubiere sentencia judicial ejecutoriada transcurrido un año desde la interposición del reclamo, se faculta al Fisco, a través del Ministerio de Obras Públicas, para intervenir la concesión.



	Por último, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso final de este artículo, las normas que regulen la intervención serán establecidas en un reglamento, aprobado por decreto supremo, expedido a través del Ministerio de Obras Públicas.



	Mediante este número, la H. Cámara de Diputados propone introducir diversas modificaciones al artículo 35 vigente.  La letra a) de este número agrega un nuevo inciso cuarto, y su letra b) sustituye los incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo del actual texto.



	El nuevo inciso propuesto en la letra a) contiene una norma que permite a los acreedores, que hayan constituido a su favor la prenda especial de concesión de obra pública, comparecer en los procedimientos conciliatorios a que diere lugar la aplicación de esta ley, siempre que tuvieren interés.



	La letra b) sustituye los incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo.



	El inciso cuarto propuesto establece que la sola presentación de la reclamación dirigida en contra de una resolución o decisión del Ministerio, suspenderá los efectos de ésta, excepto aquella resolución que faculta a esa Cartera de Estado para declarar la intervención de la concesión que se dicta cuando el concesionario interrumpe injustificadamente la obra o el servicio se encuentra gravemente afectado, de la cual podrá reclamarse ante la Comisión Conciliadora.



	El inciso quinto establece el plazo de treinta días para resolver y si no se produjere la conciliación, el concesionario podrá solicitar de la Comisión, dentro del plazo de cinco días, que se constituya en tribunal, o recurrir, en el mismo plazo, ante la Corte de Apelaciones de Santiago. En el primer caso, la Comisión seguirá integrada por los mismos miembros y tendrá el plazo de treinta días para fallar, durante el cual se mantendrá la suspensión de los efectos de la resolución o decisión del Ministerio. El fallo de la Comisión no será susceptible de recurso alguno.



	La H. Cámara de Diputados, durante la discusión de esta norma, en virtud de lo dispuesto en el artículo 74 de la Constitución Política del Estado, y 16 de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, consultó la opinión de la Excma. Corte Suprema acerca del inciso anteriormente comentado, la que señaló que no divisa inconveniente alguno para que la Comisión Conciliadora que se establece en el artículo 35, realice las funciones de conciliación y avenimiento que se le entregan en los casos que se señalan, pero expresa su desacuerdo en orden a que esa misma Comisión, integrada por particulares pueda constituirse en Tribunal para resolver las correspondientes reclamaciones por la sola voluntad unilateral del concesionario y sin que se especifique cual sería la calidad o naturaleza de dicho tribunal, todo lo cual a su parecer pugna con el ordenamiento constitucional y legal.



	En consecuencia, la Excelentísima Corte sugirió, sustituir el inciso quinto por el siguiente:



	“La Comisión deberá procurar la conciliación dentro del plazo de treinta días y si ésta no se produjere, el concesionario podrá recurrir, dentro del plazo de cinco días de vencido aquel término, ante la Corte de Apelaciones de Santiago, manteniéndose la suspensión de los efectos de la resolución reclamada, mientras este Tribunal no resuelva sobre ella.”.



	El inciso sexto nuevo, propuesto por la H. Cámara de Diputados, sustituye al actual, y por el se dispone que el reclamo se tramitará ante la Corte de Apelaciones conforme al procedimiento establecido en los artículos 69 a 71 de la ley 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central, con la excepción de la no exigencia de boleta de consignación y de que el traslado del recurso se hará al Director General de Obras Públicas.



	Durante el debate de este inciso vuestra Comisión tuvo presente la opinión de la Excma. Corte Suprema, la que consultada sobre éste, señaló que no le merece observación y que concuerda con esta enmienda.



	Finalmente, el nuevo inciso séptimo que la H. Cámara de Diputados propone, señala que si el concesionario no solicitare de la Comisión que falle como tribunal, ni interpusiere el recurso, quedará a firme la resolución o decisión del Ministerio, sin perjuicio del derecho del concesionario a impugnarla conforme a las reglas generales.



	El inciso anteriormente transcrito, también fue consultado a la Excma. Corte Suprema, en virtud de las normas constitucionales y legales invocadas precedentemente. Dicha Corte, consecuente con la sugerencia que formulare para la redacción del inciso quinto, propone la siguiente redacción:



	“Si el concesionario no interpusiere el recurso ante la Corte de Apelaciones, quedará a firme la resolución o decisión del Ministerio, sin perjuicio del derecho del concesionario para impugnarla conforme a las reglas generales.”.



	Al analizar este artículo, y considerando que la Comisión Conciliadora tiene por función el resolver eventuales controversias originadas ya sea por la interpretación o por la aplicación del contrato, entre el concesionario y el Ministerio de Obras Públicas y que, con las modificaciones propuestas, incluso puede llegar a tener facultades decisorias, vuestra Comisión acordó sustituir la expresión “un profesional universitario nombrado de común acuerdo por las partes, quien la presidirá” por “un abogado nombrado de común acuerdo por las partes, quien la presidirá”.



	Durante el estudio de las modificaciones propuestas por la H. Cámara de Diputados, se tuvo presente que, respecto del inciso quinto, nuevo, la Excma. Corte Suprema expresó “su desacuerdo en orden a que esa misma Comisión, integrada por particulares pueda constituirse en Tribunal para resolver las correspondientes reclamaciones por la sola voluntad unilateral del concesionario y sin que se especifique cual sería la calidad o naturaleza de dicho tribunal, todo lo cual a nuestro parecer pugna con el ordenamiento constitucional y legal.”.



	Sobre el particular, se indicó que de acuerdo a la norma vigente la Comisión Conciliadora no tiene facultades decisorias, sino sólo facultades para hacer recomendaciones y proposiciones de avenimiento, pero que, las modificaciones propuestas por la H. Cámara de Diputados le confieren poder decisorio, cuando no se logra avenimiento y el concesionario opta por recurrir ante ella para que falle la controversia, y no a la I. Corte de Apelaciones de Santiago.



	Sobre esta última modificación es que opina la Excma. Corte Suprema, manifestándose contraria a que una Comisión integrada por particulares se transforme en un Tribunal cuya calidad o naturaleza se desconoce, por la sola voluntad de una de las partes.



	A fin de superar las objeciones planteadas vuestra Comisión acordó modificar la norma propuesta como inciso quinto por la H. Cámara de Diputados, sustituyendo “tribunal” por “Comisión Arbitral”, intercalando la frase “actuará de acuerdo a las normas fijadas para los árbitros arbitradores”, entre las palabras “Comisión” y “seguirá”, precisando, de esta forma, la naturaleza de la instancia y el procedimiento que ha de seguirse por la Comisión cuando se constituye en Comisión Arbitral.  Además, acordó también eliminar la expresión “seguirá integrada por los mismos miembros”, estimándola innecesaria por obvia, ya que está claro quienes son los miembros de la Comisión. Por último, en la frase final del inciso, acordó sustituir la expresión “la Comisión” por “esta Comisión”, a fin de aclarar que la norma se refiere a la Comisión constituida en Comisión Arbitral, y no a la Comisión Conciliadora.



	Finalmente, vuestra Comisión acordó modificar el inciso séptimo propuesto por la H. Cámara de Diputados, a fin de concordarlo con las modificaciones anteriores, sustituyendo las expresiones “Si el concesionario no solicitare de la Comisión que falle como tribunal, ni interpusiere el recurso,” por “Si el concesionario no interpusiere recurso ante la Comisión Arbitral, ni ante la Corte de Apelaciones,”.



	Con las modificaciones propuestas, este número fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin y Ominami.



			Como consecuencia de lo aprobado anteriormente el H. Senador señor Siebert retiró la indicación formulada para sustituir los actuales incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo, que tenía por objeto dar el tratamiento de tribunal arbitral a la Comisión Conciliadora.

- - - - - -



			Cabe hacer presente que vuestra Comisión acordó dejar constancia  de su opinión en el sentido que, si bien la H. Cámara de Diputados consultó el parecer de la Excma. Corte Suprema respecto de este artículo, no resulta necesario realizar nuevamente tal trámite, pues los cambios introducidos al artículo no son sustanciales respecto de la norma previamente conocida por dicho tribunal, como lo requiere el artículo 16 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional.



- - - - - -
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Artículo 36



	La norma vigente permite que el Ministerio de Obras Públicas designe un interventor, con todas las facultades para velar por la mantención de los servicios objeto de la concesión, cuando el concesionario suspenda el pago de sus obligaciones de dinero o sea declarado en quiebra.



	Mediante este numeral la H. Cámara de Diputados propone sustituir este artículo.



	La norma propuesta determina que en caso de que el concesionario interrumpa injustificadamente la obra o el servicio se encuentre gravemente afectado, el Ministerio de Obras Públicas podrá declarar la intervención de la concesión, resolución que será reclamable ante la Comisión Conciliadora



	Su inciso segundo, dispone que dicho interventor tendrá las facultades necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión y regula la oportunidad y forma en que éste cesará en su cargo, señalando que lo hará en cuanto el concesionario reasuma sus funciones, bastando para ello su expresión de voluntad formal y por escrito, en tal sentido, aprobada por la Comisión Conciliadora.   Además, el inciso dispone que si después de 90 días del nombramiento del interventor, no reasume el concesionario, se entenderá que hay incumplimiento grave, y se aplicará lo dispuesto en el artículo 27 para tal evento.



	Durante su discusión el H. Senador señor Siebert formuló indicación para sustituir este número, por el siguiente:



	“10.- Sustitúyese el artículo 36 por el siguiente:



	Artículo 36.- En caso de que el concesionario interrumpa injustificadamente la obra o el servicio se encuentre gravemente afectado, el Ministerio de Obras Públicas podrá declararlo así y designar un interventor, en una resolución que será reclamable ante la Comisión Conciliadora.



	El interventor designado de conformidad a lo señalado en el inciso anterior sólo tendrá las facultades necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión.  Cesará en su cargo en cuanto el concesionario reasuma sus funciones, para lo cual bastará la expresión de voluntad de éste en tal sentido, formal y por escrito, aprobada por la Comisión Conciliadora.  En todo caso, si después de 30 días del nombramiento del interventor, el concesionario no reasume, se entenderá que hay incumplimiento grave, y se aplicará lo dispuesto en el artículo 27.”.



	Según manifestó su autor, la indicación tiene por objeto mejorar la redacción del inciso primero, y disminuir el plazo, de noventa a treinta días, para que el concesionario resuma sus funciones sin entenderse que hay incumplimiento grave.



	Los representantes del Ejecutivo manifestaron su conformidad con la indicación,  agregando que el sentido del artículo es otorgar una facultad especial al Ministerio para que, ante el abandono de la obra o cuando el servicio se encuentre gravemente afectado, pueda nombrar inmediatamente un interventor para que la obra siga funcionando, ya que se trata de una interrupción injustificada de un servicio respecto del que existe un interés público en que funcione ininterrumpidamente, como lo expresa el artículo 23.  Continuaron expresando que esta resolución es reclamable, siendo éste el único caso en que el reclamo no interrumpe los efectos de la resolución, -la designación del interventor-, fijándose un plazo fijo para que el concesionario reasuma sus funciones, vencido el cual, se entiende que hay incumplimiento grave de sus obligaciones.



	Respecto a la posibilidad de intervención arbitraria, señalaron que procedería el recurso de protección, por estar siendo despojado indebidamente el concesionario de su derecho de propiedad sobre los derechos emanados del contrato. 



	El H. Senador señor Errázuriz, estimó más adecuada la norma vigente, manifestando su preocupación en relación a este precepto que no establecería conductas objetivas, como es la suspensión del pago de las obligaciones en dinero o la quiebra, ya que establecer que la interrupción del servicio es injustificada, o que se encuentre gravemente afectado el servicio, importa una valoración que realizará el propio Ministerio, sin que el concesionario pueda interrumpir los efectos de la resolución que lo declare así, señalando que debiera ser un tercero ajeno al contrato quien determine la existencia de las circunstancias que justifican la intervención.



	Sometida a votación, la indicación fue aprobada por dos votos contra uno, sustituyéndose el número 10 aprobado por la H. Cámara de Diputados.



	Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Siebert y Zaldívar, don Andrés, y por su rechazo el H. Senador señor Errázuriz.



			Posteriormente, el H. Senador señor Siebert solicitó reapertura del debate respecto de esta norma.



			Al así hacerlo, señaló que el texto del artículo previamente aprobado había sido objetado por el H. Senador señor Errázuriz, motivo por el cual analizó nuevamente el tema, elaborando una indicación que tiene por objeto sustituir el artículo por el siguiente:



			"Artículo 36.- En caso de que el concesionario interrumpa injustificadamente la obra amenazando gravemente el cumplimiento del contrato de concesión, o que el servicio se encuentre gravemente afectado según los niveles definidos en las bases, el Ministerio de Obras Públicas podrá declararlo así y designar un interventor en una resolución fundada que será reclamable ante la Comisión Conciliadora.



			El interventor designado de conformidad a lo señalado en el inciso anterior sólo tendrá las facultades necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión.  Cesará en su cargo en cuanto el concesionario reasuma sus funciones, para lo cual bastará la expresión de voluntad de éste en tal sentido, formal y por escrito, aprobada por la Comisión Conciliadora.  En todo caso, si después de treinta días de la designación del interventor, el concesionario no reasume, se entenderá que hay incumplimiento grave, y se aplicará lo dispuesto en el artículo 27.".



			El H. Senador señor Errázuriz manifestó que el plazo de treinta días resulta muy breve, en consideración a que la Comisión Conciliadora demorará treinta días en constituirse, comenzar a estudiar los antecedentes, etc., por lo que, teniendo presente que la H. Cámara de Diputados aprobó un plazo de 90 días, solicita que la indicación se modifique en tal sentido.



			Los representantes del Ejecutivo manifestaron su acuerdo con extender el plazo a 90 días, pues tal lapso haría posible al concesionario solucionar problemas que no es posible resolver en treinta días, y reasumir la concesión.



			Durante el estudio de la indicación, el H. Senador señor Errázuriz solicitó dejar constancia, para la historia fidedigna del establecimiento de la ley, que en el caso de las intervenciones de que trata el artículo 36 son aplicables las normas del artículo 35



			Sometida a votación, sustituyendo la expresión “30 días” por “90 días”, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Otero y Siebert.





NÚMERO 11

Artículo 37



	La norma vigente, ante la eventualidad que sea declarada la quiebra del concesionario, regula la situación que se produciría si la primera junta ordinaria de acreedores del concesionario en quiebra determina continuar el giro del concesionario, o acuerda la subasta de la concesión, señalando que deberá procederse a la subasta si no se produjere acuerdo sobre una u otra de estas materias.



	De acuerdo a su inciso segundo, para la subasta se deberán respetar los términos, beneficios y condiciones del contrato de concesión primitivo, no pudiendo el mínimo de las posturas ser inferior a los dos tercios de la inversión efectuada por el concesionario en la primera subasta, ni inferior a la mitad de la misma en segunda subasta, y que a falta de postores la tercera subasta se efectuará sin mínimo.



	Su inciso tercero hace aplicable las normas del artículo 21 a la adjudicación de la concesión y, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso cuarto, si la junta de acreedores acuerda la continuación efectiva del giro del concesionario, ésta se regulará por las normas de los artículos 112 y siguientes de la ley Nº 18.175, Ley de Quiebras.



	Mediante este número, la H. Cámara de Diputados introduce dos modificaciones a este artículo.



	La primera, contenida en la letra a), sustituye el inciso cuarto por otro que señala que en el evento de que la junta de acreedores acordare la continuación efectiva del giro del concesionario, ésta no estará sujeta a otro plazo de término que lo que reste del contrato de concesión. En lo demás, se regulará por lo previsto en los artículos 112 y siguientes de la ley 18.175. O sea, se precisa que el giro del concesionario continuará por lo que reste del contrato de concesión.



	La segunda, contenida en la letra b), incorpora un  inciso quinto, que establece la participación de un representante del Ministerio que vele por la mantención del servicio objeto de la concesión, en caso de quiebra del concesionario.



	Es así como señala que en caso de quiebra, el Ministerio nombrará un representante para que, actuando coordinadamente con el síndico y la junta de acreedores, vele por el mantenimiento del o de los servicios objeto de la concesión, sin perjuicio de que la representación del interés fiscal sea realizada por quien o quienes corresponda.



	Los representantes del Ejecutivo manifestaron que las modificaciones propuestas tienen un doble objetivo.  En el inciso primero establecer que no es obligatorio subastar la concesión, pudiendo continuar su giro, ya que según la Ley de Quiebras la continuidad de giro es por el plazo máximo de un año, prorrogable por una vez.  La segunda modificación, al inciso quinto del artículo, es una corrección a la norma del antiguo artículo 36, que este proyecto sustituye, que establecía que en caso de quiebra el Ministerio nombraba un interventor, modificándose a fin de establecer que el Ministerio nombra un representante, porque quien interviene la empresa concesionaria, en caso de quiebra, es el correspondiente Síndico.



	Agregaron que este tema fue tratado durante el trámite de la ley Nº 19.252, del año 1993, ya que antes de tal modificación la quiebra era una causal de terminación del contrato, y podía producir la indefensión de los financistas de la concesionaria.  Durante el año pasado los Bancos expresaron que resultaba muy riesgoso financiar un proyecto para el cual no hubiere nuevos interesados, y la modificación busca que tales financistas no se vean obligados a liquidar la concesión en dos años, si la concesión puede producir para el pago de sus deudas, usando las normas de administración pro indiviso de la quiebra lo que, aumentando la seguridad de los financistas, disminuye el costo financiero de las obras en concesión.



	Sometido a votación, este número fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Siebert y Zaldívar, don Andrés.





NÚMERO 11 BIS, NUEVO

Artículo 38



	Durante la tramitación de la iniciativa, S.E. el Presidente de la República, presentó indicación para incorporar a continuación del Nº 11, un número 11 bis, nuevo, que tiene por objeto agregar al artículo 38 un inciso segundo, nuevo.



	La norma vigente consta de un inciso, que establece que para los efectos de esta ley -ley de concesiones-, se entenderá por obra pública fiscal a cualquier bien inmueble construido, reparado o conservado a cambio de la concesión temporal de su explotación, o sobre bienes nacionales de uso público o fiscales destinados a desarrollar áreas de servicio.



	El inciso propuesto por la referida indicación es del siguiente tenor:

	“En aplicación de esta ley, el Ministerio de Obras Públicas podrá concesionar toda obra pública, que no tenga legalmente definido otro Ministerio, servicio público, Municipio o empresa pública, encargado específica y exclusivamente de esas obras.  Incluso, en estos casos, el ente público competente podrá delegar, mediante convenio de mandato, suscrito con el Ministerio de Obras Públicas, la entrega en concesión de obras de su competencia.”.



	Los representantes del Ejecutivo expresaron que en la H. Cámara de Diputados se agregó, a indicación de un H. Diputado, un artículo 5º, nuevo, a este proyecto de ley, en que hace explícito a las obras de riego las normas de esta ley, estimando insuficiente la mención actual del artículo 38 para las obras de regadío. 



	Agregaron que el Ejecutivo ha presentando indicación para suprimir dicho artículo 5º, y reforzar el sentido de esta ley, en cuanto ley genérica aplicable a toda obra pública que no esté expresamente entregada a otro Ministerio, servicio público, municipio o empresa pública.



	Lo anterior se debe a la preocupación de que una interpretación a contrario sensu, del hecho que para las obras de regadío se dicten normas especiales, reduzca el alcance del artículo 38.  Continuaron señalando que la norma actual del artículo 38 fue fijado mediante la ley Nº 19.252, de 1993, debido a que la Contraloría General de la República interpretó la norma antes existente muy restrictivamente, entendiendo por obra pública sólo aquellas que estaban entregadas normalmente al desarrollo del Ministerio de Obras Públicas, vale decir, edificación pública, vialidad, puertos y aeropuertos y riego.



	Se agregó que existen Municipios que desean hacer obras, y que se busca hacer extensiva la figura del convenio mandato hoy existente en el Ministerio.  Por ejemplo, hay municipios como Providencia o Las Condes que financian puentes de envergadura mediante un mandato con Vialidad, y se busca que en obras que por su envergadura o complejidad técnica los municipios u otras empresas públicas no tengan equipos técnicos, se ponga a su servicio la posibilidad de utilizar los mecanismos de esta ley de concesiones.



	Considerando que la norma opera por exclusión, y a fin de limitar la extensión de la atribución que se confiere al Ministerio de Obras Públicas para concesionar toda obra pública que no tenga encargado específica y exclusivamente otro Ministerio, servicio público, municipio o empresa pública, en el seno de vuestra Comisión se propuso agregar, después de dichas entidades, la mención “u otro ente público”,  y eliminar la expresión “específica y exclusivamente”.



	Con las modificaciones señaladas, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Siebert y Zaldívar, don Andrés.



			Posteriormente, vuestra Comisión reabrió debate sobre este número, por los motivos que a continuación se indican.



			Durante el estudio del artículo 7º de la ley, vuestra Comisión acordó modificar el factor “pagos ofrecidos por el oferente al Estado” los que se limitaron al caso de que éste entregue bienes o derechos para ser utilizados en la concesión.



			Durante el debate suscitado, el H. Senador señor Errázuriz planteó la necesidad de incorporar, a la mención de bienes o derechos, una referencia expresa a los intangibles o espacios físicos o aéreos, que puedan eventualmente ser ocupados con provecho económico por las obras concesionadas, de acuerdo a lo ya señalado en la discusión particular del dicho artículo.



			Los representantes del Ejecutivo expresaron que la expresión derechos utilizada en la letra d) del artículo 7º incluye la expresión intangibles, pero concordaron en la conveniencia de incorporar una norma sobre el particular y, estimando que no tiene directa relación con el pago del oferente al Estado contemplado como factor de adjudicación en el artículo 7º, sugirieron incorporar un nuevo inciso al artículo 38, que contemple la posibilidad de concesionar, conjunta o separadamente a una obra otorgada en concesión de acuerdo a esta ley, el uso del subsuelo y de los derechos de construcción en el espacio sobre los bienes de uso público o fiscales destinados a ellas.



			En tal circunstancia, el H. Senador señor Errázuriz retiró de su indicación la proposición formulada para sustituir el factor pagos ofrecidos por el oferente al Estado en el artículo 7º, y presentó indicación para incorporar como inciso tercero, nuevo, del artículo 38, el siguiente:



			“En las obras que se otorguen en concesión en virtud de esta ley se podrá incluir, conjunta o separadamente, la concesión del uso del subsuelo y de los derechos de construcción en el espacio sobre los bienes nacionales de uso público o fiscales destinados a ellas.  Igualmente, el Ministerio podrá sujetar a concesión o vender dichos derechos estableciendo su conexión física y accesos con la o las obras que se licitan o se encuentran previamente concesionadas.”.



			La unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, así como los representantes del Ejecutivo, concordaron con el texto propuesto.



			Sometida a votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Otero y Siebert.





NÚMERO 12

Artículo 39



	La norma vigente determina que el Ministerio de Obras Públicas será el único organismo que regulará y fijará los límites máximos y mínimos de velocidad en las vías construidas, conservadas, o reparadas por el sistema de concesión de esta ley.



	La H. Cámara de Diputados, mediante este numeral, propone sustituir este artículo, por otro que establece que el Ministerio de Obras Públicas será el único organismo que regulará y fijará los límites máximos y mínimos de velocidad en las vías construidas, conservadas o reparadas por el sistema de concesión de acuerdo a este cuerpo legal y que, en todo caso, los límites máximos no podrán ser inferiores a los establecidos para las mismas situaciones en la legislación del tránsito.



	Los representantes del Ejecutivo manifestaron que el flujo de tránsito de una concesión es función de la circulación, expedición y velocidad de las carreteras. 



	En el seno de vuestra Comisión se tomó conocimiento que mediante un proyecto en estudio ante la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones se entrega a dicho Ministerio la facultad privativa y excluyente de fijar los límites de velocidad en las carreteras.



	En tal consideración y a fin de establecer que la facultad del Ministerio de Obras Públicas es una norma especial para las obras concesionadas, se acordó intercalar la expresión “en forma privativa y especial” después de la palabra “Públicas”, y suprimir la voz “único”.



	Con las modificaciones señaladas, este número fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Siebert y Zaldívar, don Andrés.



	Posteriormente. el H. Senador señor Errázuriz solicitó reabrir el debate respecto de esta norma.



	Al así hacerlo, expresó que, si bien se establece en la ley que para las vías en que se aplique el sistema de concesiones se aplicará la normativa especial que contiene este artículo, existe una superposición de atribuciones sobre la materia y que, en su opinión, quienes diseñan o establecen la calidad de los caminos son los naturalmente capaces de indicar las velocidades a que es posible desplazarse por ellas de acuerdo a sus particulares condiciones, para lo cual, manteniendo la modificación antes señalada y su sentido, formuló indicación para agregar la siguiente frase final al artículo:  “y no podrá hacerlo ninguna otra institución pública o privada que no tenga a su cargo fijar o conservar la calidad de los caminos o rutas.”. 



	Sometida a votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin y Siebert.





NÚMERO 13

Artículos 40, 41 y 42, nuevos



	Mediante este numeral la H. Cámara de Diputados propone agregar tres artículos nuevos, signados con los números 40, 41 y 42, que pasamos a analizar en seguida.



Artículo 40



	El artículo 40, relativo a los accesos y obras de conexión que debe tener una obra en concesión, faculta al concesionario para que cobre una tarifa a los beneficiarios de éstos, previa autorización del Ministerio de Obras Públicas. Señala textualmente que las bases de licitación establecerán los accesos y obras de conexión que debe tener una obra en concesión, incluyendo aquellas que faciliten el uso de los accesos existentes.



	Su inciso segundo estipula que el concesionario, en conformidad con lo dispuesto en las bases de licitación, o en su solicitud, en los casos no previstos en aquéllas, con la autorización previa del Ministerio de Obras Públicas, en ambos casos, el que no podrá denegarla sino por causa justificada, estará facultado para autorizar a terceros interesados nuevos accesos y conexiones a la obra en concesión, y podrá cobrar a estos terceros un pago por el acceso, adicional al costo de las obras necesarias para su habilitación. El monto de estos pagos será convenido entre el concesionario y el o los interesados según lo dispongan las bases de licitación o libremente, en los casos no contemplados en éstas.



	Los representantes del Ejecutivo manifestaron que el propósito de las modificaciones es establecer que las obras de conexión serán las definidas en las bases de licitación; que en tales bases se indicarán las condiciones que deben reunir los accesos para mantener la calidad del servicio de la ruta concesionada, y permitir incorporar en la concesión los beneficios que se generan por una nueva obra. Agregaron que, de acuerdo al artículo 7º aprobado por la H. Cámara de Diputados, ese exceso de rentabilidad debe traducirse en una reducción de tarifas o en una reducción del plazo de la concesión y, por lo tanto, este cobro por la conexión de alguna manera beneficiará a los usuarios.



	Respecto a este número, el H. Senador señor Siebert propuso modificar el inciso primero, sustituyendo la expresión “que faciliten el uso de los accesos existentes” por “que permitan el uso de los accesos existentes que hubieren sido autorizados conforme a derecho”, retirando otra indicación suya que sustituía el inciso primero del artículo 40.



	Según manifestó su autor, la ley debe proteger el derecho de quienes tienen accesos a los caminos por haberlo obtenido de acuerdo a la ley, y no se trata de proteger el uso que de ellos se haga o pueda hacer sin amparo legal, por inmemorial que este sea ya que, si cualquiera pueda libremente establecer conexiones o accesos a los caminos, todo esfuerzo que se realice por construir autopistas o caminos más seguros resultará inútil. 



	Por su parte, el H. Senador señor Zaldívar, don Andrés, solicitó dejar constancia, para los efectos de la historia del establecimiento de la ley, de los motivos tenidos presentes al aprobar esta norma.



	Sometida a votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Siebert y Zaldívar, don Andrés.



	Con la modificación señalada, este artículo fue sometido a votación, siendo aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Siebert y Zaldívar, don Andrés.



Artículo 41



	El artículo 41, nuevo, propuesto por la H. Cámara de Diputados, dice relación con el cobro judicial de las tarifas o peajes cuando su pago sea incumplido por los usuarios.



	Su inciso primero señala que cuando un usuario de una obra dada en concesión incumpla el pago de su tarifa o peaje, el concesionario tendrá derecho a cobrarla judicialmente. Será competente para conocer de ella el juez de policía local del territorio en que se produjo el hecho, el cual deberá, al ordenar dicho pago, imponer al condenado una indemnización compensatoria, de un valor equivalente a cuarenta veces el pago incumplido, más el reajuste según el Índice de Precios al Consumidor entre la fecha del incumplimiento y la del pago efectivo. En la misma sentencia, se regularán las costas procesales y personales, calculándolas con el valor total reajustado de la tarifa e indemnización indicadas.



	Su inciso segundo establece que en el juzgamiento de estas infracciones, constituirán medios de prueba fotografías, videos y cualquier otro medio técnico que el Ministerio de Obras Públicas hubiese autorizado para el control del incumplimiento de los pagos tarifarios.



	La Excma. Corte Suprema, quien fuera consultada acerca de esta disposición, informó que , en su opinión, lo relacionado con el cobro judicial de las tarifas o peajes, cuando su pago sea incumplido por los usuarios, debe quedar entregado a los Juzgados de Policía Local del territorio en que se produjo el hecho, a lo que se podría agregar que tal conocimiento se deberá hacer con arreglo al procedimiento establecido para dichos juzgados en la ley Nº 18.287.



	Respecto de este artículo, S.E. el Presidente de la República presentó una indicación, a fin de sustituir su inciso primero, por el siguiente:



	“Artículo 41.-  Cuando un usuario de una obra dada en concesión incumpla el pago de su tarifa o peaje, el concesionario tendrá derecho a cobrarla judicialmente.  Será competente para conocer de ella el Juez de Policía Local del territorio en que se produjo el hecho, el cual deberá, al ordenar dicho pago, imponer al condenado una indemnización compensatoria en favor del concesionario, de un valor equivalente a cuarenta veces el pago incumplido, más el reajuste según el Indice de Precios al Consumidor entre la fecha del incumplimiento y la del pago efectivo o bien, el valor equivalente a dos unidades tributarias mensuales, estando obligado a aplicar el mayor valor.  En la misma sentencia, se regularán las costas procesales y personales, calculándolas con el valor total reajustado de la tarifa e indemnización indicadas.”. 



	La indicación tiene por objeto precisar que la indemnización compensatoria, a que será condenado el usuario que no pague la tarifa o peaje, se establece a beneficio del concesionario, y establecer como multa mínima el equivalente a dos unidades tributarias mensuales, en forma subsidiaria a la de cuarenta veces el pago incumplido, debiendo aplicarse la mayor de ellas.



	Durante el estudio de esta norma, vuestra Comisión tuvo presente que la Excma. Corte Suprema manifestó estar de acuerdo con entregar a los Juzgados de Policía Local, del territorio donde se cometió el hecho, el conocimiento del cobro judicial de las tarifas o peajes impagos, recomendando agregar que tal conocimiento se hará de acuerdo a las normas de procedimiento establecido para dichos juzgados en la ley Nº 18.287. 



	Con tal propósito, vuestra Comisión acordó intercalar, entre las expresiones “de ella” y “el Juez de Policía Local”, la frase “,de acuerdo al procedimiento establecido en la ley Nº 18.287,”.

	Con la modificación antes señalada, la indicación fue sometida a votación, siendo aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Siebert y Zaldívar, don Andrés.



Artículo 41 bis, nuevo.



			Durante el debate del nuevo artículo 41 de la ley, que permite al concesionario cobrar judicialmente el pago del peaje o tarifa por parte del usuario, vuestra Comisión estimó indispensable legislar también respecto de las plazas de pesaje en relación a las obras concesionadas, debido al deterioro que provoca a las vías la circulación de vehículos con infracción a las normas sobre peso máximo, el que podría resultar más gravoso para el concesionario que el no pago de la tarifa o peaje por parte de un usuario.



			Con tal propósito solicitó a los representantes del Ejecutivo presentar una proposición sobre la materia, quienes formularon la siguiente:



			 “El concesionario podrá instalar plazas de pesaje en la obra concesionada, debiendo obtener autorización del Ministerio de Obras Públicas, quien sólo podrá denegarla por razones técnicas y en resolución fundada que será reclamable ante la Comisión Conciliadora.

			Si no se han establecido normas especiales en el contrato de concesión, se aplicarán aquellas legales y reglamentarias relativas al peso máximo de vehículos y carga. El concesionario tendrá derecho a reclamar de las infracciones a dichas normas ante el Juez de Policía Local del territorio en que se produjo el hecho, quien conocerá de la infracción de acuerdo al procedimiento contenido en la ley Nº 18.287.  Dicho Juez deberá imponer, conjuntamente con las multas establecidas en las normas referidas, una indemnización compensatoria de igual monto en beneficio del concesionario.”.



			Vuestra Comisión debatió la norma propuesta, estimando que permite solucionar el problema planteado, acordando incorporarla como artículo 41 bis, nuevo.



			Sometida a votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin, Siebert y Zaldívar, don Andrés.



Artículo 42



	Finalmente, la H. Cámara de Diputados propone agregar un artículo 42, nuevo, que establece una prenda especial de concesión de obra pública.



	Dicho artículo se encuentra estructurado sobre la base de cuatro incisos, los que se pasan a describir a continuación.



	Su inciso primero establece una prenda especial de concesión de obra pública, la cual será sin desplazamiento de los derechos y bienes prendados. Ella podrá ser pactada por el concesionario con los financistas de la obra o de su operación o en la emisión de títulos de deuda de la sociedad concesionaria. Ella podrá recaer: 



	a) sobre el derecho de concesión de obra pública que para el concesionario emane del contrato;



	b) sobre las acciones de la sociedad concesionaria;



	c) sobre todo pago comprometido por el Fisco a la sociedad concesionaria a cualquier título, en virtud del contrato de concesión, y



	d) sobre los ingresos de la sociedad.



	Su inciso segundo señala que esta prenda deberá constituirse por escritura pública e inscribirse en el Registro de Prenda Industrial del Conservador de Bienes Raíces de Santiago y en el del domicilio de la sociedad concesionaria, si éste fuere distinto. Además, deberá anotarse al margen de la inscripción de la sociedad concesionaria en el respectivo Registro de Comercio. Cuando esta prenda recaiga sobre acciones de la sociedad concesionaria, se anotará, además, en los registros correspondientes de la sociedad.



	Su inciso tercero señala que a esta prenda se aplicará lo dispuesto en los artículos 25, inciso primero; 30; 31; 32; 33; 36; 37; 38; 40; 42; 43; 44; 46; 48, 49 y 50 de la ley Nº 5.687, sobre Prenda Industrial.



	Finalmente su inciso cuarto indica que será competente para conocer de todo litigio y de la ejecución  de esta prenda especial de concesión de obra pública, a elección del acreedor, el Juez de Letras de la ciudad cabecera de la Región en la que se encuentre inscrita la sociedad concesionaria o el de asiento de Corte en que tuviere su domicilio aquél.



	La Excma. Corte Suprema, consultada acerca de la materia del artículo 42, nuevo, en comento, acordó informar favorablemente esta norma, en cuanto a disposición constitucional y legal le corresponde opinar.



			En el seno de vuestra Comisión se expresó que la creación de la prenda especial de concesión de obra pública, a que se refiere este artículo, constituirá un verdadero incentivo para que las empresas privadas participen en el sistema de concesiones y que, al ampliarse las posibilidades de financiamiento para la ejecución de las obras, disminuyen los costos para el concesionario y abre la posibilidad que los usuarios deban cancelar menores tarifas.



			Además, se indicó que la seguridad que a los acreedores del concesionario proporciona tal prenda especial será valorada por los primeros, ya que su posible contratación queda entregada a la voluntad de las partes, que libremente analizarán todos los factores que estimen pertinentes.



			Sin perjuicio de lo anterior, los HH. Senadores señores Errázuriz y Zaldívar, don Andrés, solicitaron dejar constancia que concurrían a la aprobación de esta norma, reservándose el derecho a revisar la disposición durante el estudio del proyecto por la H. Comisión de Hacienda del Senado.



			Sometido a votación este artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin, Siebert y Zaldívar, don Andrés.





ARTICULO 2º



	La H. Cámara de Diputados propone introducir diversas modificaciones en el decreto ley N° 825, de 1974, sobre impuesto a las ventas y servicios, las que indica en dos numerales.



	En el número 1, se modifica el artículo 16, relativo a la base imponible del IVA , agregándose un inciso nuevo en la letra c) de este precepto, que dispone que, en los contratos de construcción de obras de uso público que señala, el costo total de la construcción de la obra considerará todas las partidas y desembolsos que digan relación con la construcción de ella y precisa, además, los componentes de la base imponible para el caso en que la construcción la efectúe el concesionario por cesión.



	Además, se agrega una letra h), que precisa los componentes de la base imponible tratándose de los servicios de conservación o reparación de una obra de uso público cuyo precio se pague con la concesión temporal de la explotación de la obra.



	En el número 2, se intercala al artículo 55, relativo a la oportunidad en que deben emitirse las facturas que señala, un inciso tercero que precisa dicha oportunidad, tratándose de los contratos indicados en el inciso segundo de la letra c) del artículo 16.



	A continuación,  pasamos a describir en forma más detallada estas enmiendas propuestas.



	1.- En el artículo 16:



	---Se propone, agregar en la letra c) un inciso nuevo a fin de señalar que en el caso de contratos de construcción de obras de uso público cuyo precio se pague con la concesión temporal de la explotación de la obra, sea que la construcción la efectúe el concesionario original, el concesionario por cesión, o un tercero, la base imponible estará constituida por el costo total de la construcción de la obra, considerando todas las partidas y desembolsos que digan relación a la construcción de ella, tales como mano de obra, materiales, utilización de servicios, gastos financieros y subcontratación por administración o suma alzada de la construcción de la totalidad o parte de la obra. En el caso de que la construcción la efectúe el concesionario por cesión, la base imponible estará constituida por aquella parte del costo en que efectivamente hubiere incurrido el cesionario, sin considerar el costo facturado por el cedente, en la fecha de la cesión respectiva.



	---Se propone agregar una letra h), nueva, a fin de disponer que en los servicios de conservación, reparación y explotación de una obra de uso público cuyo precio se pague con la concesión temporal de la explotación de la obra, prestados por el concesionario de ésta, la base imponible estará constituida por aquella parte de los ingresos mensuales totales de explotación de la concesión que no deba imputarse al pago de la construcción de la obra respectiva, en la proporción que se determine en el decreto o contrato que otorgue la concesión, sin que aquella parte facturada que no sea base imponible del impuesto, sea considerada operación exenta o no gravada. 



	---Se propone señalar, en el párrafo segundo de esta letra,  que en el caso que los servicios de conservación, reparación y explotación señalados en el inciso anterior de esta letra, sean prestados por el concesionario por cesión, la base imponible estará constituida por los ingresos mensuales de explotación de la concesión de la obra, que no deban imputarse a la amortización de la adquisición de la concesión, en la proporción establecida en el decreto o contrato que otorgó la concesión. Si la cesión se hubiere efectuado antes del término de la construcción de la obra respectiva, la base imponible será equivalente a aquella parte de los ingresos mensuales obtenidos por la explotación de la concesión, que no deba imputarse a la construcción de la obra y al valor de adquisición de la concesión, según la misma proporción señalada anteriormente.



	2. En el artículo 55:



	---Se propone, el siguiente inciso tercero, pasando a ser incisos cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo los actuales incisos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo, respectivamente :



	"Cuando se trate de los contratos indicados en el inciso segundo de la letra c) del artículo 16, la factura deberá emitirse por cada estado de avance o pago que deba presentar el concesionario original o el concesionario por cesión, en los períodos que se señalen en el decreto o contrato que otorgue la concesión respectiva. Respecto de los servicios de conservación,  reparación  y explotación de obras de uso público a que hace referencia la letra h) del artículo 16, la factura correspondiente deberá emitirse dentro del mes en el cual el concesionario perciba los ingresos provenientes de la explotación de las obras.".



	Después de analizar el artículo, vuestra Comisión estimó necesario introducirle correcciones a la redacción del inciso nuevo que se agrega a la letra c) del artículo 16 del Decreto Ley Nº 825, de 1974.



	Con tal propósito, acordó sustituir la expresión “Cuando se trate de” con que se inicia, por “En los”, y reemplazar la palabra “considerando” por “incluirá”, a fin de aclarar que el costo total de la obra a que se refiere incluye todas las partidas y desembolsos que dicen relación con su construcción.



	Sometido a votación, con las modificaciones señaladas, este número fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin y Siebert.





ARTICULO 3º



	La H. Cámara de Diputados propone introducir diversas modificaciones a la ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1º del decreto ley Nº 824, de 1974, las que indica en cuatro numerales.



	En el numeral l, se agregan al artículo 15, referido a la imputación de los ingresos para determinar el Impuesto a la Renta, cinco incisos nuevos (sexto a décimo), que regulan las siguientes materias:



	Por el primero, se dispone que el ingreso respectivo se entenderá devengado en el ejercicio en que se inicie la explotación de la obra, tratándose de contratos de construcción de obras de uso público cuyo precio se pague con la concesión temporal de la explotación de la obra y estará representado por las partidas y desembolsos que digan relación con la construcción de ella.



	Por el segundo, se precisa que el ingreso respectivo también se entenderá devengado en el ejercicio señalado en el inciso anterior, si la construcción la realiza el concesionario por cesión, y será equivalente al costo de construcción en que hubiere incurrido el cesionario, adicionándose el valor de adquisición de la concesión.



	Por el tercero, se señala que el ingreso bruto por concepto de los servicios de conservación, reparación y explotación de la obra dada en concesión se entenderá devengado en la fecha de su percepción y será equivalente a la diferencia que resulte de restar al ingreso total anual, percibido  por concepto de la explotación de la concesión, la cantidad que resulte de dividir el costo de construcción de la obra, descontados los eventuales subsidios estatales, por el número de meses que medie entre la puesta en servicio de la obra y el término de la concesión o, alternativamente, por un tercio de este plazo. No se considerará ingreso el subsidio pagado por el concedente al concesionario original, o al concesionario por cesión, como aporte a la construcción de la obra. No obstante, dicho ingreso deberá documentarse en la forma que señale el Director del Servicio de Impuestos Internos.



	Por el cuarto, se establece cuándo se entenderá devengado el ingreso en el caso en que tales servicios sean prestados por el concesionario por cesión, esto es, en la fecha de su percepción y  será equivalente a la diferencia que resulte de restar al ingreso total anual, percibido por concepto de la explotación de la concesión, la cantidad que resulte de dividir el valor de adquisición de la concesión de explotación, por el número de meses que medie entre la fecha de cesión de la concesión y el término de ésta o, alternativamente, por un tercio de este plazo. 



	Por el quinto, se señala que, si la concesión hubiere sido adquirida por el concesionario por cesión antes del término de la construcción, el ingreso por los servicios de  conservación, reparación  y explotación será equivalente a la diferencia que resulte de restar al ingreso total anual, percibido por concepto de la explotación de la concesión, la cantidad que resulte de dividir el costo total de construcción de la obra, en que efectivamente hubiere incurrido el concesionario por cesión, adicionando a éste el valor de adquisición de la concesión de explotación, por el número de meses que medie entre la fecha de cesión de la concesión y el término de ésta o, alternativamente, por un tercio de este plazo.



	En el numeral 2, la H. Cámara de Diputados agrega un inciso final al artículo 29, que expresa que el ingreso bruto de los servicios de conservación, reparación y explotación de una obra de uso público entregada en concesión, será equivalente a la diferencia que resulte de restar del ingreso total mensual percibido por el concesionario original o concesionario por cesión, por concepto de la explotación de la concesión, la cantidad que resulte de dividir el costo total de la obra o, en el caso del concesionario por cesión, el costo de la obra en que él haya incurrido efectivamente más el valor de adquisición de la concesión, por el número de meses que comprenda la explotación efectiva de la concesión o, alternativamente, por un tercio de este plazo. En el caso que se prorrogue el plazo de la concesión antes del término del período originalmente concedido, se considerará el nuevo plazo para los efectos de determinar el costo señalado precedentemente, por aquella parte del valor de la obra que reste a la fecha de la prórroga. De igual forma, si el concesionario original o el concesionario por cesión asume la obligación de construir una obra adicional, se sumará el valor de ésta al valor residual de la obra originalmente construida para determinar dicho costo. Para los efectos de lo dispuesto en este inciso, deberán descontarse del costo los eventuales subsidios estatales y actualizarse de conformidad al artículo 41, número 7.



	En el numeral 3, la H. Cámara de Diputados, intercala en el artículo 30,  referido a la determinación de la renta bruta de las personas que señala, un inciso quinto, pasando a ser inciso sexto el actual inciso quinto, estableciendo que en el caso de los contratos de construcción de una obra de uso público, el costo representado por el valor total de la obra,  deberá deducirse en el ejercicio en que se inicie la explotación de la obra.



	En el numeral cuatro, la H. Cámara de Diputados, propone sustituir el inciso final del artículo 84, relativo a los contribuyentes obligados a efectuar pagos provisionales mensuales en relación con sus Impuestos de Primera o Segunda Categoría. Al efecto, señala que para los fines indicados en este artículo, no formarán parte de los ingresos brutos el reajuste de los pagos provisionales contemplados en el Párrafo 3° de este Título, las rentas de fuente extranjera a que se refieren las letras A y B del artículo 41 A y el ingreso bruto a que se refiere el inciso sexto del artículo 15.



	Sometido a votación sin mayor debate, este artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin y Siebert.





ARTICULO 4º



	La H. Cámara de Diputados propone, mediante este artículo, introducir una modificación a la ley general de bancos tendiente a calificar la prenda especial de concesión de obra pública como una garantía que habilita a un banco para prestar a una misma persona hasta el 25% de su capital pagado y reservas, incorporándola entre las garantías que  en el artículo 84  de esa ley se enumeran.



	Con esta finalidad se introducen las siguientes modificaciones en el inciso tercero del Nº 1  del artículo 84 del decreto con fuerza de ley Nº 252, de 1960, Ley General de Bancos:



	a) Elimínase la conjunción "y" que sigue al punto y coma (;) con que termina su letra b).



	b) Sustitúyese el punto aparte (.) con que termina su letra c) por un punto y coma (;) y agrégase, a continuación de éste, la conjunción "y".



	c) Agrégase a continuación de su letra c), la siguiente letra d), nueva:



	"d) La prenda especial de concesión de obra pública contemplada en el decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas.".



	Durante la discusión de este precepto en vuestra Comisión, el Ejecutivo formuló indicación para suprimir este artículo señalando que esta disposición tuvo origen en la H. Cámara de Diputados y no estaba contemplada en el Mensaje.

	El representante del Ministerio de Hacienda al fundamentar la indicación señaló que, en primer término, las concesiones de obras públicas fueron objeto de preocupación legislativa para efectos de márgenes de crédito con el sistema financiero, como consta del artículo 8º, Nº 2 de la ley Nº 19.301.  En esa disposición se dio un margen excepcional sin garantía hasta el 10% del capital pagado y reservas de los bancos y sociedades financieras que participan en un crédito destinado a financiar obras públicas ejecutadas por concesión.



	Según esta modificación reciente, y tomando en cuenta que el capital pagado y reservas del sistema bancario nacional es de unos 3.500 millones de dólares, el margen sin garantía permite financiar proyectos de hasta 350 millones de dólares sin garantía de ninguna especie.



	Por otra parte, continuó señalando el representante del Ministro de Hacienda, el tema del financiamiento que incide también en obras públicas se ha abordado con el envió de un proyecto de ley modificatorio de las normas legales vinculadas al mercado de capitales que, una vez aprobado, permitirá disponer de un financiamiento entre 2.000 y 4.000 millones de dólares para proyectos de infraestructura.



	Con las medidas ya expuestas, se considera que no es necesario legislar adicionalmente sobre los márgenes de crédito para concesiones de obras públicas; pero además ocurre que el precepto aprobado por la H. Cámara de Diputados, que considera como garantía válida para créditos la prenda especial de concesión de obras públicas, no guarda relación con la actual normativa sobre la materia.  En efecto, la referida prenda recae sobre bienes que, por su naturaleza, actualmente no sirven como garantía para elevar márgenes de crédito.  Ni el derecho de concesión de obra pública, ni las acciones de la sociedad concesionaria, ni los pagos futuros a que se compromete el Fisco, ni menos los ingresos futuros de la sociedad son de aquellos bienes corporales muebles o inmuebles o documentos clasificados por riesgo que la ley considera actualmente como los únicos susceptibles de elevar tales márgenes de acuerdo con el artículo 84, Nº 1, ya citado de la Ley General de Bancos.



	Por lo tanto, manifestó el representante del Ministro de Hacienda, el precedente que constituiría esta disposición legal es altamente inconveniente y puede erosionar conceptos centrales sobre los cuales se ha construido la regulación del sector bancario y financiero de nuestro país.  Debe recordarse al respecto, que la disposición citada de la Ley General de Bancos ha sido uno de los elementos claves para evitar la creación de situaciones similares a las que derivaron en la crisis financiera de principios de los años 80, que obligó a adoptar su texto actual.



	Por lo expuesto, presentó la indicación de S.E. el Presidente de la República para suprimir este artículo 4º.



	A mayor abundamiento, el señor Clarke, representante del Ministro de Hacienda, acompañó una minuta que contiene los siguientes comentarios respecto de esta materia:



	"1.- El artículo 4º, efectúa una modificación al artículo 84 de la Ley de Bancos, permitiendo que la "prenda especial de concesión de obra pública", sea considerada como garantía para efectos de modificar los límites de préstamo respecto del capital y reservas de los bancos.



	De esta forma, el límite de préstamos para empresas concesionarias, que sin garantía es de 10% del capital y reservas, pasaría a ser un 25% del capital y reservas, ya que la prenda especial de concesión de obra pública podría, con la modificación señalada, constituirse en garantía real.



	2.- Debe tenerse presente que recientemente se hizo ya una modificación a dicho artículo de la Ley de Bancos, mediante el cual se amplió, desde un 5% al 10% del capital y reservas del banco, el margen de préstamos sin garantías, sólo para el caso de créditos otorgados para el financiamiento de proyectos de infraestructura, en las condiciones que fijó el reglamento posterior, publicado en el Diario Oficial de 30 de Enero de 1995.



	Según esta modificación reciente, y tomando en cuenta que el capital total del sistema financiero nacional es de unos MMUS$ 3.500, dicho margen permite financiar proyectos de hasta MMUS$ 350, sin aportes de garantía de ninguna naturaleza. Esta cifra se reduce a unos MMUS$ 175 si se considera el capital de los cinco mayores bancos.



	3.- Por otro lado, el tema de financiamiento se enfrentó a través del envió de un proyecto de ley modificatorio de leyes vinculadas al mercado de capitales, el que una vez aprobado permitirá levantar financiamiento entre 2000 y 4000 millones de dólares para proyectos de infraestructura.



	Junto con esto, se han puesto en práctica iniciativas en el ámbito de clasificación de riesgo de bonos de proyectos sin historia, lo que ha permitido perfeccionar los mecanismos de clasificación y el allegamiento de recursos vía proyect financing.



	En conclusión, el financiamiento de proyectos de infraestructura fue también adecuadamente tratado.



	4.- El problema de fondo del artículo 4º es que la "prenda especial de concesión de obra pública" se constituye sobre activos que no son aceptados como garantía por la Ley de Bancos, es decir, se trata de un verdadero by-pass a la propia ley.



	5.- Para ampliar el margen desde 5%  sin garantía hasta el 25% del capital y reservas de una institución, la ley sólo considera los siguientes tipos de garantías:



	a) bienes corporales, muebles o inmuebles,

	b) documentos correspondientes a exportaciones

	c) instrumentos financieros líquidos, de oferta pública, emitidos por el Estado o por entidades clasificadas en la mayores categorías de riesgo.



	6.- Para ejemplificar lo anterior, la "prenda especial de concesión de obra pública" puede constituirse sobre:



	(a) el derecho de concesión de obra pública.



	Debe tenerse presente en este caso que el valor del derecho de concesión depende en definitiva de si el proyecto resultará o no rentable, lo que suele verificarse una vez que el proyecto ha sido construido. Conceptualmente no difiere mucho de una prenda sobre una marca registrada o de un "derecho de llave", cosas que evidentemente pueden tener valor, pero la ley no las ha considerado como válidas para ampliar los márgenes del artículo 84.



	También es necesario advertir que una prenda debe tener un valor en sí misma, con escasa correlación respecto del valor del proyecto.  Esto obedece al hecho que, si el deudor entra en una situación  de no pago o el proyecto fracasa, el banco pueda hacer efectiva una prenda con valor real.  Por ejemplo, un proyecto de exportación de frutas puede fracasar y la respectiva empresa exportadora entrar en cesación de pagos, sin embargo, los terrenos de la plantación tienen un valor en sí mismos, por lo cual, un banco que haya prendado esos terrenos podrá hacer efectiva una garantía real.



	(b) sobre las acciones de la sociedad concesionaria.



	En este caso debe tenerse presente que las acciones de sociedades sirvieron de garantía para ampliar los márgenes del artículo 84 hasta 1986, fecha en que la legislación se modificó por los problemas que significa la valorización de este tipo de instrumentos, particularmente cuando no son suficientemente líquidos al transarse en bolsas.  Se trata además de acciones de sociedades formadas para construir y explotar un nuevo proyecto, lo que añade dificultad para su adecuada valorización.



	Por otra lado, el uso de acciones como garantía real importaba una superposición de garantías con activos de los señalados en el punto 5, que podían ser sujeto de prenda.  La ley optó por permitir como garantía real sólo esos activos, ya que en caso de cesación de pagos por parte de la empresa, el único valor de esta son esos mismos activos.



	(c) sobre todo pago comprometido por el Fisco a la sociedad concesionaria a cualquier título, en virtud del contrato de concesión.



	Los flujos del Fisco son seguros, aunque dependen de que el proyecto se complete adecuadamente para que entre en funciones.  De cualquier forma, esta fue la razón para aumentar del 5% al 10% el margen de préstamos sobre el capital y reservas para proyectos de infraestructura, por lo cual no puede esgrimirse nuevamente el mismo argumento para incrementar otra vez el límite.



	(d) sobre los ingresos de la sociedad.



	Los ingresos futuros de la sociedad son desconocidos -son una mera expectativa-.



	Asimismo, debe tenerse en cuenta que existen antiguos informes en derecho que señalan que el derecho de prenda es un derecho real que requiere de algo concreto sobre que recaer y no parece posible concretarlo de antemano sobre un derecho eventual -los flujos futuros de ingreso- que nacería al cumplirse determinadas condiciones.



	Como puede verificarse, por las razones antes expuestas, ninguno de los activos mencionados es aceptado como garantía real por la ley.



	7.- De aprobarse una medida de este tipo se generaría un precedente peligroso (léase forado) toda vez que siempre podría argumentarse porqué se aceptan como garantía las acciones de una sociedad concesionaria y no las de otra empresa, porqué no las acciones de Endesa, o Iansa, o cualquier otra.



	De hecho, desde el punto de vista del riesgo, las AFP no están autorizadas para tener acciones de sociedades concesionarias por el riesgo que esto significa, pero sí acciones de otras empresas, como Endesa, Iansa, etc.  Luego, es insostenible, desde la perspectiva del regulador, que sean permitidas como garantías reales acciones de sociedades concesionarias y no de otras sociedades, ya que las primeras son relativamente más riesgosas que las segundas.  Adicionalmente, estas últimas son transadas en bolsa, tienen un valor económico conocido y un alto índice de liquidez.



	Análogamente, podría producirse la misma presión para que los otros activos señalados sean usados como garantía, por qué no el derecho de llaves o los ingresos futuros de una determinada plantación de kiwis.



	Por lo anterior, un precedente de esta naturaleza abriría una compuerta de presiones para darle el carácter de garantía real a prendas sobre acciones y flujos de una variada gama de sociedades de los más diversos sectores, comprometiendo severamente la regulación y supervisión bancaria.



	En síntesis, es un precedente altamente peligroso que puede terminar erosionado conceptos centrales sobre los cuales se ha construido la regulación del sector bancario y financiero de nuestro país.



	8.- Cabe destacar que detrás de los depósitos bancarios siempre está la garantía estatal implícita o explícita a los bancos, por lo cual, en eventos en los cuales baje la recuperabilidad de los créditos es el Estado quien respaldará esos depósitos.  De ahí la exigencia de garantías reales a créditos que superen el 5% del capital y reservas.



	El más patente ejemplo de los efectos de una regulación débil en el sector financiero es la deuda subordinada, cuyos montos involucrados superan los 4000 millones de dólares.



	Es decir, si no existe una adecuada previsión en la propia regulación en esta materia, los costos pueden ser extremadamente altos.



	9.- El valor de la "prenda especial de concesión de obra pública" reside más bien en el mejoramiento de la clasificación de riesgo del crédito y, en consecuencia, en el costo del mismo, que genera este instrumento.



	10.- Por los argumentos antes expuestas, este artículo aprobado por la Cámara podría tener graves consecuencias negativas para la regulación bancaria y, en esa medida, también para el patrimonio Fiscal.  Por esta razón, se recomienda insistir en su eliminación en el tramite por el Senado.".



	A su vez, el señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, don José Florencio Guzmán, quien fuera especialmente invitado a informar a la Comisión expresó que ya había tenido la oportunidad de estudiar la norma del número 1 de artículo 84 de la Ley General de Bancos, con ocasión de su modificación el año 1986, y que dicha disposición fue un tema de especial sensibilidad para el organismo supervisor, aún cuando sólo rozó la normativa que fue sustantiva para superar la crisis que vivió el sistema financiero, y que, en su opinión, ante la modificación de la Ley General de Bancos en trámite en el Parlamento, sigue siendo particularmente delicado todo lo que diga relación con el resguardo de los riesgos bancarios.



	Agregó que en la Ley General de Bancos se establecieron escalas en función de los respectivos patrimonios de los bancos, en relación con la posibilidad de crecimiento del monto de los créditos que otorgan, y se regularon las garantías de los deudores para el pago de sus obligaciones, estableciéndose, como regla general de la legislación, la limitación de no poder otorgar créditos sin garantía por un monto superior al 5% del patrimonio de cada banco.



	Continuó expresando que, considerando que en su oportunidad se estableció como una excepción la posibilidad de otorgar créditos sin garantía de hasta un 10% del patrimonio de cada banco, para créditos de exportación, se estudió el tema para determinar si las circunstancias justificaban una excepción semejante para el financiamiento de infraestructura, determinándose que el límite del 5% podría ampliarse hasta el 10%, si se trata de créditos destinados al financiamiento de obras públicas fiscales ejecutadas por el sistema de concesión contemplado en el decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, siempre que a la operación de crédito concurran dos o más bancos o sociedades financieras que hayan suscrito un convenio de crédito con el constructor o concesionario del proyecto.



	Se estimó, continuó señalando, que el límite del 10% era satisfactorio pues, existiendo en la banca patrimonios totales de 3.500 millones de dólares, se podrían financiar obras por 350 millones de dólares cubriendo las necesidades de financiamiento de los eventuales proyectos, de acuerdo a los antecedentes que proporcionaron las instituciones privadas y el propio Ministerio de Obras Públicas, proyectos que además se verán beneficiados por la iniciativa que establece modificaciones a las normas del mercado de capitales, que permitirán aumentar los recursos destinados a este sector.



	Prosiguió su exposición manifestando que el artículo 84 permite conceder préstamos hasta por un 25% del capital pagado y reservas, si lo que excede del 5% está caucionado con garantías sobre bienes corporales muebles o inmuebles de un valor igual o superior a dicho exceso, considerando, también, las garantías constituidas por prenda de letras de cambio, pagares u otros documentos que reúnan las características que la norma indica, los documentos emitidos  por el Banco Central de Chile o por el Estado y sus organismos, excluidas sus empresas, los instrumentos financieros de oferta pública clasificados en las categorías A o B por la Comisión Clasificadora de Riesgos, y los conocimientos de embarque, siempre que el banco esté autorizado para disponer libremente de la mercadería que se importe.



	Desde el punto de vista del respaldo de la garantía y su equivalencia con las garantías reales aceptadas por el número 1 del artículo 84,  expresó que no concurren iguales circunstancias respecto de la prenda especial de concesión de obra pública, agregando que, quizás con la excepción de los pagos futuros a que se comprometa el Fisco, ni el derecho de concesión, ni las acciones de la sociedad concesionaria, ni los ingresos futuros de los flujos inciertos de la sociedad reúnen las condiciones que permitan asimilarlos a la terminología de garantías reales a que se refiere la norma en comento.



	Desde otro punto de vista, señaló, al estudiar la norma se dio gran importancia a que no se confrontara el riesgo por una sola de las instituciones, estimándose que con la disposición vigente, que limita el préstamo al 10% del capital pagado y reservas de los bancos, para financiar proyectos del orden de los 250 millones de dólares deberían concurrir dos bancos a lo menos, lo que presenta ventajas desde el punto de vista del monitoreo de riesgo pues, en el menos exigente de los casos, deben concurrir dos bancos a la operación, siendo particularmente importante el preservar la concurrencia sindicada de los bancos al financiamiento de este tipo de obras.



	La proposición de la H. Cámara de Diputados de elevar el tope a un 25% del capital pagado y reservas de los bancos para financiar estos proyectos, que el Ejecutivo propone eliminar, continuó expresando el señor Superintendente, constituiría una reiteración con mayor peligrosidad de situaciones anteriores, y sentaría un precedente para este tipo de financiamiento, que sobrepasaría al establecido excepcional y exclusivamente para las operaciones de financiamiento del comercio exterior.  Además, indicó, significaría otorgar una cobertura especial para ser atendidas de manera exclusiva por sólo dos instituciones de la plaza que cuentan con el capital necesario, el Banco del Estado y el Banco de Chile, terminando con el principio, que se ha buscado establecer, de concertación y sindicación de los bancos para estas especiales operaciones de crédito, pudiendo, asimismo, generarse una concentración de créditos que le preocupa debido a que este tipo de financiamiento no tiene una historia, trayectoria, ni forma de resolver los elementos de incertidumbre, por lo que estimó, debe ser materia de cuidadoso tratamiento durante el estudio de este proyecto.



	Terminó su exposición indicando que la norma, que estableció el tope del 10% para estos créditos, fue objeto de análisis por parte de los Ministerios de Obras Públicas y de Hacienda, la Asociación de Bancos y los técnicos de la Superintendencia a su cargo, por lo que estima que su modificación, aparte de tener los inconvenientes manifestados, no debe ser objeto de un proyecto específico sino que formar parte de la reflexión genérica que habrá de realizarse al modificar la Ley General de Bancos, donde se podrán analizar muchos otros elementos en relación con la congruencia de alterar el sensible tema de los porcentajes máximos de otorgamiento de créditos.



	Durante el estudio de la indicación, el H. Senador señor Errázuriz señaló que, en su opinión, la indicación significa contemplar menores facilidades para quienes participen en el sistema de concesiones de obras públicas que las que la propia ley contempla para la actividad exportadora,  que aprobarla importaría establecer que sólo los más grandes bancos podrían tomar parte en el financiamiento de los proyectos de obras públicas a ejecutarse por el sistema de concesión, debido al monto de las inversiones que demandan y, finalmente, estimó que era posible buscar fórmulas consensuales que permitirían aprobar el artículo propuesto por la H. Cámara, tales como la sindicalización de los bancos para financiar tales proyectos.



	Sometida a votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH, Senadores señores Errázuriz, Martin, Siebert y Zaldívar, don Andrés.



	Sometido a votación este artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH, Senadores señores Errázuriz, Martin, Siebert y Zaldívar, don Andrés.



	El H. Senador señor Errázuriz solicitó dejar constancia que rechazaba la indicación y votaba favorablemente el artículo teniendo presente que en la Comisión de Hacienda del Senado sería posible reabrir debate sobre estas normas.



	Por su parte, el H. Senador señor Zaldívar, don Andrés, solicitó dejar constancia que su votación tiene por objeto permitir que la Comisión de Hacienda del Senado pueda estudiar tanto la norma contenida en este artículo, como la posibilidad de su eliminación de acuerdo a lo planteado por la indicación.





ARTICULO 5º



	La H. Cámara de Diputados propone, mediante este artículo, agregar en el inciso primero del artículo 1º del D.F.L. Nº 1.123, de 1981, del Ministerio de Justicia, que establece normas sobre ejecución, administración y uso de obras de riego realizadas con fondos del Estado, la siguiente oración:  "salvo aquellas que se sometan al sistema de concesiones del decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, las que se regirán exclusivamente por este último cuerpo legal.".



	Mediante esta enmienda se excluyó de la aplicación del D.F.L. Nº 1.123, a todas las obras de riego que se sometan al sistema de concesiones de obras públicas que se regirán exclusivamente por las normas del D.F.L. Nº 164, de 199l.



			Respecto de este artículo S. E. el Presidente de la República formuló una indicación, que tiene por objeto suprimirlo.



			Durante el estudio del artículo 38 de la ley, los representantes del Ejecutivo expresaron que, establecer una mención expresa a la posibilidad de ejecutar las obras de riego mediante el sistema de la ley de concesiones, podría hacer necesario señalar individualmente todos las obras a que es posible aplicar este último sistema, a fin de evitar que erróneas interpretaciones restrinjan el alcance de la ley de concesiones.



			Con el propósito de superar las objeciones planteadas y evitar interpretaciones erróneas que a “contrario sensu” exijan expresa nominación de cada tipo de obras públicas para validar su concesionamiento, lo que es contrario al sentido de la norma que busca reforzar el que es posible realizar también obras de riego de acuerdo al sistema de concesiones de esta ley, vuestra Comisión acordó modificar el texto aprobado por la H. Cámara de Diputados, agregando a continuación del punto final del inciso primero del artículo 1º ya indicado, la siguiente oración: “Las obras de riego que se sometan al sistema de concesiones del decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, se regirán por este último cuerpo legal.”.



			Sin perjuicio de lo anterior, el H. Senador señor Zaldívar, don Andrés, solicitó dejar constancia que se reservaba el derecho de modificar su votación durante el trámite del proyecto ante la H. Comisión de Hacienda, si se presentaban nuevos o mayores antecedentes que lo justifiquen.



			Con la modificación señalada el artículo fue sometido a votación, siendo aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin, Siebert y Zaldívar, don Andrés.





ARTICULO 6º



			La H. Cámara de Diputados propone, mediante este artículo facultar al Presidente de la República para dictar el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, con las modificaciones introducidas por la ley Nº 19.252  y por el presente cuerpo legal.



			Vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin y Siebert, aprobó este artículo, sin mayor debate.





ARTÍCULOS transitorios



Artículo 1º



	La H. Cámara de Diputados propone, mediante este artículo transitorio, regular la opción que se otorga a las sociedades concesionarias de obra pública para acogerse a las normas de esta ley.



	El artículo señala a la letra que las sociedades concesionarias con su contrato de concesión de obra pública  perfeccionado en la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial podrán, dentro del plazo de los tres meses siguientes, optar por la aplicación de las normas de esta ley a sus respectivos contratos. Aquellas que no lo  solicitaren, seguirán regidas por las normas legales vigentes en la fecha de licitación y del perfeccionamiento de dicho contrato de concesión.



	Su inciso segundo establece que los adjudicatarios de obras ya licitadas en la fecha de la publicación de esta ley cuyo contrato no se hubiese perfeccionado y los licitantes de obras en proceso de licitación que resulten adjudicados, podrán ejercer el mismo derecho, en el plazo de los tres meses siguientes al perfeccionamiento de su contrato.



	Finalmente su inciso tercero señala que cuando las sociedades concesionarias o los adjudicatarios opten por acogerse a las normas modificatorias de esta ley según lo dispuesto en los incisos anteriores, el Ministerio de Obras Públicas dictará, sin más trámites, un decreto modificatorio del de adjudicación en que dejará constancia del cambio en el régimen legal de dicho contrato.





	Con ocasión del estudio de esta norma, los HH. Senadores señores Errázuriz, Martin, Ominami, Romero, Siebert y Zaldívar, don Andrés, presentaron una indicación que tiene por objeto sustituir este artículo, por el siguiente:



	“Artículo 1º Transitorio.- Las sociedades concesionarias con su contrato de concesión de obra pública perfeccionado o asignado en la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial, podrán, dentro del plazo de los tres meses siguientes, optar por la aplicación de las normas de esta ley para ser aplicadas en sus respectivos contratos.  En aquellos casos en que el concesionario solicite modificar su contrato de concesión, suprimiendo el aporte que haya ofrecido al Fisco, se modificará la estructura tarifaria máxima de modo que la Tasa Interna de Retorno del proyecto en la oferta del concesionario sea igual a la Tasa Interna de Retorno que surja de la obra ejecutada al aplicar la nueva estructura tarifaria, la que deberá ser aprobada por el Ministerio de Obras Públicas.



	Las sociedades concesionarias que no solicitaren acogerse a las normas de este artículo, seguirán regidas por las disposiciones legales vigentes en la fecha de licitación y de aquellas de perfeccionamiento de dicho contrato de concesión.”.



	En relación a la norma propuesta, se remitió el Oficio Nº 633/95, de fecha 11 de Julio de 1995, al señor Ministro de Obras Públicas, don Ricardo Lagos Escobar.



	La remisión de tal oficio fue acordada por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, con el objeto de poner en su conocimiento la norma propuesta pues, como el referido oficio indica, es objetivo unánime de la Comisión concordar adecuadamente tales preceptos con situaciones previas, derivadas de concesiones ya asignadas o por asignarse a empresas privadas diversas.



	Con posterioridad, el H. Senador señor Errázuriz retiró su firma de la indicación antes transcrita y, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 118 del Reglamento del Senado, la declaró inadmisible, por contener materias de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República.



	Sometido a votación, este artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin y Siebert.





ARTICULO 2º



	La H. Cámara de Diputados, propone en este artículo, regular la situación de los contribuyentes que a la fecha de entrada en vigencia del proyecto de ley en estudio hubieren celebrado contratos de construcción, mantención y reparación de una obra de uso público cuyo precio consista en la entrega en concesión de la obra respectiva seguirán sujetos a las normas tributarias vigentes en la fecha de adjudicación de tales contratos. Sin perjuicio de lo anterior, dichos contribuyentes podrán optar, dentro de los tres meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley, por acogerse al régimen tributario que se establece, respecto de sus contratos, en la ley sobre Impuesto a la Renta y en el decreto ley N° 825, de 1974. Para este efecto, deberán comunicar dicha opción por escrito a la Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos correspondiente.  Se aplicará el régimen señalado, en lo relativo al impuesto a las ventas y servicios, a contar del mes siguiente a aquel en que se dé la comunicación por la remuneración que el contribuyente perciba desde esa fecha, y a contar del 1º de enero del año siguiente al de la comunicación, respecto de los impuestos establecidos en la ley sobre Impuesto a la Renta por los ingresos que el contribuyente devengue o perciba desde dicha fecha.



	Sometido a votación, este artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin y Siebert.



- - - - - 



ARTICULO 3º, NUEVO



	Durante el estudio de la iniciativa en informe, S.E. el Presidente de la República formuló indicación para incorporar el siguiente artículo 3º transitorio, nuevo:



	“Artículo 3º.-  Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1º transitorio, los particulares indicados en los incisos primero y segundo de dicho artículo, requerirán de la autorización del Ministerio de Obras Públicas para convenir el monto del pago a que hace referencia el artículo 40º, introducido por el número 13 del artículo 1º de la presente ley.  El Ministerio podrá, en dicho caso, condicionar su autorización a otras modificaciones al contrato de concesión.”.



	Sometido a votación este artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin y Siebert, sin mayor debate.



- - - - - 





			En mérito de las consideraciones anteriores vuestra Comisión de Obras Públicas os propone aprobar el proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:





ARTICULO 1

Nº 1

Artículo 2º



			- - - Sustituir el número 1, por el siguiente:



			“1.- Modifícase el artículo 2º, de la siguiente forma:



			a) Agrégase como inciso  tercero, nuevo, el siguiente:



			“Sólo a solicitud expresa del postulante, formulada al presentar una idea de iniciativa privada y únicamente en proyectos de gran envergadura o complejidad técnica o con una muy alta inversión inicial, el Ministerio podrá ampliar, hasta por dos años en total, el plazo para el desarrollo de los estudios de esa proposición, contado desde la primera presentación.  En estos casos, el Ministerio quedará expresamente facultado para fijar subetapas en la entrega de esos estudios, al término de las cuales podrá rechazar la idea propuesta o definir nuevos estudios.”.



			b) Consúltanse como incisos cuarto y quinto sus actuales incisos tercero y cuarto, respectivamente, sin enmiendas.



			c) Intercálase en su inciso quinto, que pasó a ser sexto, después de la expresión "no se licita", lo siguiente: "o si la licitación convocada no se perfecciona por falta de adjudicación o por cualquier otra causa, en uno o dos llamados,".





Nº 2

Artículo 7º



			- - - Reemplazar el número 2, por el siguiente:



			“2.- Reemplázase el artículo 7º, por el siguiente:



			“Artículo 7º.- La licitación de la obra materia de la concesión se decidirá evaluando las ofertas técnicamente aceptables, de acuerdo a las características propias de las obras, atendido uno o más de los siguientes factores, según el sistema de evaluación que el Ministerio de Obras Públicas establezca en las Bases de Licitación:



a) estructura tarifaria,



b) plazo de concesión,



c) subsidio del Estado al oferente,



d) pagos ofrecidos por el oferente al Estado, en el caso de que éste entregue bienes o derechos para ser utilizados en la concesión,



e) ingresos garantizados por el Estado,



f) grado de compromiso de riesgo que asume el oferente durante la construcción o la explotación de la obra, tales como caso fortuito o fuerza mayor,



g) fórmula de reajuste de las tarifas y su sistema de revisión,



h) puntaje total o parcial obtenido en la calificación técnica, según se establezca en las bases de licitación,



i) oferta del oponente de reducción de tarifas al usuario o de reducción del plazo de la concesión cuando la rentabilidad sobre el patrimonio o activos, definida ésta en la forma establecida en las bases de licitación o por el oponente, exceda un porcentaje máximo preestablecido, 



j) calificación de otros servicios adicionales útiles y necesarios, y



k) consideraciones de carácter ambientales y ecológicas, como son por ejemplo ruidos, belleza escénica en el caso del trazado caminero, plantación de árboles en las fajas de los caminos públicos concesionados, u otras, evaluadas por expertos y habida consideración de su costo con relación al valor total del proyecto.



			La definición de estos factores y su forma de aplicación para adjudicar la concesión será establecida por el Ministerio de Obras Públicas en las Bases de Licitación.  En dichas bases se podrán contemplar uno o más de los factores señalados como parte del régimen económico de la concesión.  Igualmente, en las bases se deberá establecer si la inversión y la construcción se realiza en una o varias etapas, durante el período de vigencia del contrato de concesión, de conformidad al cumplimiento de los niveles de servicio previamente establecidos.  Las inversiones y construcciones previstas para realizarse con posterioridad al inicio de la explotación parcial o total de la obra, podrán quedar sujetas a uno o varios plazos, determinados o determinables, o al cumplimiento de una o más condiciones, conjunta o separadamente.



			En todo caso, si en las bases de licitación se contempla como parte del régimen económico del contrato de concesión el factor contemplado en la letra d) del inciso primero de este artículo, los pagos deberán como máximo ser equivalentes al valor económico de los bienes o derechos respectivos.  Este se determinará mediante peritaje previamente contratado por el Ministerio.



			Por su parte, en las licitaciones que tengan su origen en una iniciativa privada, el factor contemplado en la letra h) del referido inciso sólo podrá considerarse para dirimir el empate entre ofertas económicamente iguales.



			Las tarifas ofrecidas, con su correspondiente reajuste, serán entendidas como tarifas máximas, pudiendo los concesionarios variarlas durante el período de concesión, dentro del máximo preestablecido.



			El Director General de Obras Públicas, con visto bueno del Ministro de Obras Públicas, podrá solicitar a los oferentes, hasta antes de la apertura de la oferta económica, aclaraciones, rectificaciones por errores de forma u omisiones, y la entrega de antecedentes, con el objeto de clarificar y precisar el correcto sentido y alcance de la oferta, evitando que alguna sea descalificada por aspectos formales en su evaluación técnica.”.



Nº 4

Artículo 19



			- - - Sustituir el encabezamiento del número 4, por el siguiente:

			“4. Reemplázase el artículo 19, por el siguiente:



			- - -  Eliminar la letra a).



			- - - Intercalar en el inciso primero del artículo 19, entre las palabras “Públicas” y  “podrá”, la siguiente frase: “, desde que se perfeccione el contrato,”.



			- - - Suprimir la letra b).



			- - - Intercalar en el inciso cuarto, entre las palabras “supremo” y “expedido”, el vocablo “fundado”.





Nº 5

Artículo 20



			- - - Intercalar en el inciso primero, entre las palabras “servicio” y “y se considerare”, la siguiente oración: “en los niveles definidos en el contrato de concesión” y sustituir la frase “con éste, que acoja” por “al referido contrato de concesión.  Este convenio acogerá”.



Nº 6

Artículo 21



			- - - Intercalar en el inciso segundo, entre las palabras “Así,” y “el concesionario”, la expresión “entre otras,”.



			- - - Suprimir en el inciso tercero, la siguiente oración final: “con sujeción a las condiciones que establezca el Reglamento”.



			- - - Sustituir en el inciso quinto, la oración “y de otras personas jurídicas, cuando así se hubiese establecido en las bases de licitación.” por la siguiente: “y, desde luego, en favor de cualquier otra persona natural o jurídica que haya cumplido los requisitos establecidos en esta ley.”.



Nº 7

Artículo 25



			- - - Reemplazar el encabezamiento del número 7, por el siguiente:



			“7. Introdúcense en el artículo 25, las siguientes modificaciones:".



			- - - Agregar la siguiente letra a):



			"a) Sustitúyese su inciso segundo, por el siguiente:”.



			- - - Agregar el siguiente inciso tercero, nuevo, contenido en una letra b), nueva:



			“b) Agrégase como inciso tercero, nuevo, el siguiente:



			“Una vez concluido el plazo de las concesiones, las obras deberán ser nuevamente licitadas por el Ministerio de Obras Públicas para su conservación, reparación o ampliación.”.



Nº 8

Artículo 27



			- - - Reemplázase su artículo 27, por el siguiente:



			"Artículo 27.- La concesión se extinguirá por las siguientes causales:



			1. Cumplimiento del plazo por el que se otorgó, con sus modificaciones, si procediere.



			2. Incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, según se explicita más adelante.



			3. Por mutuo acuerdo entre el Ministerio de Obras Públicas y el concesionario. El Ministerio sólo podrá concurrir al acuerdo si los acreedores que tengan constituida a su favor la prenda establecida en el artículo 42 consintieren en alzarla o aceptaren previamente, y por escrito, dicha extinción anticipada.



			4. Las que se estipulen en las bases de licitación. 



			El incumplimiento grave será declarado por el Ministerio de Obras Públicas en una resolución en la que, además, deberá proceder a la designación de un interventor, quien sólo tendrá las facultades necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión. Esta resolución será reclamable, en los diez días contados desde su notificación, mediante publicación en el Diario Oficial, ante la Comisión que se establece en el artículo 35.



			Producida la extinción del contrato de concesión vigente por incumplimiento grave del concesionario, debidamente establecido de acuerdo a las normas de la presente ley, el Ministerio deberá proceder a licitar o a subastar públicamente el contrato de concesión por el plazo que le reste, al mejor postor y sin mínimo, dentro de los ciento ochenta días siguientes a la extinción.  Las bases establecerán los requisitos que deberá cumplir el nuevo concesionario, los que no podrán ser más gravosos que los impuestos por las bases de licitación y el contrato de concesión al concesionario original.  Al asumir el nuevo concesionario, cesará en sus funciones el interventor que se haya designado de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior.



			La extinción de la concesión por incumplimiento grave hará exigibles los créditos que se encuentren garantizados con la prenda establecida en el artículo 42.  Ellos se harán efectivos en el producto de la licitación o subasta del contrato, siendo el remanente, si lo hubiere, de propiedad de la concesionaria.  En el evento de que durante la intervención la concesionaria hubiere contratado créditos con la aprobación de los acreedores antes señalados, y dichos créditos fueren exigibles, se harán efectivos en el producto de la referida subasta con preferencia a los garantizados con la prenda especial de concesión de obra pública.”.



Nº 9

Artículo 35



			- - - Agregar la siguiente letra a), nueva:



			“a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “y un profesional universitario nombrado de común acuerdo por las partes, quien la presidirá.” por “y un abogado nombrado de común acuerdo por las partes, quien la presidirá.”.



			- - - Su letra a), a pasado a ser b), sin enmiendas.



			- - - Su letra b), a pasado a ser c), con las siguientes enmiendas:



			1.- En su inciso quinto, reemplazar la palabra “tribunal” por “Comisión Arbitral” y la oración “seguirá integrada por los mismos miembros y tendrá el plazo de treinta días para fallar,” por la siguiente: “actuará de acuerdo a las normas fijadas para los árbitros arbitradores y tendrá el plazo de treinta días para fallar, plazo”.



			2.- En su inciso séptimo, sustituir la oración “no solicitare de la Comisión que falle como tribunal, ni interpusiere el recurso,” por la siguiente: “no interpusiere el recurso ante la Comisión Arbitral ni ante la Corte de Apelaciones,”.



Nº 10

Artículo 36



			- - - Reemplazar el artículo 36, por el siguiente:



			"Artículo 36.- En caso de que el concesionario interrumpa injustificadamente la obra amenazando gravemente el cumplimiento del contrato de concesión, o que el servicio se encuentre gravemente afectado según los niveles definidos en las bases, el Ministerio de Obras Públicas podrá declararlo así y designar un interventor, en una resolución fundada que será reclamable ante la Comisión Conciliadora.



			El interventor designado de conformidad a lo señalado en el inciso anterior sólo tendrá las facultades necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión.  Cesará en su cargo en cuanto el concesionario reasuma sus funciones, para lo cual bastará la expresión de voluntad de éste en tal sentido, formal y por escrito, aprobada por la Comisión Conciliadora.  En todo caso, si después de noventa días de la designación del interventor, el concesionario no reasume, se entenderá que hay incumplimiento grave, y se aplicará lo dispuesto en el artículo 27.".



- - - - - 



			Consultar como número 11 bis, nuevo, el siguiente:



			“11 bis. Agréganse, en el artículo 38, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:



			“En aplicación  de esta ley, el Ministerio de Obras Públicas podrá concesionar toda obra pública, que no tenga legalmente definido otro Ministerio, servicio público, Municipio o empresa pública u otro ente público, encargado específica y exclusivamente de esas obras.  Incluso, en estos casos, el ente público competente podrá delegar, mediante convenio de mandato, suscrito con el Ministerio de Obras Públicas, la entrega en concesión de obras de su competencia.



			En las obras que se otorguen en concesión en virtud de esta ley se podrá incluir, conjunta o separadamente, la concesión del uso del subsuelo y de los derechos de construcción en el espacio sobre los bienes nacionales de uso público o fiscales destinados a ellas.  Igualmente, el Ministerio podrá sujetar a concesión o vender dichos derechos estableciendo su conexión física y accesos con la o las obras que se licitan o se encuentran previamente concesionadas.".



- - - - - - 



Nº 12

Artículo 39



			- - - Sustituir en el artículo 39, la expresión “será el único” por la siguiente: “en forma privativa y especial será el” y agregar al final de este artículo, sustituyendo el punto final (.) por una coma (,) lo siguiente: “ y no podrá hacerlo ninguna otra institución pública o privada que no tenga a su cargo fijar o conservar la calidad de los caminos o rutas.".



N º 13

Artículo 40



			- - - Reemplazar, en el inciso primero, la oración “faciliten el uso de los accesos existentes” por “permitan el uso de los accesos existentes que hubieren sido autorizados conforme a derecho”.



Artículo 41



			- - - Introducirle las siguientes modificaciones, a su inciso primero:



			1.- Intercalar, entre las palabras “ella” y “el Juez” la siguiente frase: “, de acuerdo al procedimiento establecido en la ley Nº 18.287,“.



			2.- Intercalar, entre las palabras “compensatoria,” y “de” la siguiente frase: “en favor del concesionario”.



			3.- Agregar, a continuación de la expresión “pago efectivo” la siguiente oración: “o bien, el valor equivalente a dos unidades tributarias mensuales, estando obligado a aplicar el mayor valor”. 

- - - - - 



			Consultar, como artículo 41 bis, el siguiente, nuevo:



			"Artículo 41 bis.-  El concesionario podrá instalar plazas de pesaje en la obra concesionada, debiendo obtener autorización del Ministerio de Obras Públicas, quien sólo podrá denegarla por razones técnicas y en resolución fundada que será reclamable ante la Comisión  Conciliadora.



			Si no se han establecido normas especiales en el contrato de concesión, se aplicarán aquellas legales y reglamentarias relativas al peso máximo de vehículos y carga.  El concesionario tendrá derecho a reclamar de las infracciones a dichas normas ante el Juez de Policía Local del territorio en que se produjo el hecho, quien conocerá de la  infracción  de  acuerdo  al  procedimiento  contenido  en la ley Nº 18.287.  Dicho Juez deberá imponer, conjuntamente con las multas establecidas en las normas referidas, una indemnización compensatoria de igual monto en beneficio del concesionario.”.



- - - - - 



ARTICULO 2º



			- - - Sustituir en la letra b) del artículo 2º, en el inciso nuevo, que se agrega en la letra c) del artículo 16, la expresión “Cuando se trate de” por “En los” y reemplazar la palabra “considerando” por “incluirá”.



ARTICULO 5º



			- - - Reemplazarlo por el siguiente:



			“ARTICULO 5º.- Agrégase en el inciso primero del artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 1.123, de 1981, del Ministerio de Justicia, a continuación del punto final (.), la siguiente oración: "Las obras de riego que se sometan al sistema de concesiones del decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, se regirán por este último cuerpo legal.".



ARTÍCULOS TRANSITORIOS



			- - - Consultar, como artículo 3º transitorio, el siguiente, nuevo:



			“Artículo 3º.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1º transitorio, los particulares indicados en los incisos primero y segundo de dicho artículo, requerirán de la autorización del Ministerio de Obras Públicas para convenir el monto del pago a que hace referencia el artículo 40, introducido por el número 13 del artículo 1º de la presente ley.  El Ministerio podrá, en dicho caso, condicionar su autorización a otras modificaciones al contrato de concesión.”.



- - - - -  



			Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el texto del proyecto de ley que os propone vuestra Comisión de Obras Públicas, queda como sigue:



PROYECTO DE LEY:



			"ARTÍCULO 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, en su texto modificado por la ley Nº 19.252:





			1.- Modifícase el artículo 2º, de la siguiente forma:



			a) Agrégase como inciso tercero, nuevo, el siguiente:



			“Sólo a solicitud expresa del postulante, formulada al presentar una idea de iniciativa privada y únicamente en proyectos de gran envergadura o complejidad técnica o con una muy alta inversión inicial, el Ministerio podrá ampliar, hasta por dos años en total, el plazo para el desarrollo de los estudios de esa proposición, contado desde la primera presentación.  En estos casos, el Ministerio quedará expresamente facultado para fijar subetapas en la entrega de esos estudios, al término de las cuales podrá rechazar la idea propuesta o definir nuevos estudios.”.



			b) Consúltanse como incisos cuarto y quinto sus actuales incisos tercero y cuarto, respectivamente, sin enmiendas.



			c) Intercálase en su inciso quinto, que pasó a ser sexto, después de la expresión "no se licita", lo siguiente: "o si la licitación convocada no se perfecciona por falta de adjudicación o por cualquier otra causa, en uno o dos llamados,".





			2.- Reemplázase el artículo 7º, por el siguiente:



			“Artículo 7º.- La licitación de la obra materia de la concesión se decidirá evaluando las ofertas técnicamente aceptables, de acuerdo a las características propias de las obras, atendido uno o más de los siguientes factores, según el sistema de evaluación que el Ministerio de Obras Públicas establezca en las Bases de Licitación:



a) estructura tarifaria,



b) plazo de concesión,



c) subsidio del Estado al oferente,



d) pagos ofrecidos por el oferente al Estado, en el caso de que éste entregue bienes o derechos para ser utilizados en la concesión,



e) ingresos garantizados por el Estado,



f) grado de compromiso de riesgo que asume el oferente durante la construcción o la explotación de la obra, tales como caso fortuito o fuerza mayor,



g) fórmula de reajuste de las tarifas y su sistema de revisión,



h) puntaje total o parcial obtenido en la calificación técnica, según se establezca en las bases de licitación,



i) oferta del oponente de reducción de tarifas al usuario o de reducción del plazo de la concesión cuando la rentabilidad sobre el patrimonio o activos, definida ésta en la forma establecida en las bases de licitación o por el oponente, exceda un porcentaje máximo preestablecido, 



j) calificación de otros servicios adicionales útiles y necesarios, y



k) consideraciones de carácter ambientales y ecológicas, como son por ejemplo ruidos, belleza escénica en el caso del trazado caminero, plantación de árboles en las fajas de los caminos públicos concesionados, u otras, evaluadas por expertos y habida consideración de su costo con relación al valor total del proyecto.



			La definición de estos factores y su forma de aplicación para adjudicar la concesión será establecida por el Ministerio de Obras Públicas en las Bases de Licitación .  En dichas bases se podrán contemplar uno o más de los factores señalados como parte del régimen económico de la concesión.  Igualmente, en las bases se deberá establecer si la inversión y la construcción se realiza en una o varias etapas, durante el período de vigencia del contrato de concesión, de conformidad al cumplimiento de los niveles de servicio previamente establecidos.  Las inversiones y construcciones previstas para realizarse con posterioridad al inicio de la explotación parcial o total de la obra, podrán quedar sujetas a uno o varios plazos, determinados o determinables, o al cumplimiento de una o más condiciones, conjunta o separadamente.



			En todo caso, si en las bases de licitación se contempla como parte del régimen económico del contrato de concesión el factor contemplado en la letra d) del inciso primero de este artículo, los pagos deberán como máximo ser equivalentes al valor económico de los bienes o derechos respectivos.  Este se determinará mediante peritaje previamente contratado por el Ministerio.



			Por su parte, en las licitaciones que tengan su origen en una iniciativa privada, el factor contemplado en la letra h) del referido inciso sólo podrá considerarse para dirimir el empate entre ofertas económicamente iguales.



			Las tarifas ofrecidas, con su correspondiente reajuste, serán entendidas como tarifas máximas, pudiendo los concesionarios variarlas durante el período de concesión, dentro del máximo preestablecido.



			El Director General de Obras Públicas, con visto bueno del Ministro de Obras Públicas, podrá solicitar a los oferentes, hasta antes de la apertura de la oferta económica, aclaraciones, rectificaciones por errores de forma u omisiones, y la entrega de antecedentes, con el objeto de clarificar y precisar el correcto sentido y alcance de la oferta, evitando que alguna sea descalificada por aspectos formales en su evaluación técnica.”.





			3. Agrégase en el artículo 9º, el siguiente inciso segundo, nuevo:



			"Dichos plazos serán fatales, y no podrán ser inferiores a sesenta días. Producido el incumplimiento, el Ministerio así lo declarará, mediante decreto supremo, dejando sin efecto dicha asignación, y podrá adjudicar nuevamente la concesión en el orden del mérito de la licitación ya efectuada o llamar a una nueva.".





			4. Reemplázase el artículo 19, por el siguiente:



			"Artículo 19.- El Ministerio de Obras Públicas, desde que se perfeccione el contrato, podrá modificar, por razones de interés público, las características de las obras y servicios contratados y, como consecuencia, deberá compensar al concesionario con las indemnizaciones necesarias en caso de perjuicio, acordando con aquél aumentos indemnizatorios sea en el plazo de la concesión, de las tarifas, de los aportes o subsidios u otros factores del régimen económico de la concesión pactados, pudiendo utilizar uno o varios de esos factores a la vez. Las controversias que se susciten entre el concesionario y el Ministerio acerca de dicha indemnización, se resolverán en conformidad a lo señalado en el artículo 35.



			Las bases de licitación establecerán el monto máximo de la inversión que el concesionario puede estar obligado a realizar en virtud de lo dispuesto en el inciso precedente, así como el plazo máximo dentro del cual el Ministerio podrá ordenar la modificación de las obras en concesión.  Si las bases nada dicen a este respecto, el monto máximo de estas nuevas inversiones no podrá exceder el 15% del monto total de la inversión inicial efectuada por el concesionario, según el valor definido después de la entrega definitiva de la obra, ni podrá ser requerida en una fecha posterior al cumplimiento de la mitad del plazo total de la concesión, salvo los casos de expreso acuerdo por escrito de la sociedad concesionaria.



			Las bases de licitación establecerán la forma y el plazo en que el concesionario podrá solicitar la revisión del sistema tarifario de su fórmula de reajuste o del plazo de la concesión, por causas sobrevinientes que así lo justifiquen, pudiendo hacerlo para uno o varios de esos factores a la vez.  En los casos en que las bases no contemplaren estas materias, las controversias que se susciten entre las partes se sujetarán a lo dispuesto en el artículo 35 de esta ley.



			Las modificaciones se harán mediante decreto supremo fundado expedido por el Ministerio de Obras Públicas, el que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda.”.





			5. Introdúcense en el artículo 20, las siguientes modificaciones:



			a) Sustitúyense los incisos primero y segundo, por los siguientes:



			"Si durante la vigencia de la concesión, la obra resultare insuficiente para la prestación del servicio en los niveles definidos en el contrato de concesión y se considerare conveniente su ampliación o mejoramiento por iniciativa del Estado o a solicitud del concesionario, se procederá a la suscripción de un convenio complementario al referido contrato de concesión. Este convenio acogerá las particulares condiciones a que deba sujetarse la realización de las obras y su repercusión en el régimen de tarifas o en cualquier otro factor del régimen económico o en el plazo de la concesión, quedando facultado el Ministerio de Obras Públicas para incluir en dicho convenio, como compensación, sólo uno o varios de esos factores a la vez.



			Sin perjuicio de lo anterior, las bases de licitación podrán contemplar mecanismos de compensación, sea en el plazo de la concesión o en cualquiera de los otros factores económicos del contrato vigente para pagar las obras adicionales no previstas en el contrato, en la misma situación del inciso anterior.".



			b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:



			"La aprobación del respectivo convenio complementario se hará previo informe de la respectiva Dirección, mediante decreto supremo del Ministerio de Obras Públicas, que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda.".





			6. Reemplázase el artículo 21, por el siguiente:



			"Artículo 21.- El concesionario cumplirá las funciones incorporadas en el contrato de concesión con arreglo a las normas del derecho público, especialmente en lo referente a sus relaciones con el Ministerio, a las regulaciones sobre los regímenes de construcción y explotación de la obra y al cobro de las tarifas, su sistema de reajuste y las contraprestaciones con el Fisco, que conforman el régimen económico del contrato. Igualmente, deberá cumplir las normas que regulan la actividad dada en concesión.



			En cambio, en lo que se refiere a sus derechos y obligaciones económicas con terceros, la sociedad concesionaria se regirá por las normas del derecho privado y, en general, podrá realizar cualquier operación lícita, sin necesidad de autorización previa del Ministerio de Obras Públicas, con las solas excepciones que regula expresamente esta ley y las que se estipulen en el contrato. Así, entre otras, el concesionario podrá prendar el contrato o dar en prenda los flujos e ingresos futuros de la concesión para garantizar obligaciones derivadas de dicha concesión, ceder o prendar libremente cualquier pago ofrecido por el Fisco que conste del contrato, sin necesidad de autorización previa del Ministerio de Obras Públicas. 



			Desde el perfeccionamiento del contrato y con autorización del Ministerio de Obras Públicas, el concesionario podrá transferir la concesión o los derechos de la sociedad concesionaria.



			La cesión voluntaria o forzosa de la concesión deberá ser total, comprendiendo todos los derechos y obligaciones de dicho contrato y sólo podrá hacerse a una persona natural o jurídica, o grupo de ellas, que  cumpla con los requisitos para ser licitante, no esté sujeta a inhabilidades y dé cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 9º del presente cuerpo legal.



			El Ministerio consentirá siempre las transferencias, cuando éstas sean consecuencia de la ejecución de obligaciones garantizadas con la prenda que se establece en el artículo 42 de esta ley, a favor de cualquier entidad financiera sujeta a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, de la Superintendencia de Valores y Seguros, o de los Fondos de Inversión, regulados por la ley Nº 18.815, o de las Administradoras de Fondos de Pensiones, establecidas de acuerdo con las normas del decreto ley Nº 3.500, y, desde luego, en favor de cualquier otra persona natural o jurídica que haya cumplido los requisitos establecidos en esta ley. ".





			7. Introdúcense en el artículo 25, las siguientes modificaciones:



			a) Sustitúyese su inciso segundo, por el siguiente:



			"El plazo se computará de acuerdo a lo establecido en las bases de licitación. En ningún caso su inicio podrá ser anterior a la fecha de total tramitación del decreto indicado.”.



			b) Agrégase como inciso tercero, nuevo, el siguiente:



			“Una vez concluido el plazo de las concesiones, las obras deberán ser nuevamente licitadas por el Ministerio de Obras Públicas para su conservación, reparación o ampliación.”.





			8. Sustitúyese el artículo 27, por el siguiente:



			"Artículo 27.- La concesión se extinguirá por las siguientes causales:



			1. Cumplimiento del plazo por el que se otorgó, con sus modificaciones, si procediere.



			2. Incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, según se explicita más adelante.



			3. Por mutuo acuerdo entre el Ministerio de Obras Públicas y el concesionario. El Ministerio sólo podrá concurrir al acuerdo si los acreedores que tengan constituida a su favor la prenda establecida en el artículo 42 consintieren en alzarla o aceptaren previamente, y por escrito, dicha extinción anticipada.



			4. Las que se estipulen en las bases de licitación. 



			El incumplimiento grave será declarado por el Ministerio de Obras Públicas en una resolución en la que, además, deberá proceder a la designación de un interventor, quien sólo tendrá las facultades necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión. Esta resolución será reclamable, en los diez días contados desde su notificación, mediante publicación en el Diario Oficial, ante la Comisión que se establece en el artículo 35.



			Producida la extinción del contrato de concesión vigente por incumplimiento grave del concesionario, debidamente establecido de acuerdo a las normas de la presente ley, el Ministerio deberá proceder a licitar o a subastar públicamente el contrato de concesión por el plazo que le reste, al mejor postor y sin mínimo, dentro de los ciento ochenta días siguientes a la extinción.  Las bases establecerán los requisitos que deberá cumplir el nuevo concesionario, los que no podrán ser más gravosos que los impuestos por las bases de licitación y el contrato de concesión al concesionario original.  Al asumir el nuevo concesionario, cesará en sus funciones el interventor que se haya designado de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior.



			La extinción de la concesión por incumplimiento grave hará exigibles los créditos que se encuentren garantizados con la prenda establecida en el artículo 42.  Ellos se harán efectivos en el producto de la licitación o subasta del contrato, siendo el remanente, si lo hubiere, de propiedad de la concesionaria.  En el evento de que durante la intervención la concesionaria hubiere contratado créditos con la aprobación de los acreedores antes señalados, y dichos créditos fueren exigibles, se harán efectivos en el producto de la referida subasta con preferencia a los garantizados con la prenda especial de concesión de obra pública.”.





			9. Introdúcense en el artículo 35, las siguientes modificaciones:



			a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “y un profesional universitario nombrado de común acuerdo por las partes, quien la presidirá.” por “y un abogado nombrado de común acuerdo por las partes, quien la presidirá.”.



			b) Intercálase a continuación del inciso tercero, el siguiente inciso nuevo:



			"Los acreedores que hayan constituido a su favor la prenda establecida en el artículo 42 podrán comparecer en los procedimientos conciliatorios a que diere lugar la aplicación de esta ley, siempre que tuvieren interés.".



			c) Sustitúyense los incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo, por los siguientes:



			"Cuando la reclamación se dirija en contra de una resolución o decisión del Ministerio, con la excepción del caso contemplado en el artículo 36, su sola presentación suspenderá los efectos de ella.



			La Comisión deberá resolver en el plazo de treinta días.  Si no se produjere la conciliación, el concesionario podrá solicitar de la Comisión, dentro del plazo de cinco días, que se constituya en Comisión Arbitral, o recurrir, en el mismo plazo, ante la Corte de Apelaciones de Santiago.  En el primer caso, la Comisión actuará de acuerdo a las normas fijadas para los árbitros arbitradores y tendrá el plazo de treinta días para fallar, plazo durante el cual se mantendrá la suspensión de los efectos de la resolución o decisión del Ministerio.  El fallo de esta Comisión no será susceptible de recurso alguno.



			En caso de que el concesionario interponga el recurso ante la Corte de Apelaciones, éste se tramitará conforme al procedimiento establecido en los artículos 69 a 71 de la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, y a las siguientes disposiciones:



			1. No será exigible boleta de consignación.



			2. El traslado del recurso se dará al Director General de Obras Públicas.



			Si el concesionario no interpusiere el recurso ante la Comisión Arbitral ni ante la Corte de Apelaciones, quedará a firme la resolución o decisión del Ministerio, sin perjuicio del derecho del concesionario para impugnarla conforme a las reglas generales.".





			10. Sustitúyese el artículo 36, por el siguiente:



			"Artículo 36.- En caso de que el concesionario interrumpa injustificadamente la obra amenazando gravemente el cumplimiento del contrato de concesión, o que el servicio se encuentre gravemente afectado según los niveles definidos en las bases, el Ministerio de Obras Públicas podrá declararlo así y designar un interventor, en una resolución fundada que será reclamable ante la Comisión Conciliadora.



			El interventor designado de conformidad a lo señalado en el inciso anterior sólo tendrá las facultades necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión.  Cesará en su cargo en cuanto el concesionario reasuma sus funciones, para lo cual bastará la expresión de voluntad de éste en tal sentido, formal y por escrito, aprobada por la Comisión Conciliadora.  En todo caso, si después de noventa días de la designación del interventor, el concesionario no reasume, se entenderá que hay incumplimiento grave, y se aplicará lo dispuesto en el artículo 27.".





			11. Introdúcense en el artículo 37, las siguientes modificaciones:



			a) Sustitúyese el inciso cuarto, por el siguiente:



			"En el evento de que la junta de acreedores acordare la continuación efectiva del giro del concesionario, ésta no estará sujeta a otro plazo de término que lo que reste del contrato de concesión. En lo demás, se regulará por lo previsto en los artículos 112 y siguientes de la ley  Nº 18.175.".



			b) Incorpórase el siguiente inciso quinto:



			"En caso de quiebra, el Ministerio nombrará un representante para que, actuando coordinadamente con el síndico y la junta de acreedores, vele por el mantenimiento del o de los servicios objeto de la concesión, sin perjuicio de que la representación del interés fiscal sea realizada por quien o quienes corresponda.".



			11 bis.  Agréganse, en el artículo 38, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:



			“En aplicación  de esta ley, el Ministerio de Obras Públicas podrá concesionar toda obra pública, que no tenga legalmente definido otro Ministerio, servicio público, Municipio o empresa pública u otro ente público, encargado específica y exclusivamente de esas obras.  Incluso, en estos casos, el ente público competente podrá delegar, mediante convenio de mandato, suscrito con el Ministerio de Obras Públicas, la entrega en concesión de obras de su competencia.



			En las obras que se otorguen en concesión en virtud de esta ley se podrá incluir, conjunta o separadamente, la concesión del uso del subsuelo y de los derechos de construcción en el espacio sobre los bienes nacionales de uso público o fiscales destinados a ellas.  Igualmente, el Ministerio podrá sujetar a concesión o vender dichos derechos estableciendo su conexión física y accesos con la o las obras que se licitan o se encuentran previamente concesionadas.".





			12. Sustitúyese el artículo 39, por el siguiente:



			"Artículo 39.- El Ministerio de Obras Públicas en forma privativa y especial será el organismo que regulará y fijará los límites máximos y mínimos de velocidad en las vías construidas, conservadas o reparadas por el sistema de concesión de acuerdo a este cuerpo legal.  En todo caso, los límites máximos no podrán ser inferiores a los establecidos para las mismas situaciones en la legislación del tránsito, y no podrá hacerlo ninguna otra institución pública o privada que no tenga a su cargo fijar o conservar la calidad de los caminos o rutas.".





			13. Agréganse los siguientes artículos:



			"Artículo 40.- Las bases de licitación establecerán los accesos y obras de conexión que debe tener una obra en concesión, incluyendo aquellas que permitan el uso de los accesos existentes que hubieren sido autorizados conforme a derecho.



			El concesionario, en conformidad con lo dispuesto en las bases de licitación, o en su solicitud, en los casos no previstos en aquéllas, con la autorización previa del Ministerio de Obras Públicas, en ambos casos, el que no podrá denegarla sino por causa justificada, estará facultado para autorizar a terceros interesados nuevos accesos y conexiones a la obra en concesión, y podrá cobrar a estos terceros un pago por el acceso, adicional al costo de las obras necesarias para su habilitación. El monto de estos pagos será convenido entre el concesionario y el o los interesados según lo dispongan las bases de licitación o libremente, en los casos no contemplados en éstas.".





			"Artículo 41.- Cuando un usuario de una obra dada en concesión incumpla el pago de su tarifa o peaje, el concesionario tendrá derecho a cobrarla judicialmente. Será competente para conocer de ella, de acuerdo al procedimiento establecido en la ley Nº 18.287, el Juez de Policía Local del territorio en que se produjo el hecho, el cual deberá, al ordenar dicho pago, imponer al condenado una indemnización compensatoria en favor del concesionario, de un valor equivalente a cuarenta veces el pago incumplido, más el reajuste según el Índice de Precios al Consumidor entre la fecha del incumplimiento y la del pago efectivo o bien, el valor equivalente a dos unidades tributarias mensuales, estando obligado a aplicar el mayor valor.  En la misma sentencia, se regularán las costas procesales y personales, calculándolas con el valor total reajustado de la tarifa e indemnización indicadas.



			En el juzgamiento de estas infracciones, constituirán medios de prueba fotografías, videos y cualquier otro medio técnico que el Ministerio de Obras Públicas hubiese autorizado para el control del incumplimiento de los pagos tarifarios.".





			"Artículo 41 bis.-  El concesionario podrá instalar plazas de pesaje en la obra concesionada, debiendo obtener autorización del Ministerio de Obras Públicas, quien sólo podrá denegarla por razones técnicas y en resolución fundada que será reclamable ante la Comisión  Conciliadora.



			Si no se han establecido normas especiales en el contrato de concesión, se aplicarán aquellas legales y reglamentarias relativas al peso máximo de vehículos y carga.  El concesionario tendrá derecho a reclamar de las infracciones a dichas normas ante el Juez de Policía Local del territorio en que se produjo el hecho, quien conocerá de la  infracción  de  acuerdo  al  procedimiento  contenido  en la ley Nº 18.287.  Dicho Juez deberá imponer, conjuntamente con las multas establecidas en las normas referidas, una indemnización compensatoria de igual monto en beneficio del concesionario.”.



			"Artículo 42.- Establécese una prenda especial de concesión de obra pública, la cual será sin desplazamiento de los derechos y bienes prendados. Ella podrá ser pactada por el concesionario con los financistas de la obra o de su operación o en la emisión de títulos de deuda de la sociedad concesionaria. Ella podrá recaer: 



			a) sobre el derecho de concesión de obra pública que para el concesionario emane del contrato;



			b) sobre las acciones de la sociedad concesionaria;



			c) sobre todo pago comprometido por el Fisco a la sociedad concesionaria a cualquier título, en virtud del contrato de concesión, y



			d) sobre los ingresos de la sociedad.



			Esta prenda deberá constituirse por escritura pública e inscribirse en el Registro de Prenda Industrial del Conservador de Bienes Raíces de Santiago y en el del domicilio de la sociedad concesionaria, si éste fuere distinto.  Además, deberá anotarse al margen de la inscripción de la sociedad concesionaria en el respectivo Registro de Comercio. Cuando esta prenda recaiga sobre acciones de la sociedad concesionaria, se anotará, además, en los registros correspondientes de la sociedad.



			A esta prenda se aplicará lo dispuesto en los artículos 25, inciso primero; 30; 31; 32; 33; 36; 37; 38; 40; 42; 43; 44; 46; 48; 49 y 50 de la ley Nº 5.687, sobre Prenda Industrial.



			Será competente para conocer de todo litigio y de la ejecución  de esta prenda especial de concesión de obra pública, a elección del acreedor, el Juez de Letras de la ciudad cabecera de la Región en la que se encuentre inscrita la sociedad concesionaria o el de asiento de Corte en que tuviere su domicilio aquél.".





			ARTICULO 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 825, de 1974:



			1. En el artículo 16:



			a) Sustitúyese el punto y coma (;) con que termina el primer inciso de la letra c) por un punto aparte (.).



			b) Agrégase en la letra c), el siguiente inciso nuevo: 



			"En los contratos de construcción de obras de uso público cuyo precio se pague con la concesión temporal de la explotación de la obra, sea que la construcción la efectúe el concesionario original, el concesionario por cesión, o un tercero, el costo total de la construcción de la obra incluirá todas las partidas y desembolsos que digan relación a la construcción de ella, tales como mano de obra, materiales, utilización de servicios, gastos financieros y subcontratación por administración o suma alzada de la construcción de la totalidad o parte de la obra. En el caso de que la construcción la efectúe el concesionario por cesión, la base imponible estará constituida por aquella parte del costo en que efectivamente hubiere incurrido el cesionario, sin considerar el costo facturado por el cedente, en la fecha de la cesión respectiva;".



			c) Agrégase la siguiente letra h), nueva:



			"h) Tratándose de los servicios de conservación, reparación y explotación de una obra de uso público cuyo precio se pague con la concesión temporal de la explotación de la obra, prestados por el concesionario de ésta, la base imponible estará constituida por aquella parte de los ingresos mensuales totales de explotación de la concesión que no deba imputarse al pago de la construcción de la obra respectiva, en la proporción que se determine en el decreto o contrato que otorgue la concesión, sin que aquella parte facturada que no sea base imponible del impuesto, sea considerada operación exenta o no gravada. 



			En el caso que los servicios de conservación, reparación y explotación señalados en el inciso anterior de esta letra, sean prestados por el concesionario por cesión, la base imponible estará constituida por los ingresos mensuales de explotación de la concesión de la obra, que no deban imputarse a la amortización de la adquisición de la concesión, en la proporción establecida en el decreto o contrato que otorgó la concesión. Si la cesión se hubiere efectuado antes del término de la construcción de la obra respectiva, la base imponible será equivalente a aquella parte de los ingresos mensuales obtenidos por la explotación de la concesión, que no deba imputarse a la construcción de la obra y al valor de adquisición de la concesión, según la misma proporción señalada anteriormente.".



			2. Intercálase en el artículo 55, el siguiente inciso tercero, pasando a ser incisos cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo los actuales incisos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo, respectivamente:



			"Cuando se trate de los contratos indicados en el inciso segundo de la letra c) del artículo 16, la factura deberá emitirse por cada estado de avance o pago que deba presentar el concesionario original o el concesionario por cesión, en los períodos que se señalen en el decreto o contrato que otorgue la concesión respectiva. Respecto de los servicios de conservación,  reparación  y explotación de obras de uso público a que hace referencia la letra h) del artículo 16, la factura correspondiente deberá emitirse dentro del mes en el cual el concesionario perciba los ingresos provenientes de la explotación de las obras.".





			ARTICULO 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1º del decreto ley Nº 824, de 1974: 



			1. Agréganse en el artículo 15, los siguientes incisos sexto, séptimo, octavo, noveno, y décimo, nuevos:



			"Tratándose de los contratos de construcción de obras de uso público cuyo precio se pague con la concesión temporal de la explotación de la obra, el ingreso respectivo se entenderá devengado en el ejercicio en que se inicie su explotación y será equivalente al costo de construcción de la misma, representado por las partidas y desembolsos que digan relación a la construcción de ella, tales como mano de obra, materiales, utilización de servicios, gastos financieros y subcontratación por administración a suma alzada de la construcción de la totalidad o parte de la obra.



			Si la construcción la realiza el concesionario por cesión, el ingreso respectivo se entenderá devengado en el ejercicio señalado en el inciso anterior y será equivalente al costo de construcción en que efectivamente hubiere incurrido el cesionario. A dicho costo, deberá adicionarse el valor de adquisición de la concesión.



			El ingreso bruto por concepto de los servicios de conservación,  reparación  y explotación de la obra dada en concesión se entenderá devengado en la fecha de su percepción y será equivalente a la diferencia que resulte de restar al ingreso total anual, percibido por concepto de la explotación de la concesión, la cantidad que resulte de dividir el costo de construcción de la obra, descontados los eventuales subsidios estatales, por el número de meses que medie entre la puesta en servicio de la obra y el término de la concesión o, alternativamente, por un tercio de este plazo. No se considerará ingreso el subsidio pagado por el concedente al concesionario original, o al concesionario por cesión, como aporte a la construcción de la obra.  No obstante, dicho ingreso deberá documentarse en la forma que señale el Director del Servicio de Impuestos Internos.



			En el caso de que los servicios señalados en el inciso anterior sean prestados por el concesionario por cesión, el ingreso bruto se entenderá devengado en la fecha de su percepción y será equivalente a la diferencia que resulte de restar al ingreso total anual, percibido por concepto de la explotación de la concesión, la cantidad que resulte de dividir el valor de adquisición de la concesión de explotación, por el número de meses que medie entre la fecha de cesión de la concesión y el término de ésta o, alternativamente, por un tercio de este plazo.



			Si la concesión hubiere sido adquirida por el concesionario por cesión antes del término de la construcción, el ingreso por los servicios de conservación, reparación y explotación será equivalente a la diferencia que resulte de restar al ingreso total anual, percibido por concepto de la explotación de la concesión, la cantidad que resulte de dividir el costo total de construcción de la obra, en que efectivamente hubiere incurrido el concesionario por cesión, adicionando a éste el valor de adquisición de la concesión de explotación,  por el número de meses que medie entre la fecha de cesión de la concesión y el término de ésta o, alternativamente, por un tercio de este plazo.".



			2. Agrégase el siguiente inciso final al artículo 29: 



			"El ingreso bruto de los servicios de conservación, reparación y explotación de una obra de uso público entregada en concesión, será equivalente a la diferencia que resulte de restar del ingreso total mensual percibido por el concesionario original o concesionario por cesión, por concepto de la explotación de la concesión, la cantidad que resulte de dividir el costo total de la obra o, en el caso del concesionario por cesión, el costo de la obra en que él haya incurrido efectivamente más el valor de adquisición de la concesión, por el número de meses que comprenda la explotación efectiva de la concesión o, alternativamente, por un tercio de este plazo. En el caso que se prorrogue el plazo de la concesión antes del término del período originalmente concedido, se considerará el nuevo plazo para los efectos de determinar el costo señalado precedentemente, por aquella parte del valor de la obra que reste a la fecha de la prórroga. De igual forma, si el concesionario original o el concesionario por cesión asume la obligación de construir una obra adicional, se sumará el valor de ésta al valor residual de la obra originalmente construida para determinar dicho costo. Para los efectos de lo dispuesto en este inciso, deberán descontarse del costo los eventuales subsidios estatales y actualizarse de conformidad al artículo 41, número 7.".



			3. Intercálase en el artículo 30, el siguiente inciso quinto, pasando a ser inciso sexto el actual inciso quinto:



			"En el caso de los contratos de construcción de una obra de uso público, a que se refiere el artículo 15, el costo representado por el valor total de la obra, en los términos señalados en los incisos sexto y séptimo del referido artículo, deberá deducirse en el ejercicio en que se inicie la explotación de la obra.".



			4. Sustitúyese el inciso final del artículo 84, por el siguiente:



			"Para los fines indicados en este artículo, no formarán parte de los ingresos brutos el reajuste de los pagos provisionales contemplados en el Párrafo 3° de este Título, las rentas de fuente extranjera a que se refieren las letras A y B del artículo 41 A y el ingreso bruto a que se refiere el inciso sexto del artículo 15.".





			ARTICULO 4º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso tercero del Nº 1 del artículo 84 del decreto con fuerza de ley Nº 252, de 1960, Ley General de Bancos:



			a) Elimínase la conjunción "y" que sigue al punto y coma (;) con que termina su letra b).



			b) Sustitúyese el punto aparte (.) con que termina su letra c) por un punto y coma (;) y agrégase, a continuación de éste, la conjunción "y".



			c) Agrégase a continuación de su letra c), la siguiente letra d), nueva:



			"d) La prenda especial de concesión de obra pública contemplada en el decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas.".





			ARTICULO 5º.- Agrégase en el inciso primero del artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 1.123, de 1981, del Ministerio de Justicia, a continuación del punto final (.), la siguiente oración: "Las obras de riego que se sometan al sistema de concesiones del decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, se regirán por este último cuerpo legal.".





			ARTICULO 6º.- Facúltase al Presidente de la República para dictar un decreto supremo que contenga el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, con las modificaciones introducidas por la ley Nº 19.252  y por el presente cuerpo legal.





ARTÍCULOS transitorios



			Artículo 1º.-  Las sociedades concesionarias con su contrato de concesión de obra pública  perfeccionado en la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial podrán, dentro del plazo de los tres meses siguientes, optar por la aplicación de las normas de esta ley a sus respectivos contratos. Aquellas que no lo  solicitaren, seguirán regidas por las normas legales vigentes en la fecha de licitación y del perfeccionamiento de dicho contrato de concesión.



			Los adjudicatarios de obras ya licitadas en la fecha de la publicación de esta ley cuyo contrato no se hubiese perfeccionado y los licitantes de obras en proceso de licitación que resulten adjudicados, podrán ejercer el mismo derecho, en el plazo de los tres meses siguientes al perfeccionamiento de su contrato.



			Cuando las sociedades concesionarias o los adjudicatarios opten por acogerse a las normas modificatorias de esta ley según lo dispuesto en los incisos anteriores, el Ministerio de Obras Públicas dictará, sin más trámites, un decreto modificatorio del de adjudicación en que dejará constancia del cambio en el régimen legal de dicho contrato.



			Artículo 2º.- Los contribuyentes que, en la fecha de entrada en vigencia de esta ley hubieren celebrado contratos de construcción, mantención y reparación de una obra de uso público cuyo precio consista en la entrega en concesión de la obra respectiva, seguirán sujetos a las normas tributarias vigentes en la fecha de adjudicación de tales contratos. Sin perjuicio de lo anterior, dichos contribuyentes podrán optar, dentro de los tres meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley, por acogerse al régimen tributario que se establece, respecto de sus contratos, en la ley sobre Impuesto a la Renta y en el decreto ley N° 825, de 1974. Para este efecto, deberán comunicar dicha opción por escrito a la Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos correspondiente.  Se aplicará el régimen señalado, en lo relativo al impuesto a las ventas y servicios, a contar del mes siguiente a aquel en que se dé la comunicación por la remuneración que el contribuyente perciba desde esa fecha, y a contar del 1º de enero del año siguiente al de la comunicación, respecto de los impuestos establecidos en la ley sobre Impuesto a la Renta por los ingresos que el contribuyente devengue o perciba desde dicha fecha.".



			Artículo 3º.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1º transitorio, los particulares indicados en los incisos primero y segundo de dicho artículo, requerirán de la autorización del Ministerio de Obras Públicas para convenir el monto del pago a que hace referencia el artículo 40, introducido por el número 13 del artículo 1º de la presente ley.  El Ministerio podrá, en dicho caso, condicionar su autorización a otras modificaciones al contrato de concesión.”.



- - - - - - 



			Acordado en sesiones celebradas los días 3, 16, 17 y 30 de Mayo; 20 de Junio; 4 (mañana y tarde), 11 (mañana y tarde) y 18 de Julio, y 1º y 9 de Agosto de 1995, con asistencia de sus miembros los HH. Senadores señores Errázuriz (Presidente), Martin, Ominami, Siebert y Zaldívar (don Andrés).



			Sala de la Comisión, a 14 de Agosto de 1995.





























ANA MARIA JARAMILLO FUENZALIDA

Secretario Abogado de la Comisión
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